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RESUMEN 

Nuestro tema de investigación abarca lo referido a los efectos jurídicos 

del contrato de compraventa, Corte Suprema de Justicia de la República 

2016-2020. 

Este trabajo de investigación se encuentra dividido en cinco (V) 

Capítulos, comenzando por el Capítulo I, en el cual explicamos el tratamiento 

normativo de la transferencia de la propiedad inmueble conforme a nuestra 

legislación civil vigente, así como los objetivos que pretendemos alcanzar a 

través de nuestra investigación. 

El Capítulo II, abordamos lo referido a los diferentes trabajos jurídicos de 

diversos autores, que, encontrados en el ámbito internacional, nacional y 

local, los cuales lo utilizamos como referentes. 

En el Capítulo III, abarcamos lo relativo a nuestra metodología 

empleada, siendo la más adecuada la denominada: jurídica propositiva. 

Dentro del Capítulo IV, consignamos los resultados de nuestra 

investigación, expuestas con detalle. 

El Capítulo V, se encuentra nuestra discusión de resultados. 

La idea central de nuestro trabajo de investigación viene a ser los efectos 

jurídicos del contrato de compraventa del mismo bien inmueble a más de un 

comprador. 

Nuestras conclusiones se encuentran acorde a nuestros objetivos 

planteados dentro del Capítulo I. 

Finalmente, en el acápite denominado Anexos se encuentran nuestros 

materiales con los cuales hemos elaborado y desarrollado nuestra 

investigación. 

Palabras claves: Acreedores, compraventa, transferencia, usucapión, 

reconvención. 
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ABSTRACT 

This thesis covers what is referred to the legal effects of the contract of 

sale of the same real estate to more than one buyer and its treatment at the 

level of the Supreme Court of Justice of the Republic during the period 2016-

2020. 

Based on the fact that the real estate transfer system in our country is 

produced through consent, not requiring the payment of the price or the 

physical delivery of the property, since these are acts of execution of the 

contract of sale; In addition to this, for the acquisition of this property right, 

registration in the Real Property Registry is not required, while such 

registration is only declarative, but not constitutive. 

Given this, the sellers take advantage of transferring the same asset to 

more than one purchaser, which our Civil Code calls: concurrence of creditors. 

This legal institution establishes as a solution that preference should be given 

to those who have registered their right, or failing that, to those who hold the 

oldest document of a certain date and, finally, to those who hold the oldest 

private document. 

Then the question arises: What right has the seller transferred to the 

second buyer, if his right has been exhausted with the first purchase? We think 

that no right has been transferred, which is why the second sale cannot be 

possible. 

Now, in the Civil Jurisdictional and Civil Procedure Plenum organized by 

the Judicial Power in 2020, it was established that the second sale is invalid 

due to the cause of illicit purpose, legally impossible object and for 

contravening the rules that interest the order. public and good manners. 

For its part, the Supreme Court of Justice of the Republic to date does 

not have a unified criterion, for this reason, in the Cassation Sentences that 

we have consigned in our thesis, the first buyers were stripped of their property 

rights that they held over the real estate that they acquired in accordance with 

articles 949 and 1529 of the Civil Code. 
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Thus, we formulate this problem through the following question: What are 

the legal effects of the contract of sale of the same real estate to more than 

one buyer, Supreme Court of Justice of the Republic 2016 - 2020? In order to 

answer this question, we consider analyzing the effects produced by the sales 

contract, analyzing the acquisition of real property rights, among others. 

In this way, our research is of a proactive legal type, with the purpose of 

creating or generating new knowledge from the analysis. 

On the other hand, both in the international, national and local spheres, 

we have found various theses that deal with the subject that concerns us now, 

however, respecting at all times those research works, we use some of their 

foundations and arguments, adapting them to our research work. research. 

In our research project we have used the summary files, since, through 

these we had direct contact with the sources to be investigated, these are the 

Cassation Rulings. 

Once the Judgments under investigation were delimited, we searched for 

them on the Institutional Web Portal of the Judiciary, where we had direct 

access to these documents. Once this was done, we proceeded to make our 

summary sheets. 

Our limitations were only the time factor, however it has been overcome 

by the thesis student. 

Finally, we come to the conclusion that, among others, the legal effects 

of the purchase and sale contract are Real, and not Obligatory, as we explain 

in our research work. 

 

 

 

Keywords: Creditors, sale, transfer, usucapion, counterclaim.
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INTRODUCCIÓN 

La presente tesis abarca lo referido a los efectos jurídicos del contrato 

de compraventa del mismo bien inmueble a más de un comprador y su 

tratamiento a nivel de la Corte Suprema de Justicia de la República durante el 

periodo 2016-2020. 

Partiendo que, el sistema de transferencia de bienes raíces en nuestro 

país se produce a través del consentimiento, no requiriéndose la inscripción 

para su transferencia, pues nuestro sistema registral es declarativo y no 

constitutivo. 

La doble compraventa de bienes inmuebles, surge del aprovechamiento 

de los vendedores en transferir el mismo bien a más de un adquirente, que el 

Código Civil hace mal en denominar: “concurrencia de acreedores”. Esta 

institución jurídica establece como solución que debe preferirse a quien 

primero ha inscrito su derecho, o en su defecto a quien ostente documento de 

fecha cierta más antiguo. 

Entonces surge la interrogante ¿Qué derecho ha transferido el vendedor 

al segundo comprador, si su derecho se ha agotado con el primer comprador? 

Nosotros pensamos que, no se ha transferido ningún derecho, motivo por el 

cual, la segunda compraventa no puede ser posible. 

Ahora bien, en el Pleno Jurisdiccional Civil y Procesal Civil organizado 

por el Poder Judicial en el año 2020, se estableció que la segunda 

compraventa adolece de nulidad por la causal de fin ilícito, objeto 

jurídicamente imposible y por contravenir a las normas que interesan al orden 

público y a las buenas costumbres. 

Por su parte la Corte Suprema de Justicia de la República desconoce los 

efectos jurídicos de este contrato, a razón de ello, en las Sentencias de 

Casación que hemos consignado en nuestra tesis, los primeros compradores 

fueron perjudicados, es decir, despojados de su derecho de propiedad que 

ostentaban sobre el bien inmueble que lo adquirieron conforme a los artículos 

949, y 1529, del Código Civil. 
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De modo tal, nuestra investigación es de tipo jurídico propositiva, dado 

que, aportamos un nuevo conocimiento a partir de diversos razonamientos. 

Por otra parte, tanto en el ámbito internacional, nacional y local hemos 

encontrado diversas tesis que tratan sobre el tema que ahora nos ocupa, 

empero, respetando en todo momento aquellos trabajos de investigación 

nosotros utilizamos algunos de sus fundamentos y argumentos adecuándolos 

a nuestro trabajo de investigación. 

En nuestro proyecto de investigación hemos utilizado las fichas 

resumen, puesto que, a través de éstas tuvimos un contacto directo con las 

fuentes a investigar, estas son, las Sentencias de Casación. 

Una vez delimitadas las Sentencias objeto de investigación, realizamos 

la búsqueda de éstas en el Portal Web Institucional del Poder Judicial, donde 

tuvimos acceso directo de estos documentos. Una vez ello, procedimos a 

realizar nuestras fichas resumen. 

Finalmente, arribamos a la conclusión que, entre otros, los efectos 

jurídicos del contrato de compraventa son Reales, y no Obligacionales, 

conforme exponemos en nuestro trabajo de investigación. 
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CAPÍTULO I 

PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 

1.1. DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA 

La Corte Suprema de la República, en el periodo 2016-2020, ha emitido 

diversas Sentencias de Casación, en las cuales, sobre los efectos jurídicos 

del contrato de compraventa de bien inmueble a más de un comprador, 

resuelve en favor de la inscripción registral otorgándole a la compraventa de 

bien inmueble los efectos obligacionales, dado que, para llegar a la aplicación 

de los principios registrales, se sigue la secuencia de los artículos 1135, 2016 

y 2022, del Código Civil. 

Y, cuando la Corte Suprema indica que el contrato de compraventa de 

bien inmueble tiene efectos reales, en su parte considerativa, menciona que, 

el caso particular debió resolverse mediante la aplicación de los artículos 

referidos a los Derechos Reales. 

Por ejemplo: la Sentencia de Casación N° 889-2017-Lima- Mejor 

Derecho de Propiedad, emitida por la Sala Civil Permanente, de la Corte 

Suprema de la República, señala en su Considerando NOVENO: 

(…) resulta imperativo indicar que los jueces de mérito, al momento de 

resolver un conflicto de intereses, que atañe a un derecho real, deben utilizar 

las normas que a dicho derecho le corresponde; sin embargo, se aprecia de 

los fundamentos de la sentencia de vista, que esta se sustenta en la aplicación 

del artículo 1135 del Código Civil, no obstante, dicha norma sustantiva –en 

principio- está contenida en el libro de obligaciones y está claramente, referida 

al caso de una pluralidad de acreedores que reciben un bien inmueble de un 

mismo deudor (…) 

Por el contrario, cuando indica que el contrato tiene efectos 

obligacionales, en su parte considerativa, menciona que, el caso particular 

debió resolverse mediante la aplicación de los artículos referidos a los 

Derechos de Obligaciones. 
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Por ejemplo: la Sentencia de Casación N° 473-2017-Lima Norte-Mejor 

Derecho de Propiedad, emitida por la Sala Civil Transitoria, de la Corte 

Suprema de la República, señala en su Considerando NOVENO: 

Que, en dicho contexto tenemos que el artículo 1135 del Código Civil, 

establece que, tratándose de concurrencia de acreedores, se prefiere al que 

inscribe su derecho con buena fe, cuya información registral confiere derechos 

erga omnes. 

Como vemos, sobre los efectos jurídicos del contrato de compraventa, 

la Corte Suprema, no tiene claro si sus efectos son reales u obligacionales. 

Dado que, cuando considera que, los efectos jurídicos son reales 

prohíbe la aplicación del artículo 1135, del Código Civil, y señala que deben 

aplicarse las normas pertinentes a los Derechos Reales; cuando considera 

que los efectos son obligacionales sigue la secuencia del artículo 1135, del 

Código Civil, que lleva a la aplicación de los artículos 2014 y 2022, del Código 

Civil. 

Por tal motivo, en el desarrollo de nuestro trabajo de investigación, 

brindaremos nuestro aporte jurídico, para lo cual consignaremos un buen 

sustento bibliográfico y analizaremos diversas Sentencias de Casación, y 

tomaremos como sustento diversos aspectos, a efecto de brindar nuestra 

solución ante la descrita problemática, esto es, si los efectos jurídicos del 

contrato de compraventa de bien inmueble a más de un comprador son Reales 

u Obligacionales, además, estableceremos un mecanismo legal, a través del 

cual el primer comprador puede defender su Derecho de Propiedad. 

1.2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 

1.2.1. PROBLEMA GENERAL 

¿Cómo delimitar los efectos jurídicos produce el 

contrato de compraventa de bien inmueble?
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1.2.2. PROBLEMAS ESPECÍFICOS 

1. ¿Mediante qué mecanismo legal el primer comprador

puede defender su Derecho de Propiedad?

2. ¿Qué argumentos utilizan las Sentencias de Casación,

emitidas por la Corte Suprema de Justicia de la República, 2016-

2020, sobre los efectos jurídicos del contrato de compraventa de bien 

inmueble?

1.3. OBJETIVOS 

1.3.1. OBJETIVO GENERAL 

Delimitar los efectos jurídicos que produce el contrato de 

compraventa de bien inmueble y proponer una doctrina jurídica que 

permita su comprensión. 

1.3.2. OBJETIVO GENERAL 

1. Establecer el mecanismo legal a través del cual el primer

comprador puede defender su Derecho de Propiedad.

2. Identificar y analizar los argumentos de las Sentencias de

Casación, emitidas, por la Corte Suprema de Justicia de la

República, 2016-2020, sobre los efectos jurídicos del contrato de

compraventa de bien inmueble.

1.4. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 

Al respecto, nuestro trabajo de investigación se fundamenta en la 

delimitación de los efectos jurídicos del contrato de compraventa del mismo 

bien inmueble a más de un comprador, dado que, en diversas Sentencias de 

Casación, emitidas por la Corte Suprema de Justicia de la República, se 

indican que los efectos de este contrato son reales y en otros obligacionales. 

Además, ante un pronunciamiento diverso de la Corte Suprema, afecta 

a que en futuros casos con la misma problemática se resuelva en forma 
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distinta, y esto ocasiona falta de predictibilidad al momento de resolver, razón 

por la cual, brindamos una solución conforme a Derecho, solucionando 

potencialmente el problema planteado. 

1.5. LIMITACIONES DE LA INVESTIGACIÓN 

La única limitación ha sido el factor tiempo, dado que, la presente 

requiere de una constante lectura y actualización jurídica, sin embargo, ha 

sido superado. 

1.6. VIABILIDAD DE LA INVESTIGACIÓN 

Sobre el particular, desde el año 2021, el investigador viene trabajando 

como Asistente Jurídico, en el Estudio Jurídico JABB (José Antonio Beraún 

Barrantes), que me ha permitido observar directamente un caso sobre la doble 

compraventa del mismo bien inmueble a más de un comprador, y, el tesista 

ha mostrado un gran interés por este, razón por la cual, he decido investigar 

diversas Sentencias de Casación, y de esta manera, he descubierto que no 

existe una interpretación unitaria. 
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CAPÍTULO II 
MARCO TEÓRICO 

 

2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 

2.1.1. ANTECEDENTES INTERNACIONALES 

Arteaga (2019) “La doble venta: conflicto adquisitivo y atribución de 

la propiedad” [trabajo de fin de grado, Universidad del país Vasco, 

España]. Repositorio Institucional. 

Con el propósito de optar el grado en derecho, esta tesis fue 

presentada con el objetivo de: “Analizar el régimen jurídico de la doble 

venta” el trabajo fue de tipo básico, presentando un enfoque cualitativo, 

y a lo largo del trabajo el aspirante a grado observa, analiza e interpreta 

las normas jurídicas aplicables a la doble venta. Para el procesamiento 

de la información ha utilizado la teorización de opiniones. 

De esta manera, hemos escogido las tres (03) primeras 

conclusiones de este trabajo de fin de grado, que son las siguientes: 

 Para adquirir el dominio y demás derechos reales se requiere la 

concurrencia del título y el modo. Así, con carácter general, no es 

necesaria la inscripción en el Registros de la Propiedad por ser esta 

declarativa. Precisamente por ello puede ocurrir y de hecho ocurre 

una situación conflictiva desde la perspectiva adquisitiva: una 

misma cosa es vendida por el mismo vendedor a dos o más 

compradores distintos –doble venta-. Arteaga (2019) 

 El régimen jurídico de la doble venta se encuentra regulado en el 

art. 1453 y a nivel autonómico en la ley 566 CDCFN, ésta última 

con una redacción más extensa. Ambos preceptos prevén una 

serie de criterios de carácter subsidiario para determinar qué 

comprador adquiere la titularidad dominical del bien que ha sido 

doblemente vendido. Arteaga (2019) 
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 Cuando el bien doblemente vendido sea inmueble, la propiedad 

pertenecerá al adquirente que antes la haya inscrito en el Registro 

(primer criterio). Ello no altera la teoría del título y el modo 

característica de nuestro sistema de adquisición de derechos 

reales, sino que lo complementa en tanto que dicho criterio debe 

ser interpretado a la luz de la LH y de los principios que consagra 

el Derecho Inmobiliario Registral. Precisamente por ello, puede 

ocurrir que el primer comprador haya consumado su venta a través 

de cualquier medio traditorio admitido, pero no la inscribe y, con 

posterioridad, la misma cosa es vendida a un segundo comprador 

(venta de cosa ajena cuya validez es admitida en la actualidad) que 

inscribe su adquisición en el Registro de la Propiedad de buena fe, 

adquiriendo así el dominio de la misma. Lejos de ser esto una 

solución “justa” desde una perspectiva de justicia material, es una 

clara manifestación de las normas que disciplinan la seguridad 

jurídica en el ámbito inmobiliario (arts. 32 y 34 LH), claramente 

protectora de los terceros que de buena fe confían en la publicidad 

registral. Arteaga (2019) 

COMENTARIO: 

La tesis en cuestión concluye que, para la adquisición de un bien 

inmueble se requiere –en primer lugar- del título, que viene a ser el 

contrato, y –en segundo lugar- el modo, que viene a ser la obligación de 

transferir el derecho de propiedad, y, que, la inscripción en el registro es 

facultativa u opcional, motivo por el cual, se producen varias 

compraventas del mismo bien a más de un comprador. 

Asimismo, concluye que, la inscripción registral funciona como un 

mecanismo de brindar seguridad jurídica al momento de adquirir bienes 

raíces, dado que, los terceros adquieres estos confiados en la publicidad 

que otorga el registro. 

El trabajo bajo comentario finaliza estableciendo que, respecto a la 

doble compraventa la doctrina y la jurisprudencia española no son 
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uniformes, puesto que, en algunos casos se resuelve en mérito a la 

adquisición del bien inmueble, y, por otro lado, se resuelve declarando 

la nulidad se la segunda compraventa por ser su objeto jurídicamente 

imposible. 

Fernández (2016) “Compraventa y transmisión de la propiedad” 

[tesis doctoral, Universidad de Oviedo. España] Repositorio Institucional. 

Esta tesis -literalmente- no presenta el Capítulo referido a la 

Metodología de la Investigación, sin embargo, podemos afirmar que, 

utiliza las categorías de análisis, tales como: la doble venta, saneamiento 

por evicción, transmisión de la propiedad, entre otros. 

De esta forma, hemos elegido la conclusión más importante, que 

es la siguiente: 

 El contrato de compraventa es el título de adquisición derivada inter 

vivos del derecho de propiedad por antonomasia en nuestro 

ordenamiento. La configuración de la compraventa en el Código 

Civil es tributaria del sistema obligacional de la empio venditio 

consensual del Derecho romano clásico, en la que el vendedor no 

estaba obligado a transmitir la propiedad del bien enajenado, dada 

la imposibilidad de los contratantes privados del ius commercii de 

acceder a los mecanismos transmisivos propios del Derecho Civil 

(mancipatio, in iure cesio y stipulationes introducidas en su 

sustitución). Por ello en el Derecho clásico el vendedor se 

encontraba obligado tan sólo a la entrega (vacuam posessionem 

tradere) y al saneamiento por evicción del bien enajenado, solución 

que permanece inalterada en el Código Civil español, a diferencia 

de la evolución experimentada en este ámbito por el propio 

Derecho romano y otros ordenamientos de nuestro entorno. 

Fernández (2016) 

 

 

 



 

20 
 

COMENTARIO: 

El trabajo mencionado, observamos que, la transferencia de bienes 

inmuebles la legislación española resulta conforme a la teoría del Título 

y el Modo. Y, que, ante el problema de la doble compraventa, ellos lo 

solucionan mediante el Saneamiento por Evicción. 

Sin embargo, en nuestra legislación (peruana) esta institución 

jurídica, según la Sentencia de Casación N° 3752-2002-Lima, en su 

Considerando 3, dispone que: 

(…) el transferente está obligado a responder frente al adquirente 

por la evicción (…) que no permitan destinar el bien a la finalidad para la 

cual fue adquirido o que disminuyan su valor, lo prescriben así debido a 

que el contrato a que se refieren proviene del acuerdo al que han llegado 

la libre manifestación de voluntad de las partes contratantes, 

perteneciente al Derecho Privado; y, no cuando ha sido producto del 

cumplimiento de la ley; tal como ocurre en las ventas forzadas para 

cuyos casos el saneamiento se limita a la restitución del precio que 

produzca la transferencia (…). 

Como vemos, el saneamiento por evicción no soluciona el 

problema de la doble compraventa, dado que, éste se limita a la voluntad 

de las partes, esto es, indemnizar al comprador. No obstante, la solución 

respecto a la doble compraventa es dispuesta por la ley, tal como vemos 

con los artículos 949, 1135, entre otros, del Código Civil.  

Independientemente de ello, consideramos importante el citado 

trabajo de investigación doctoral, por cuanto, nos ayuda a precisar que, 

el saneamiento por evicción obedece a una solución que se sujeta a la 

voluntad de las partes, y como referimos, la doble compraventa que está 

en controversia del Derecho de Propiedad, se soluciona conforme a las 

leyes previstas en el Código Civil. 
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2.1.2. ANTECEDENTES NACIONALES 

Salazar (2019) “La decisión del juez civil en el caso de conflictos de 

doble venta de la propiedad, en la ciudad de Huancayo, 2018” [tesis para 

optar el título profesional de abogada, Universidad peruana Los Andes]. 

Esta tesis fue presentó como objetivo principal “determinar de qué 

manera los jueces civiles deben resolver en caso de conflictos de doble 

venta de propiedad, en la ciudad de Huancayo, 2018” el trabajo fue de 

carácter jurídico social, presentando un enfoque cuantitativo, y un nivel 

descriptivo, tuvo un diseño de investigación no experimental, su 

población se encontraba constituida por abogados y especialistas en 

Derecho Civil de la ciudad de Huancayo cuyo número es de 50, y como 

muestra solamente se ha tomado a 45. Para el procesamiento de la 

información se utilizó la encuesta y la observación. Arribando a las 

siguientes conclusiones: 

 Se logró determinar que los jueces civiles deben resolver 

favoreciendo al adquirente que inscribe el bien inmueble en casos 

de conflicto de doble venta de la propiedad, en la ciudad de 

Huancayo, 2018, a partir del cuestionario formulado y aplicado a 

los abogados especialistas en Derecho Civil. Esto se desprende de 

los resultados obtenidos de la aplicación del instrumento de 

investigación, ya que se menciona que, ante conflictos de doble 

venta de la propiedad, se debe optar por aplicar un criterio más 

publicístico, es decir, por preferir a quien realizó la inscripción 

registral con anterioridad, privilegiando entonces la denominada 

buena fe registral. Salazar (2019) 

 Se logró establecer que los jueces civiles deben resolver 

favoreciendo al adquirente que inscribe el bien inmueble en casos 

de doble venta de la propiedad cuando se discute la inoponibilidad 

de derechos, en la ciudad de Huancayo, 2018, siendo importante 

evaluar el criterio de oposición como elemento material que el Juez 

debe determinar. Dicho criterio se ha podido evidenciar del 
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instrumento de investigación aplicado, ya que se ha fijado que es 

importante que el juez civil asuma una postura en favor de la 

inscripción del bien registral, a efectos de generar el 

reconocimiento de una transferencia registral de forma indubitable. 

Salazar (2019) 

 Se logró determinar que los jueces civiles deben resolver 

favoreciendo al adquirente que inscribe el bien inmueble en casos 

de doble venta en el caso de la concurrencia de acreedores, en la 

ciudad de Huancayo, 2018, a partir de los criterios registrales que 

se emplean para la resolución de este tipo de conflictos. Así 

también, del marco teórico revisado, se puede cotejar que 

jurisprudencia está dividida amparando por un lado la defensa de 

los terceros registrales y por otros la protección del adquirente que 

posee el bien a través de figura jurídicas poco usadas en nuestro 

ordenamiento jurídico para estos casos. Con lo cual se afirma que 

no basta la información que los Registros Públicos brindan para 

declarar propietarios a quienes alegan la buena fe, pues si la 

propiedad permite la seguridad del goce de los bienes entonces el 

fundamento que se le atribuye es la posesión aun cuando la 

inscripción no abre en los Registros Públicos. Salazar (2019) 

COMENTARIO 

La referida tesis concluye que, ante la doble compraventa del 

mismo bien inmueble a más de un comprador debe preferirse al 

comprador que inscribe su derecho en el registro de la propiedad 

inmueble, ello en virtud de la buena fe y demás principios registrales. 

Sin embargo, debemos discrepar con la tesis en cuestión, puesto 

que, la inscripción registral no es constitutiva o creadora de derechos 

reales (salvo algunos actos jurídicos establecidos por la ley), sino por el 

contrario solamente cumple un rol publicístico del derecho de propiedad, 

toda vez que, este derecho nace fuera del registro. 
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La tesis en mención toma como piedra angular los principios 

registrales para determinar la preferencia del derecho de propiedad, sin 

embargo, esto –teóricamente- no puede aplicarse porque de ese modo 

estaríamos dejando de lado los requisitos de validez del acto jurídico. 

2.1.3. ANTECEDENTES LOCALES 

Díaz (2017) “Contradicciones entre el derecho preferente y derecho 

de propiedad en compraventa de bienes inmuebles en el juzgado civil de 

Tingo María 2010 - 2012.” [tesis para optar el título profesional de 

abogada, Universidad de Huánuco]. 

Esta tesis fue presentó como su objetivo principal “determinar las 

contradicciones entre el derecho preferente y derecho de propiedad en 

compraventa de bienes inmuebles en el juzgado civil de Tingo María 

2010 - 2012” el trabajo fue de tipo jurídico social cuantitativo, 

presentando un método descriptivo  y explicativo, con un diseño 

causal y con un tipo de investigación jurídico social cuantitativo, su 

población lo conformaban los expedientes civiles de los años 2010 – 

2012, emitidos por el Juzgado Civil de Tingo María, y como muestra un 

total de 10 expedientes. Para la recolección de datos utilizó el fichaje y 

el análisis documental y para la interpretación de datos utilizó técnicas 

lógicas tales como la deducción e inducción. Arribando a las siguientes 

conclusiones: 

 Las contradicciones que se registra entre el Derecho preferente y 

Derecho de la propiedad en compraventa de bienes inmuebles en 

el juzgado civil de Tingo María 2010 – 2012, que: existe conflicto 

de intereses porque se han registrado la doble venta de un bien 

inmueble, esta situación se genera porque no es exigible la 

obligatoriedad de inscribir las compras ventas de terrenos en los 

registros públicos; por lo que el 80% no cuentan con la inscripción 

en la SUNARP o simplemente ante los registros públicos de bienes 

inmuebles; esta razón administrativa crea problemas que motivan 

evaluar el derecho preferente. En consecuencia se registra la 
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concurrencia de acreedores, se tiene el resultado de que el 20% de 

expedientes se encuentran con derechos inscritos, el 40% cuentan 

con título de fecha antigua y el otro 40% acreedor con título. No se 

le está permitiendo a la SUNARP cumplir su función principal, del 

registro de la propiedad inmueble, los resultados nos demuestra 

que no existe la seguridad jurídica. Díaz (2017) 

 Entre otras de las contradicciones en relación al artículo 949 del 

Código Civil Peruano, sobre acreedor propietario de inmuebles, 

justamente en este artículo es que en caso de transferencia de 

inmuebles no es necesario contar con un registro específico en la 

SUNARP. Por lo que en la sociedad peruana existe la costumbre 

de realizar las compraventas con escritura pública o a veces con 

un contrato privado, pero estas instrumentales muchas veces no se 

encuentran registradas en la SUNARP. Díaz (2017) 

 Cuando se trata de perfeccionar la compra venta de inmuebles, el 

60% de las escrituras públicas no postulan a la inscripción registral, 

el 20% se formalizó con el registro correspondiente y el 20% está 

en proceso de inscripción registral. Estos resultados nos evidencian 

que en la sociedad peruana y la tingalesa tienen como costumbre 

de no formalizar los títulos de propiedad y mantiene sus bienes 

inmuebles sin la inscripción correspondiente, generando los 

problemas de doble ventas de los inmuebles, las que toman parte 

del proceso civil correspondiente. Díaz (2017) 

 En cuanto a los resultados de procesos entablados en el poder 

judicial se han registrado que el 50% de los procesos entablados 

ante el Juzgado correspondiente, han solicitado otorgamiento de 

mejor derecho de propiedad, el 40% es sobre otorgamiento de 

propiedad y el 10% sobre tercería de propiedad. Evidentemente a 

nivel de juzgado competente se sigue discutiendo los efectos del 

consensualismo donde no existe la exigencia de la inscripción de 

un bien inmueble adquirido y como consecuencia tiene que 

terminar casi siempre con el órgano jurisdiccional. Luego de los 
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procesos desarrollados y finalizados las sentencias motivadas y 

publicadas por el órgano jurisdiccional el 80% de las sentencias 

están a favor del primer comprador y el 20% a favor del quien posee 

el título registrado en la SUNARP en el rubro de bienes inmuebles. 

Díaz (2017) 

 Por lo que luego de evaluar estos resultados queda demostrada 

nuestra hipótesis: “Si las compras y ventas o transferencias de 

inmuebles se realizan bajo el amparo del artículo 949 del código 

civil peruano, que tiene carácter consensualista orientada bajo la 

teoría espiritualista de procedencia francesa; donde no se exige la 

formalidad de inscripción registral como un acto constitutivo de 

derechos; se estarían generando las contradicciones entre el 

derecho preferente y el derecho a la propiedad en estos procesos 

de compra venta. Díaz (2017) 

COMENTARIO  

Esta última tesis afirma una verdad insoslayable, la cual es la 

informalidad predial que genera la transferencia consensualista y al 

mismo tiempo genera una inseguridad jurídica al momento de adquirir 

bienes raíces. 

Lo que en buena cuenta la tesis en cuestión transmite es que, 

existe una contradicción del derecho de propiedad y el derecho 

preferente, dado que, el primero opera fuera del registro y, que, al mismo 

tiempo se rige por las disposiciones del acto jurídico, y el segundo es 

una obedece a una cuestión de inscripción y preferencia temporal. 

2.2. BASES TEÓRICAS 

2.2.1. ADQUISICIÓN DEL DERECHO DE PROPIEDAD 

En ese apartado solamente abordaremos lo referido a la usucapión 

como modo de adquirir el derecho de propiedad y que nuestro Código 

Civil de 1984, en su artículo 950, prevé: La propiedad inmueble se 

adquiere por prescripción mediante la posesión continua, pacífica y 
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pública como propietario durante diez años. (Presidencia de la 

República. 1984, 14 de noviembre). Decreto Legislativo N° 295, por el 

cual se aprueba el Código Civil) 

Se adquiere a los cinco años cuando median justo título y buena 

fe. 

En ese sentido, la prescripción adquisitiva, o usucapión, es el 

medio de convertirse en propietario por efecto de una posesión 

autónoma y sin dependencia de otro, que existe por un largo periodo de 

tiempo, y siempre que el anterior titular no muestre una voluntad formal 

de contradicción. Gonzales (2011) 

En buena cuenta, la posesión es trabajo, es riqueza, es origen de 

la propiedad. Así lo dice la doctrina: 

“El hombre es un ser viviente caracterizado por una multiplicidad 

de necesidades. Requiere alimentación, vestido, habitación y muchas 

otras cosas. Las necesidades son satisfechas por medio del trabajo. 

Para ello se realiza actualmente la satisfacción de necesidades en la 

sociedad con fundamento en la división del trabajo. La satisfacción de 

necesidades con base en la división del trabajo supone ya, por su parte, 

propiedad y contrato. La sociedad de división de trabajo se caracteriza 

porque cada uno trabajo siempre para otro. El trabajo tiende entonces 

necesariamente que conducir a la propiedad que se pueda intercambiar 

con la propiedad de otro” (Este es el argumento de Schapp (2003), citado 

por Gonzales (2011) 

Por tanto, resulta claro que la usucapión no es una reliquia histórica 

de épocas, ni “un mal menor” ante la imposibilidad de probar el dominio 

de manera incontrovertible. Todo lo contrario, pues nos encontramos 

ante una institución jurídica que se radica en el mundo de la vida, no en 

el de las meras formas o abstracciones, que vivifica día a día la 

propiedad, la hace humana y social, le da concreción y efectividad. 

Gonzales (2011) 
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Sin la prescripción adquisitiva, la propiedad podría reducirse a un 

conjunto de artificios técnicos-jurídicos, siempre favorables a las clases 

detentoras de riqueza, que por eso mismo dominan los artificios, pero 

alejado del ser humano y su sentir. No otra cosa sucede en el sistema 

jurídico alemán, que pretendió excluir la usucapión del ámbito de los 

bienes inmuebles, por lo que dio lugar a un ordenamiento excesivamente 

formalista, sin vida, reducido a rituales, por lo que modernamente es 

objeto de severas críticas. (Este es el argumento de Ebers, citado por 

Gonzales (2011) 

2.2.2. LA USUCAPIÓN Y EL FIN DE SEGURIDAD JURÍDICA 

Desde muy antiguo se advirtió que el tema era de gran complejidad, 

pues la adquisición a título derivativo implica siempre una investigación 

preliminar respecto del poder de disposición invocado por el enajenante, 

y ante lo cual, el adquirente se haya obligado a exigir que aquél pruebe 

su derecho, es decir, que acredite su condición de propietario. En efecto, 

cuando el adquirente recibe a título derivativo un bien (ejemplo: un 

contrato de compraventa), entonces la efectiva adquisición depende del 

derecho que ostente el transmitente, y así en forma sucesiva hasta el 

propietario original. (Este es el argumento de Messineo (1979), citado 

por Gonzales (2011) 

La comprobación de legalidad de toda la cadena de transmisiones 

desde el titular inicial hasta el adquirente actual es un tema de gran 

complejidad, sino imposible, que en el Derecho romano se llamó “prueba 

diabólica” (probatio diabolica) (Este es el argumento de Nicoliello (1999), 

citado por Gonzales (2011). Ello se complica más si se aplica de modo 

irrestricto el principio por el cual no puede transferirse más derecho del 

que uno tiene. De ello resulta que, para enajenar es preciso ser 

propietario, y en consecuencia, probarlo (Este es el argumento de Petit 

(1961), citado por Gonzales (2011). Fuera de esa hipótesis nunca se 

trasladaría el dominio. Esta exigencia resulta lógica y coherente en la 

teoría, pero inalcanzable en la práctica (Este es el argumento de Schullz 

(1961), Gonzales (2011). Por tal motivo, la propiedad no solo está 
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inseparablemente ligada a su prueba, sino además que la ontología del 

derecho de propiedad se identifica con la prescripción adquisitiva (Este 

es el argumento de D´ors (1997), citado por Gonzales (2011) 

Ante la dificultad de la prueba diabólica (Este es el argumento de 

Romero (1978), citado por Gonzales (2011), el ordenamiento jurídico 

establece un mecanismo dogmático de prueba de la propiedad: la 

usucapión. De esta forma, la usucapión subsana la eventual 

irregularidad de los títulos (Este es el argumento de Avendaño (s.f.), 

citado por Gonzales (2011). La importancia de esta figura, como esencia 

misma de la propiedad, es destacada por la jurisprudencia francesa en 

el ámbito de la acción reivindicatoria, ya que el demandante solamente 

vence al demandado poseedor, cuando aquél pruebe su derecho con un 

título que sea más antiguo a la posesión que exhibe el contradictor (Este 

es el argumento de Westermann et al (2007), citado por Gonzales (2011) 

Finaliza Gonzáles (2011), refiriendo: La usucapión es una solución 

de seguridad jurídica (Este es el argumento de Albaladejo (2004), citado 

por Gonzales (2011), en virtud de la cual, no importa ya el origen de la 

propiedad ni la validez y legalidad de los actos sucesivos de transmisión, 

ni la capacidad de los otorgantes o la formalidad de los títulos. Todo ello 

se reemplaza con un mecanismo dogmático y absoluto de prueba de la 

propiedad (Este es el argumento del II Pleno Casatorio Civil, contenido 

en la Sentencia de Casación N° 2229-2008-Lambayeque, emitido por la 

Corte Suprema de Justicia, citado por Gonzales (2011), basado en el 

hecho fononémico incontrastable de la posesión por un largo periodo de 

tiempo. Es el triunfo de una apariencia que, por razones sociales y 

económicas de primera magnitud, se impone como verdad. Gonzales 

(2011) 

USUCAPIÓN ORDINARIA 

Esta institución jurídica civil se encuentra regulada en el 

segundo párrafo del artículo 950, del Código Civil, y a efecto de 

comprender su significado seguiremos la opinión del autor Gunther 

Gonzales Barrón, quien opina: 
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La usucapión ordinaria acorta el plazo de posesión exigido 

para la producción del efecto adquisitivo, pues se supone que el 

justo título y la buena fe presente en este caso, rodean al poseedor 

de una mayor apariencia de legitimidad (Este es el argumento de 

José A. Álvarez Caperochipi (1986), citado por Gonzales (2011) 

En ese sentido, agrega Gonzáles Barrón: El justo título para 

la usucapión ordinaria debe ser cualquier acto dirigido a producir la 

adquisición, esto es, debe tratarse de un acto traslativo cuya 

finalidad sea la salida de un bien del patrimonio de un sujeto y el 

correlativo ingreso al patrimonio del otro. Gonzales (2011) 

En consecuencia, el justo título será cualquier acto o negocio 

jurídico a título particular (no universal, como la herencia), cuya 

finalidad sea la transferencia de la propiedad, siempre que sea 

válido, por lo que su único defecto está circunscrito a la falta de 

poder de disposición del transmitente. Gonzales (2011) 

USUCAPIÓN EXTRAORDINARIA 

Al respecto, seguiremos la opinión de Gunther Gonzáles 

Barrón: la usucapión extraordinaria (o larga) tiene como 

antecedente la llamada “prescripción por largo tiempo” (longi 

temporis prescriptio), cuyo fundamento también se encuentra en 

subsanar la falta de poder de disposición del transferente, pero con 

un alcance generalizado a fin de abarcar las hipótesis en que no 

exista el título por tratarse de una posesión inmemorial, o por 

haberse perdido el título, o por existir dudas respecto a la buena fe 

del adquirente, etc. Por tanto, la usucapión extraordinaria es el 

remedio último para regularizar situaciones de hecho largamente 

consolidadas por el paso del tiempo, y en las que no se toma en 

cuenta los requisitos de orden jurídico-formal, pues basta la 

posesión continua, pacífica, pública y como propietario. En este 

caso, lo único que juega es la apariencia fáctica y su continuidad, 

más no la apariencia legal; por lo que la posesión de larga data, sin 
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requisitos legales de orden formal, puede convertirse en el mejor 

título. Gonzales (2011) 

2.2.3. LOS SISTEMAS DE TRANSMISIÓN DE LA PROPIEDAD 

Abordaremos este acápite, conforme a lo manifestado por el autor 

Gunther Gonzales Barrón: 

LA TEORÍA DEL TÍTULO Y EL MODO 

El título aludía a la “causa remota” de la adquisición, la cual 

se emparentaba con la idea filosófica de la “posibilidad”; mientras 

que el modo, constituido por la tradición, aludía a la “causa 

próxima” de la adquisición, esto es, la idea filosófica de “efectividad” 

(Este es el argumento de De la Puente, citado por Picasso, y 

Gonzales (2013). En buena cuenta, la celebración de un contrato 

de compraventa (título o “causa remota”) solo generaba la 

posibilidad de convertirse en propietario, o como modernamente se 

dice, solo generaba una obligación pendiente de cumplimiento. En 

cambio, si luego del contrato se procedía a entregar la cosa (modo 

o “causa próxima”), el comprador se convertía en propietario, por 

cuanto hacía efectivo su poder sobre la cosa, es decir, concretaba 

la “realidad del derecho”. Gonzales (2013) 

La teoría del título y el modo surgieron y se desarrollaron 

durante el derecho intermedio, y así por ejemplo las Siete Partidas 

del Reino de Castilla consagraron el sistema traslativo basado en 

el título y en el modo (este es el argumento de Gómez, citado por 

Gonzales (2013), este último consistente en la entrega de la cosa. 

Igual que en el derecho romano, el acto de tradición era clandestino 

(es decir, no es público) y, más aún, se le podía tener por cumplido 

a través de cualquiera de los mecanismos ficticios de tradición que 

ya conocía el Derecho romano. Gonzales (2013) 

La tradición, como “modo” traslativo de la propiedad, tuvo en 

un principio el mismo fundamento que la caracterizó en el Derecho 

Romano, esto es, servir como instrumento de actuación del 
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derecho, como “realidad”, y por ello los juristas medievales 

hablaron de la “efectividad” que se conseguía con la tradición, ya 

que por su intermedio el adquirente se convertía en el dominador 

fáctico de la cosa. Una vez más, téngase en cuenta que la 

efectividad del derecho se construye a favor de su titular, y no en 

garantía y en seguridad de los terceros. Sin embargo, hemos visto 

que la tradición tenía un germen una finalidad mediata, cual era 

exteriorizar o dar signos notorios de una “realidad” consistente en 

el estado posesorio que se ejercía sobre la cosa. Así pues, la 

tradición hacía efectivo el derecho del adquirente mediante un acto 

más o menos clandestino (entrega que se hace entre las dos partes 

interesadas, sin necesidad de testigos ni intervención estatal), pero 

que llevaba el nacimiento de una situación notoria que podía 

convertirse en un instrumento publicitario imperfecto: la posesión 

(este es el argumento de Ihering, citado por Gonzales (2013) 

En tal sentido, la doctrina que se adhiere la teoría del título y 

el modo, considera que en una primera etapa el contrato (título) 

hace nacer la obligación de transmitir al adquirente el derecho de 

dominio sobre la cosa. En esta etapa encontramos vinculados al 

deudor y al acreedor. (el viejo dueño y el futuro dueño) por una 

relación obligacional. Se presenta luego una segunda etapa, 

también causal, que se materializa con el cumplimiento de la 

prestación por el deudor (el viejo dueño), entregando la cosa al 

acreedor. En este instante se extingue la relación obligacional y 

queda transferida la propiedad a través de la tradición (modo) (Este 

es el argumento de Pedrón, citado por Gonzales (2013) 

La característica fundamental de este sistema es que debe 

presentarse tanto el “título” como el “modo” para que se produzca 

la transferencia de propiedad. El título (compraventa, permuta, 

donación, o cualquier otro negocio traslativo de dominio) es el acto 

causal justificativo de la atribución patrimonial, la misma que se 

concreta con la tradición de la cosa (“modo”). Solo si el transmitente 



 

32 
 

es dueño se transfiere la propiedad. En cambio, si el transmitente 

no es dueño de la cosa, la tradición no puede convertir en 

propietario al receptor, quien solamente cuenta con una posesión 

hábil para la usucapión, siempre que se cumplan los plazos legales 

que se establece para este fin. Gonzales (2013) 

¿Cómo opera la tradición? Normalmente se consuma con la 

entrega física de la cosa, o como lo define algún sector doctrinario, 

“con el traspaso posesorio”. También se produce la tradición con 

cualquiera de los mecanismos ficticios que permite la ley, y que 

tienen su origen en el Derecho romano. Estamos hablando de la 

“traditio brevi manu” o del “constitutum posesorio”, entre otros. 

Gonzales (2013) 

En buena cuenta, la teoría del título y el modo pretende 

diferenciar el nacimiento de las obligaciones, con relación al 

nacimiento del Derecho real, siendo que este último solo se origina 

con la presencia de un elemento publicitario que permita a los 

terceros conocer la situación jurídica del bien; de esta forma se 

reconoce la naturaleza propia de cualquier derecho real, cuál es 

imponerse frente a todos. Puede decirse que este sistema rige 

actualmente en España, Argentina, Chile, entre otros países. 

Gonzales (2013) 

LA TRANSFERENCIA DE LA PROPIEDAD POR EL SOLO 

CONSENTIMIENTO 

Sin lugar a dudas, el Código más influyente del siglo XIX fue 

el francés, de 1804, el cual llevó a cabo una modificación 

revolucionaria con respecto al Derecho romano, y marcó el triunfo 

de la voluntad sobre el formalismo jurídico; en consecuencia, 

protegió fundamentalmente a los adquirentes convertidos de 

manera inmediata en propietarios, mientras el transmitente solo 

podía ejercer las acciones personales o de impugnación del 

contrato (Este es el argumento de Picaso, citado por Gonzales 

(2013). Este Código consagró el solo consentimiento entre las 
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partes contratantes como único requisito necesario para el 

desplazamiento de la propiedad en favor del comprador. No se 

necesitaba la tradición de la cosa, ni el pago del precio, ni la 

formalidad externa alguna. Fue el triunfo de los prácticos del 

Derecho y también de los jusnaturalistas. Gonzales (2013) 

En Italia se acogió rápidamente el principio consensual en el 

Código Civil de 1865, hijo de la reunificación italiana, y cuyo mismo 

temperamento está presente en el vigente Código Civil de 1942. 

Sobre este tema se dice que la jurisprudencia práctica, previa a la 

época de la codificación, había emprendido ya el mismo camino de 

admitir la eficacia de cláusulas entre las cuales predominaba el 

pacto de constitutum possessorium como subrogado de la tradición 

real (Este es el argumento de Brugi, citado por Gonzales (2013). 

Sobre el particular, una buena parte de la doctrina italiana también 

se ha mostrado crítica. Es el caso de Luzzato, cuya interesante 

opinión vale la pena citar: 

¿Es oportuno establecer que la transmisión de la propiedad 

tenga lugar en mérito al solo consentimiento legítimamente 

manifestado, dejando después tal adquisición al peligro de cesar 

por el incumplimiento de otra formalidad también prescrita por la ley 

(transcripción) o de otra actividad (consecución de la posesión)? 

¿O no sería bastante mejor retardar la adquisición, subordinándola 

al cumplimiento de todos aquellos actos que se consideran 

necesarios para un desenvolvimiento regular de las 

contrataciones? Nosotros creemos, firmemente, que esta segunda 

solución sería preferible, como sostuvimos en las observaciones 

sobre el proyecto del libro correspondiente del Código, puesto que 

el retardar la adquisición no produce enteramente aquellos daños 

que derivan, en cambio, de permitir una adquisición expuesta al 

peligro de cesación o de resolución, por consentir la producción de 

efectos jurídicos que después podrán ser destruidos por falta o el 

retardo en el cumplimiento de una formalidad o de actos que el 
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legislador mismo prevé y prescribe. A nuestro juicio, no es sana 

técnica legislativa dar vida normalmente y, por efecto del mismo 

mecanismo jurídico creado por el legislador, o derechos resolubles. 

(Este es el argumento de Ruggero, citado por Gonzales (2013) 

VENTAJAS DEL PRINCIPIO CONSENSUALÍSTICO 

El principio consensualístico es adoptado, en su origen, por 

ver en él un triunfo de la voluntad, esto es, de la libertad del ser 

humano, y como un mecanismo simplificador y práctico. Gonzales 

(2013) 

A pesar de las severas críticas recibidas, modernamente ha 

aparecido una corriente favorable (minoritaria) hacia el principio 

consensualístico, aunque sus fundamentos sean distintos a los 

antes señalados. Se decir que este principio expresa un mayor 

favor a la circulación de la riqueza y a la utilización de los recursos, 

combinando de esa manera los postulados del jusnaturalismo con 

los propios del liberalismo económico. En los sistemas que adoptan 

la teoría del título y el modo se protege fundamentalmente al 

propietario, pues este no pierde el derecho sobre la cosa hasta el 

momento ulterior en que se produce la tradición, y si tenemos en 

cuenta que normalmente la traición viene unida con el pago de 

precio, se advertirá que el sistema del “título y el modo” termina 

subordinado el efecto traslativo con la desposesión, y ello 

generalmente ocurre con el pago de la contraprestación. Por el 

contrario, el principio consensualista opera como elemento 

activador de la circulación de la riqueza, beneficiando directamente 

al comprador, quien se convierte en propietario de la cosa antes 

que se produzca la entrega o el pago del precio. Basta advertir que 

el comprador puede carecer de dinero para pagar el precio, pero 

puede procurárselo con la reventa de la cosa (y si es a un precio 

superior, se asegura una ganancia); y téngase en cuenta también 

que el comprador de un bien inmueble, desde el mismo 

consentimiento ya se convierte en propietario y, por ende, puede 
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procurarse el dinero a través del sistema bancario mediante la 

concesión de una hipoteca. Gonzales (2013). Esta operación sería 

imposible si la traslación de dominio se dilata hasta la entrega. 

(Este es el argumento de Galgano, citado por Gonzales (2013) 

En Italia, se comienza a hablar del principio de “máxima 

circulación de la riqueza”, por cuanto es sabido que el 

ordenamiento jurídico alienta esta situación. Entre el conjunto de 

reglas que tienen como objetivo facilitar la circulación de la riqueza 

pueden citarse aquellas que prevén la conservación de los efectos 

del contrato, la tutela del tercero de buena fe, el disfavor hasta los 

vínculos perpetuos, los supuestos de adquisición a non domino, así 

como el simple consentimiento para entender transferida la 

propiedad. Gonzales (2013). Lo que se pretende es facilitar la libre 

y segura circulación de los bienes como mecanismo creador de 

riqueza (Este es el argumento de Franzoni, citado por Gonzales 

(2013) 

DESVENTAJAS DEL PRINCIPIO CONSENSUALÍSTICO 

Al margen de las ventajas teóricas del consensualismo, 

entre las que se cuentan la facilitación de los intercambios, la 

más rápida circulación de la riqueza y la protección al 

comprador; es también necesario señalar que todos los 

autores (incluso los que sostienen una posición favorable de 

ella) reconocen las limitaciones generadas por un sistema 

consensual a ultranza. Así pues, el consensualismo descarta 

la utilización de instrumentos públicos para dar a conocer las 

transferencias y, en general, para dar a conocer el estado 

jurídico de los inmuebles. Obviamente, en esta situación, el 

potencial adquirente se encuentra en graves dificultades para 

determinar quién es el propietario de un bien, y cuáles son las 

cargas que le afectan. En un apretado resumen, podemos 

señalar que las desventajas del principio consensualístico son 

las siguientes: 
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a) No se puede determinar con seguridad quién es el 

propietario de un bien inmueble, ni las cargas que le 

afectan. Con respecto al primer problema (la propiedad), 

el potencial comprador puede recurrir al estudio de los 

títulos del vendedor (y de los precedentes), pero siempre 

existe la dificultad de la “prueba diabólica”. Para ello se 

requiere comprobar la posesión del vendedor por el 

término de la usucapión, empero, es difícil verificar el 

estado posesorio por un largo periodo de tiempo, y aun 

cuando se utilicen presunciones, estas siempre admiten 

prueba en contrario. Con respecto al segundo problema 

(las cargas), este si es insoluble, ya que muchas cargas 

que afectan la propiedad territorial (por ejemplo: las 

hipotecas) no tiene exteriorización posesoria y, por ello, 

en estos casos, es imprescindible contar con algún 

sistema publicitario que se constituya en una excepción 

del principio consensualista. Gonzales (2013) 

b) Por otro lado, inclusive en el caso de que el vendedor 

exhiba títulos legítimos, es posible que esta haya 

enajenado el inmueble con anterioridad, siendo que el 

nuevo comprador desconozca la existencia del contrato 

precedente. En un sistema consensualista estricto, sin 

publicidad alguna, se presenta el grave problema de la 

doble venta. Gonzales (2013) 

c) Aun en el caso de que el vendedor exhiba títulos de 

propiedad legítimos y no se produzca una doble venta, 

es posible que algunas de las enajenaciones anteriores 

en la cadena de transmisiones sea anulada o resuelta, 

con la consiguiente inseguridad para el último 

adquirente. Gonzales (2013) 

d) Si las transmisiones operan con el solo consentimiento 

(sin publicidad), existe la posibilidad que algún tercero 
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pretenda la reivindicación del inmueble, ya sea por tener 

mejor derecho de propiedad (haber adquirido del 

vendedor propietario) o por invocar a su favor la 

usucapión. Gonzales (2013) 

DESARROLLO HISTÓRICO DE LA PUBLICIDAD REGISTRAL 

CONSTITUTIVA – SISTEMA CONSTITUTIVO 

Generalmente la publicidad registral constitutiva se vincula 

con los pueblos germánicos y, efectivamente, la historiografía 

jurídica ha demostrado que a pesar de la recepción del Derecho 

romano ocurrida en Alemania, estos pueblos no llegaron a 

abandonar sus antiguas costumbres. Haca el siglo XII, la 

formalidad de la tradición mediante actos y ritos externos (propia 

del Derecho romano), se convierte en una formalidad de distinta 

índole, consistente en la inserción del acta de investidura judicial o 

del documento negocial en un Registro público. Los “libros 

territoriales” se remontan a 1135 en Colonia, y así ocurre en 

muchas otras ciudades germánicas a lo largo de los siglos XII al 

XIV. En las urbes, el Consejo solía archivar oficialmente, en libros 

especiales, las investiduras o los acuerdos de transmisión. 

Gonzales (2013) 

Estos registros, al principio, se llevaban por orden puramente 

cronológico, y que no se destinaba, todavía, a un folio para cada 

finca o propietario singular. Sin embargo, poco a poco se 

establecieron folios. Empezaron a dedicarse libros especiales a 

cada distrito municipal; luego a cada calle; por último, para cada 

casa, y se dejaban espacios en blancos después de cada 

inscripción para las futuras inscripciones relativas a la misma finca. 

La individualización de las casas se hacía mediante indicación del 

nombre de su propietario. Gonzales (2013). No solo se registraban 

las transmisiones de propiedad, sino también la transmisión y 

constitución de otros derechos. (Este es el argumento de Wolf, 

citado por Gonzales (2013). De acuerdo con esta evolución se 

considera que el verdadero antecedente del moderno Registro hay 
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que situarlo exactamente en Munich (1484), cuando el sistema de 

“libros territoriales” adopta la característica del folio real. (Este es el 

argumento de Pedrón, citado por Gonzales (2013) 

A pesar de ello se mantuvo una gran discordancia entre los 

juristas germánicos respecto a la necesidad de la inscripción, o solo 

de la tradición, para consumar una transferencia de propiedad 

inmobiliaria. Esta discusión también se planteaba en los distintos 

Estados. Así, en Mecklemburgo se exigía únicamente la tradición; 

en Wurtemberg se requería la tradición para la transmisión de 

dominio, pero se necesitaba la inscripción para la constitución de 

otros derechos reales; en Sajonía se vuelve a la “Auflassung” (acta 

de investidura judicial), sin requerirse inscripción Gonzales (2013); 

y, finalmente, en los territorios más romanizados, como Alsacia y 

Lorena, se admite la transmisión por simple consentimiento 

seguido de la tradición, atribuyéndole a la inscripción un único valor 

de oponibilidad frente a terceros. (Este es el argumento de Pedrón, 

citado por Gonzales (2013) 

En el siglo XVII tiene lugar un importante resurgimiento del 

derecho germánico, el cual irrumpe, precisamente, en el ámbito del 

Derecho inmobiliario. Aparecen de nuevo los Registros, 

propiciados además por la necesidad de reorganizar jurídicamente 

el suelo alemán tras los devastadores efectos de la Guerra de los 

Treinta Años. De esta manera, se vuelven los ojos a la institución 

germánica típica de la “investidura” (traspaso judicial de la 

propiedad), seguida de la inscripción en el Registro. Esta institución 

se había mantenido en diversos derechos locales a pesar de la 

recepción del Derecho romano, y en 1661 fue implantada por el 

Principio de Sajonia. Gonzales (2013) 

En la organización del Registro, y en la implantación de los 

principios de publicidad y especialidad, asumen el liderazgo los 

Estado de Brandemburgo y Prusia (Este es el argumento de 

Nussbaum, citado por Gonzales (2013). Así, pues, el monarca 
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prusiano Federico Guillermo continuó la reforma con un Edicto de 

1693 que ordenaba la creación de un libro en donde debían 

inscribirse las fincas, sus titulares, las hipotecas y los acreedores 

hipotecarios. Se suprimían las hipotecas tácitas y generales, y se 

declaraba nulo todo título adquisitivo no inscrito. Hubo una serie de 

intentos posteriores para extender la reforma y darle aplicación 

práctica, hasta llegar a la Ley Común Hipotecaria prusiana, del 20 

de diciembre de 1783, promulgada por Federico II, y que tiene 

como innovaciones fundamentales: ampliar el ámbito del Registro 

a todos los actos de transmisión inmobiliaria, ampliar el principio de 

legalidad ordenando que los tribunales califiquen la forma y el 

contenido de los documentos; establecer los asientos e inscripción 

y de anotación, y proclamar el principio de legitimación: “Aquel que 

tiene inscrito su título posesorio sobre una finca, ha de ser reputado 

como verdadero único propietario”. Gonzales (2013) 

Poco después se promulgó el Código prusiano de 1794, en el 

cual se cede ante la presión de los juristas romanistas, y se 

consagra un sistema ecléctico en donde el modo de adquirir la 

propiedad podía llevarse a cabo, sea con la tradición, sea con la 

inscripción. Sin embargo, el artículo 8 dio un gran impulso a la 

inscripción, consagrando por primera vez el famoso principio de fe 

pública registral. Gonzales (2013) 

La evolución legislativa del Imperio austriaco es paralela a la 

de Prusia, siendo que en el todavía vigente Código Civil austriaco 

de 1811 se dio un paso más avanzado (Gonzales, G, 2013, p. 270), 

instituyendo la inscripción constitutiva (Este es el argumento de 

Lopez, citado por Gonzales (2013). La actividad legislativa de 

Prusia y Austria estimularon rápidamente a las pequeñas cortes 

germánicas y a los cantones suizos, ya que entre 1851 a 1856 se 

promulgan ocho leyes hipotecarias en Alemania Gonzales (2013), 

y se promulgan las normas registrales de todos los Estados de la 
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Confederación Helvética. (Este es el argumento de Pedrón, citado 

por Gonzales (2013) 

La mira principal que el movimiento de reforma se proponía 

era la regular corriente de capitales, encauzándola hacia la 

propiedad inmueble. La reforma se basaba en los siguientes puntos 

programáticos: entrega del régimen hipotecario a autoridades 

administrativas, más capacitación a los funcionarios, implantación 

total del sistema registral (Gonzales, G, 2013, p. 270), abandono 

del principio de legalidad y establecimiento del principio de fuerza 

formal de las inscripciones. (Este es el argumento de Nussbaum, 

citado por Gonzales (2013). Durante el siglo XIX las distintas 

legislaciones de los Estados germánicos giraron en torno a estas 

ideas. Gonzales (2013) 

Luego de la reunificación alemana, se dictó la Ordenanza 

Inmobiliaria de 1872 que surgió escoltada por la Ley sobre 

adquisiciones del dominio y por la Ley sobre división de bienes 

raíces Gonzales (2013)., con lo cual quedó establecido el siguiente 

régimen legal: (Este es el argumento de Pedrón citado por 

Gonzales (2013) 

- Se reconoce la inscripción constitutiva en la transferencia de 

propiedad de bienes inmuebles. De esta manera se eliminan 

los sistemas eclécticos anteriores, volviéndose al genuino 

Derecho alemán, en donde la propiedad se inscribe, no ya 

solamente para posibilitar los gravámenes, sino incluso para 

dar nacimiento al derecho real. Gonzales (2013) 

- Como un requisito previo a la inscripción se exige el 

“Auflassung” o investidura, el cual se descompone en dos 

declaraciones: a) El propietario inscrito declara su 

consentimiento a la inscripción del nuevo adquirente, b) El 

nuevo adquirente solicita la inscripción. Gonzales (2013) 
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- Si una inscripción es anulada, ello no perjudicaría a los 

terceros que hubiesen adquirido a título oneroso y con buena 

fe confiados en la inscripción. Gonzales (2013) 

- Se impone la coordinación entre el libro registral y el libro de 

catastro. Gonzales (2013) 

- Se reconocen dos clases de hipotecas: la ordinaria o libraría, 

y la territorial o cedular. Esta última no tiene carácter 

accesorio pues no depende de ninguna obligación 

preexistente. Gonzales (2013) 

Esta ordenanza sirvió como antecedente directo para la 

regulación inmobiliaria del Código Civil alemán de 1896 y la 

Ordenanza del Registro de 1897, esta última nuevamente 

redactada en 1935. En ellas se mantienen los principios antes 

citados, profundizándose el carácter constitutivo de la inscripción, 

de tal suerte que esta determina la transferencia o constitución de 

los derechos reales sobre inmuebles. Gonzales (2013) 

LA PUBLICIDAD REGISTRAL CONSTITUTIVA CARACTERES Y 

CRÍTICAS DEL ACTA TORRENS O SISTEMA AUSTRALIANO 

Durante el desarrollo de los estudios hipotecarios en 

Alemania del silgo XIX existió una corriente que propugnaba la 

“fuerza forma de las inscripciones”; es decir, que los derechos 

constituidos sobre inmuebles radiquen directamente en la 

inscripción, rompiendo así toda relación de causalidad con los 

actos jurídicos materiales que los originan. En este sistema radical 

de publicidad la inscripción resulta ser constitutiva inatacable 

INCLUSO ENTRE LAS PARTES CONTRATANTES. Gonzales 

(2013) 

Evidentemente esta solución peca de extremista, en tanto 

permite beneficiar a los titulares registrales que han actuado con 

mala fe, o incluso convalida actos nulos entre las mismas partes 

contratantes. Gonzales (2013) 
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Como se advierte, el principio de la “fuerza formal de la 

inscripción” consagra un sistema registral de mayor eficacia, aun 

cuando su extremismo sea realmente intolerable frente a un natural 

sentimiento de justicia. En este sentido, el sistema fue descartado 

por la legislación alemana; sin embargo, parece haber renacido a 

través del Acta de Torrens o sistema australiano. Este sistema se 

plasmó legislativamente, por primera vez, en la “Real Property Act” 

de la colonia británica de Australia del Sur, en el año 1858, el cual 

prontó se generalizó a las restantes colonias del territorio 

australiano. El autor de la Ley fue un irlandés de nacimiento, 

afincado en Australia, Sir Robert Richard Torrens, sobre el cual 

existe consenso respecto a que no creó el sistema de la nada, sino 

que derivó sus ideas de muchas fuentes (Gonzales Barrón, 2013, 

p. 293), entre ellas un informe de la Corona sobre la registración 

inmobiliaria (Este es el argumento de Miranda, citado por Gonzales 

(2013), no pudiéndose descartar que conociese las leyes 

germánicas que en el silgo XIX consagraron el principio de la 

“fuerza formal de la inscripción”. Gonzales (2013) 

Efectivamente, el sistema australiano acoge la inscripción 

constitutiva, pero va más allá, en tanto reconoce el llamado 

principio de “invulnerabilidad”, por el cual se presume la validez del 

título inscrito y de todos los anteriores hasta llegar a la adjudicación 

originaria del dominio por parte de la Corona británica. Por lo 

expuesto, la inscripción tiene un efecto convalidante de los vicios 

que pudieran existir en la titulación. Esta presunción no solo 

protege al tercer adquirente, sino a cualquier titular registral 

(Gonzales (2013), incluso al que ha operado la matriculación o 

inscripción inicial (Este es el argumento de Miranda, citado por 

Gonzales (2013). Los autores australianos Sackville y Neve 

consideran que “(…) la característica fundamental del Sistema 

Torrens es que el Estado garantiza que el titular registral de un 

inmueble tiene un título perfecto, sujeto solo a las cargas 
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notificadas en el Libro de Registros” (Este es el argumento de 

Miranda, citado por Gonzales (2013) 

Sin embargo, existe coincidencia en la doctrina de aquel país 

en señalar que el principio de invulnerabilidad no funciona con 

pureza en ningún Estado de Australia, habiéndose producido una 

serie de excepciones nacidas por vía legislativa o jurisprudencial. 

Esta afirmación no debe poner alerta frente a los “cantos de sirena” 

de algunos extremistas autores nacionales que olvidan la realidad 

y se sumergen en teorías o principios, que ni siquiera se cumplen 

en sus países de origen Gonzales (2013). Una vez más, la realidad 

extra-registral ha determinado la introducción de excepciones que 

han minado la estructura el sistema al debilitar el principio de 

invulnerabilidad (Este es el argumento de Miranda, citado por 

Gonzales (2013). Las excepciones son las siguientes: 

- Se acepta la acción contradictoria del propietario 

extraregistral cuando existe fraude del titular registral, aun 

cuando la excepción no se admite en contra del tercer 

adquirente de buena fe y título oneroso (Este es el argumento 

de Miranda, citado por Gonzales (2013) 

- No hay invulnerabilidad si es que el Registro ha concedido 

dos títulos inscritos contradictorios sobre un mismo inmueble, 

en cuyo caso el segundo inscribiente no resulta amparado, ni 

aun cuando tenga buena fe y título oneroso (Este es el 

argumento de Miranda, citado por Gonzales (2013) 

- Las servidumbres notorias afectan al propietario a pesar de 

no encontrarse inscritas (Este es el argumento de Miranda, 

citado por Gonzales (2013) 

- El principio de invulnerabilidad tampoco se aplica cuando 

existen errores en la descripción del inmueble, ya que en 

estos casos un título de propiedad no puede alterar la realidad 
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material de la finca (Este es el argumento de Miranda, citado 

por Gonzales (2013) 

- Desde 1952 se admite la usucapión contra el Registro, es 

decir, se permite que un poseedor pueda vencer a un titular 

registral cuando ha cumplido todos los requisitos legales 

propios de la usucapión. Existe una franca corriente de 

opinión favorable a dar entrada a esta excepción al principio 

de invulnerabilidad, lo cual demuestra las limitaciones del 

sistema Torrens en cuanto a la modificación de la realidad 

extraregistral, resultando imposible hacerlo cuando se trata de 

una realidad material como la posesión, constitutiva de un 

hecho que no puede desconocerse (Este es el argumento de 

Miranda, citado por Gonzales (2013) 

- Si bien se requiere la inscripción registral para que opere la 

transmisión o constitución de un Derecho real inmobiliario, el 

adquirente cuyo derecho aún no se ha inscrito es titular un 

llamado “derecho real de equidad”. Por medio de este, el 

adquirente puede oponerse al titular registral, a pesar de no 

haberse efectuado la inscripción de la transferencia; sin 

embargo, no puede oponerse frente a un tercer adquirente de 

buena fe y a título oneroso del mismo titular registral, pues en 

este caso juega plenamente la presunción de integridad del 

asiento. Además, la legislación ofrece un mecanismo para 

que el titular del derecho real “de equidad” pueda oponerse 

incluso a terceros. Es el caso del caveat, que funciona como 

un asiento de contradicción que da noticia a los terceros de la 

existencia de una transferencia todavía no consumada con la 

inscripción Gonzales (2013). Suele utilizarse el caveat cuando 

la compraventa es al crédito, previniéndose que el titular 

registral pueda repetir la enajenación en perjuicio del primer 

comprador (Este es el argumento de Miranda, citado por 

Gonzales (2013) 
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- Por último, se reconoce una excepción al principio de 

invulnerabilidad en los casos en que los negocios de 

enajenación sean nulos. Sin embargo, el tema ha sido 

profusamente debatido en la doctrina y jurisprudencia 

australiana, existiendo posiciones encontradas sobre el tema. 

(…) La polémica más trascendente es aquella que contrapone 

las teorías de la “invulnerabilidad diferida” con respecto a la 

“invulnerabilidad inmediata”. La primera teoría adopta el 

criterio de que la invulnerabilidad no protege al titular que ha 

adquirido de un negocio nulo, sino solo a quien adquiere de él 

a título oneroso y con buena fe. Por el contrario, la segunda 

de las teorías establece que el titular registral (de buena fe) 

resulta protegido aun cuando la causal de nulidad se presente 

con respecto al negocio de adquisición por él celebrado. La 

discusión doctrinal y judicial se mantiene hasta el presente. 

Gonzales (2013) 

- Teóricamente, la transmisión de inmuebles en el sistema 

australiano es bastante sencilla, ya que apenas se requiere el 

llenado de un formulario que contiene el contrato que da 

origen a la enajenación. No se requiere la intervención de 

notarios o abogados, bastando simplemente la concurrencia 

de un testigo que declare conocer personalmente al vendedor 

y, además, que este suscribió el documento libre y 

espontáneamente. Gonzales (2013) 

En buena cuenta, y como resumen, puede decirse que las 

características fundamentales del sistema australiano son las 

siguientes Gonzales (2013): 

a) La inscripción tiene valor constitutivo, y en muchos casos 

inatacable (sanatoria de vicios), aun cuando existen múltiples 

excepciones. Gonzales (2013) 
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b) El Registrador cuenta con amplias facultades calificadoras 

respecto a la legalidad del título, asumiendo prácticamente el 

status de un “juez de tierras”. Esta situación, sin embargo, no 

representa necesariamente una ventaja por cuanto los 

procedimientos de matriculación de una finca son lentos y 

costosos, pudiendo demorar fácilmente un año. Esta excesiva 

pretensión de examinar los títulos, al extremo de impedir la 

inscripción por la mera posibilidad de un vicio, ha motivado 

severas críticas por los autores australianos Gonzales 

(2013)., e incluso ha motivado algunas corrientes legislativas 

favorables a la simplificación (Este es el argumento de 

Miranda, citado por Gonzales (2013) 

c) La reducción o eliminación de formalidades, y la consiguiente 

autorización para que la inscripción se funde en documentos 

privados. Sin embargo, la necesidad de los particulares de 

contar con un servicio profesional de asesoría inmobiliaria ha 

originado la creación de una especie de “corredores” 

(solicitors) cuyo costo es sumamente elevado Gonzales 

(2013), siendo que la tasa de sus servicios oscila entre 0,75% 

al 2% del valor del inmueble (Este es el argumento de 

Miranda, citado por Gonzales (2013), sin contar con el 

derecho que se paga por la inscripción del título. Es decir, se 

eliminó la función notarial, pero la necesidad de asesoría 

especializada obligó al uso de solicitors cuyo costo es mucho 

más elevado. Gonzales (2013) 

EL PROCESO JUDICIAL 

Sobre el particular, (…) la actividad mediante la cual se desarrolla 

en concreto la función jurisdiccional se llamada proceso. Dicha función 

no se cumple, en efecto, en un solo tiempo o acto, sino con una serie 

coordinada de actos que se desarrollan en el tiempo y que tienen a la 

formación de un acto final. […] En su conjunto, el contenido de esta 

actividad diversa se ordena en el esquema de una demanda que una 
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parte dirige al órgano jurisdiccional rente a la contraparte, y a la cual el 

órgano responde con un providencia; entre estos dos actos, uno que 

abre y el otro que cierra el proceso se desarrolla una actividad intermedia 

más o menos compleja, dirigida a preparar y hacer posible precisamente 

el pronunciamiento del acto final (pp. 27-28), actividad que se cumple 

con el contradictorio efectivo o al menor virtual de la contraparte”. (Este 

es el argumento de Liebman, citado por Sevilla (2022) 

En efecto, en el proceso hay una serie de actos cada uno de ellos 

independientes que tienen una finalidad concreta y otra abstracta, por 

ejemplo, admitida a trámite una demanda se pone en conocimiento de la 

misma al demandado (emplazamiento), acto procesal que tiene como 

finalidad concreta que se respete el derecho de defensa del demandado, 

pero este acto procesal en conjunto con los demás actos procesales 

tendrá una finalidad abstracta, la cual es la realización del derecho 

material en el caso concreto, y con ello lograr la paz social con justicia 

(finalidad última del proceso). Sevilla (2022) 

Ahora bien, con el propósito de precisar nuestras bases teóricas 

alegamos que, el proceso judicial se rige por diversos principios siendo 

uno de los más importantes el Principio de Preclusión. 

Al respecto, “Por este principio se concibe que en el procedimiento 

existen etapas, es decir, debe quedar zanjada una para pasar a la otra, 

lo que se da por un tema de orden y seguridad jurídica, además que con 

este principio indirectamente se protege el derecho de defensa de los 

justiciables.” Sevilla (2022) 

Agrega el mencionado autor: Estas etapas procesales serían, “una 

primera llamada postulatoria, que es aquélla en donde las partes 

proponen su pretensión y defensa, respectivamente; una segunda, 

denominada probatoria, que es el momento o fase en el cual las partes 

intentan acreditar sus afirmaciones expresadas en la primera; una etapa 

llamada decisoria, a cargo del juez y consiste en la declaración del 

derecho a cada caso concreto; una cuarta llamada impugnativa dentro 
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de la cual las partes pueden cuestionar y pedir un nuevo examen de la 

decisión judicial expedida, y finalmente la etapa ejecutoria, que es 

aquélla en donde se procede, voluntariamente o coactivamente, a hacer 

cumplir la decisión judicial definitiva.” (Este es el argumento de Monroy, 

citado por Sevilla (2022) 

Por otra parte, precisamos también lo referido al Principio de 

Pluralidad de instancias. Este principio del procedimiento tiene su 

sustento en el reconocimiento por parte del legislador en la posibilidad 

(latente) de la falibilidad del juez, y ante ello los ciudadanos gozan de la 

posibilidad que sus decisiones puedan ser revisadas por otro juez (ya se 

a de la misma instancia o una instancia superior) a través de los recursos 

impugnatorios establecido en la ley procesal. Sevilla (2022) 

Por ello, “es fundamental en el procedimiento que todo acto del juez 

que pueda lesionar los intereses o derechos de una de las partes, sea 

impugnble, es decir que exista algún recuso contra él, para que se 

enmiendan los errores o vicios en que se haya incurrido”. (Este es el 

argumento de Echandía, citado por Sevilla (2022) 

EL RECURSO DE CASACIÓN 

Sin perjuicio de los demás recursos impugnatorios establecidos en 

el Código Procesal Civil, en nuestra tesis solamente nos referiremos al 

recurso de casación. 

En esa línea, Es casi unánime la doctrina que establece la 

gestación del recurso de casación luego de la Revolución Francesa, a 

pesar que existen instituciones jurídicas que de alguna manera podrían 

denominarse las predecesoras de este recurso. Sevilla (2022) 

[L]a casación es un recurso impugnativo, específicamente un 

recurso devolutivo y de carácter extraordinario, siendo que al ser 

considerado un recurso su naturaleza jurídica yace dentro del derecho 

procesal, pese a que en sus inicios era eminentemente político, ya que 

como se ha señalado el tribunal encargado de conocerlo no era parte del 

órgano jurisdiccional sino por el contrario del parlamente, el interés de 
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las partes no interesaba en nada sino por el contrario la correcta 

aplicación de la ley era el sustento de este recurso, y no era vinculante 

el fallo de la corte de casación, además el mismo procede contra 

sentencias o autos que pongan fin al proceso. Sevilla (2022) 

Para culminar el estudio de este recurso, resulta conveniente 

señalar cuáles son las finalidades que cumple el recurso de casación 

dentro en los ordenamientos jurídicos, y en específico en el nuestro. 

Sevilla (2022) 

“En doctrina las finalidades o funciones del Recurso de Casación 

son los siguientes: i) Controlar la correcta observancia de la norma 

jurídica, lo que equivale a defender la ley contra arbitrariedades de los 

jueces en su aplicación (función nomofiláctica) ii) Controlar el correcto 

razonamiento jurídico-fáctico de los jueces en la emisión de sus 

resoluciones, sobre la base de los hechos el derecho que apliquen al 

caso (función controladora de logicidad) iii) Uniformar la jurisprudencia, 

en el sentido de unificar criterios de decisión (función informadora de 

decisiones judiciales) iv) Contribuye con una de las finalidades supremas 

del proceso en general, cual es, la de obtener justicia en el caso 

concreto, cuando tiene que pronunciarse sobre el fondo de la 

controversia (función dikelógica) v) Tiene finalidad política, en el sentido 

de que interesa al ordenamiento político la aplicación correcta de la ley 

en el ejercicio de la función jurisdiccional (función político - judicial) vi) 

En otros sistemas legislativos, distintos al peruano, le atribuye como 

finalidad el control de la calificación y valoración de los elementos 

probatorios (Este es el argumento de Carrión, citado por Sevilla (2022) 

FUNCIÓN NOMOFILÁCTICA 

PALOMINO, –citado por CÁNOVAS- nos dice que: “La 

palabra nomofiláctica es de etimología griega. Nomos es un sufijo 

griego que significa gobierno, norma o ley, y Filaké significa 

salvaguarda o defensa, en nuestro caso estaremos hablando de 

salvaguarda de la ley o defensa de la norma” (Este es el argumento 

de Palomino, citado por Cánovas y Sevilla (2022) 
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Lo más destacado del fin que comentamos es que, “a pesar 

de ser obtenido en un proceso judicial, no tiene una naturaleza 

jurisdiccional. De hecho, el cuidado de la aplicación de la ley implica 

un fin ajeno al proceso, más bien tiene una naturaleza legislativa. 

Con el propósito de ser didácticos, podríamos añadir que el fin 

estudiado sería desde una perspectiva romana ius constitutionsis y 

no ius litigatoris (Sevilla, P, 2022, p. 196). Es decir, el cuidado en la 

aplicación de la norma interesa más a la sociedad que a los 

litigantes” (Este es el argumento de Monroy, citado por Sevilla 

(2022) 

Al ser así, está finalidad de la casación lo que busca es 

proteger la correcta aplicación e interpretación de la ley, busca la 

protección de la misma. Sevilla (2022) 

FUNCIÓN UNIFORMADORA 

La misma que implica unificación de la jurisprudencia nacional 

para que sea aplicada de un mismo modo en toda la jurisdicción. 

Sevilla (2022) 

Así, es de advertir que “la unificación de la jurisprudencia 

significa tendencia a la uniformidad de la interpretación judicial en 

el espacio, del modo que, en un cierto momento, la norma jurídica 

sea interpretada del mismo modo en todo el territorio del Estado; 

pero no en el tiempo. La uniformidad en el tiempo no pertenece, no 

es inherente a la Casación […] (Este es el argumento de Marchese, 

citado por Sevilla (2022) 

FUNCIÓN DIKELÓGICA 

GUASP, J, –citado por VÉSCOVI- ha señalado lo siguiente: 

“los fines enunciados –de índole política- no corresponden a un 

instituto procesal; el proceso, dice, no está destinado ni a la 

protección del ordenamiento jurídico, ni a la uniformización en la 

aplicación de la ley” (Este es el argumento de Guasp, citado por 

Véscovi y Sevilla (2022) 
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A través de este pensamiento, por demás adecuado y al que 

nos unimos por cuanto los institutos procesales obviamente deben 

ser creador para que el proceso cumpla su fin, y si el proceso en el 

medio por el cual el Estado brinda a los particulares la posibilidad 

de resolver sus conflictos de intereses proscribiendo de esta 

manera la acción directa o autotutela, la casación como instituto 

procesal tiene que tener como función primordial el interés de las 

partes en conflicto, ese interés también debe verse satisfecho con 

este recurso, siendo que las dos finalidades descritas 

anteriormente no tienen como fundamento el interés de las partes, 

sino por el contrario ven satisfecho su finalidad a través del ejercicio 

del derecho al recurso –específicamente al recurso de casación –

por las partes del proceso. Sevilla (2022) 

En este orden de ideas, es donde se gesta la función 

dikelógica de la Casación, apelativo que le da el profesor argentino 

HITTERS, que vendría a ser la función del a casación de brindar 

justicia al caso concreto. Sevilla (2022) 

2.3. DEFINICIONES CONCEPTUALES 

Este apartado cuenta con todas las definiciones que nos servirán para 

fundamentar nuestro análisis. 

En tal sentido, aquellas siguen el orden establecido en cada libro y 

Sección del Código Civil y Procesal Civil, las cuales son: 

2.3.1. EL ACTO JURÍDICO Y REQUISITOS DE VALIDEZ 

Al respecto, el artículo 140, del Código Civil, establece: 

El acto jurídico es la manifestación de voluntad destinada a crear, 

regular, modificar y extinguir relaciones jurídicas. Para su validez se 

requiere: 

1. Plena Capacidad de ejercicio, salvo las restricciones 

contempladas en la ley. 
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2. Objeto física y jurídicamente posible. 

3. Fin lícito. 

4. Observancia de la forma prescrita bajo sanción de nulidad. 

(Presidencia de la República. 1984, 14 de noviembre). 

Decreto Legislativo N° 295, por el cual se aprueba el Código 

Civil. 

En ese sentido, la manifestación de voluntad proviene del sujeto de 

derecho con capacidad de ejercicio y que consiste en la exteriorización 

del querer interno del sujeto y de esta manera formando, el núcleo del 

acto jurídico, por cuanto es la que define su contenido específico, es 

decir, sus efectos consistentes en la creación, modificación o extinción 

de las relaciones o situaciones jurídicas. (Torres Vásquez, 2018, p. 165). 

Plena capacidad de ejercicio. – Al respecto, Verdera (2019), citado 

por Ronald Cárdenas Krenz, et al, 2020, opina: Para los mayores de 18 

años teniendo en cuenta que a esa edad, si bien la persona no ha 

alcanzado completamente su madurez, sí tendría una madurez 

suficiente para ejercer de por sí sus derechos y responder por sus actos, 

actuando libre y conscientemente. (p. 256). 

El objeto físico y jurídicamente posible. – Para nuestro proyecto de 

investigación, el objeto físico lo constituye el bien inmueble objeto de la 

compraventa, el cual debe tener existencia física, es decir, un objeto que 

tenga existencia y perceptible por los sentidos del hombre. La posibilidad 

jurídica del inmueble está referida a que legalmente debe ser posible su 

transferencia, o lo que es igual decir, el bien inmueble debe estar dentro 

del comercio y, pertenecer al transferente. 

La finalidad lícita. – Es La razón que justifica el acto jurídico. 

Contrario sensu, la finalidad o causa ilícita es celebrar un acto jurídico 

que se opone a las normas imperativas, al orden público o a las buenas 

costumbres; pues ello obedece a que, mediante la celebración del 

contrato de compraventa (para el caso que nos ocupa) no se pretenda 
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vulnerar el derecho de otra persona, ni tampoco atentar contra alguna 

norma de orden público o contra las buenas costumbres. 

Finalmente, la observancia de la forma prescrita bajo sanción de 

nulidad, es –precisamente- un requisito legal que impone la norma 

jurídica a efecto que el acto jurídico tenga existencia, lo cual implica el 

cumplimiento irrestricto por las partes. 

2.3.2. LA POSESIÓN 

El artículo 896, del Código Civil, dispone: 

La posesión es el ejercicio de hecho de uno o más poderes 

inherentes a la propiedad. (Presidencia de la República. 1984, 14 de 

noviembre). Decreto Legislativo N° 295, por el cual se aprueba el Código 

Civil. 

La sola posesión es el control voluntario de un bien con relativa 

permanencia o estabilidad, destinado al beneficio propio (autónomo) 

cuya finalidad es el uso y disfrute en cualquier momento, sin necesidad 

de un título jurídico que sirva de sustento. Gonzales (2014) 

(…) la posesión es situación de hecho, por lo que la existencia de 

un título jurídico es irrelevante. Gonzales (2014) 

2.3.3. LA PROPIEDAD 

El artículo 923, del Código Civil, prevé: 

“La propiedad es el poder jurídico que permite usar, disfrutar, 

disponer y reivindicar un bien. 

Debe ejercerse en armonía con el interés social y dentro de los 

límites de la ley.” (Presidencia de la República. 1984, 14 de noviembre). 

Decreto Legislativo N° 295, por el cual se aprueba el Código Civil. 

La propiedad es exclusiva (o excluyente, podría decirse mejor), 

porque elimina o descarta todo otro derecho sobre el bien, salvo desde 
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luego que el propietario lo autorice. Tan completo (absoluto) es el 

derecho de propiedad que no deja lugar a otro derecho. La institución de 

la copropiedad (propiedad que ejercitan varias personas) no desvirtúa 

este carácter de exclusividad porque en la copropiedad el derecho sigue 

siendo uno. Lo que ocurre es que lo ejercitan varios titulares. Estos 

constituyen un grupo, que es el titular del derecho y que excluye a 

cualesquiera otros. Avendaño, et al, (2020) 

TRANSFERENCIA DE BIEN INMUEBLE 

El artículo 949, del Código Civil, señala: 

La sola obligación de enajenar un inmueble determinado hace al 

acreedor propietario de él, salvo disposición legal distinta o pacto en 

contrario. (Presidencia de la República. 1984, 14 de noviembre). Decreto 

Legislativo N° 295, por el cual se aprueba el Código Civil. 

Esta norma recoge la teoría consensualista para transferir la 

propiedad inmueble, de modo que, para ser propietario de un inmueble 

solamente es necesario la voluntad de los contratantes. (Elaboración 

propia) 

CONCURRENCIA DE ACREEDORES 

El artículo 1135, del Código Civil, establece: 

Cuando el bien es inmueble y concurren diversos autores a quienes 

el mismo deudor se ha obligado a entregarlo, se prefiere al acreedor e 

buena fe cuyo título ha sido primeramente inscrito o, en su defecto de 

inscripción, al acreedor cuyo título sea de fecha anterior. Se prefiere, en 

este último caso, el título que conste de documento de fecha cierta más 

antigua. (Presidencia de la República. 1984, 14 de noviembre). Decreto 

Legislativo N° 295, por el cual se aprueba el Código Civil. 

En forma más genérica –y aplicable a nuestro artículo 1135-, (o 

más) títulos adquisitivos válidos otorgados por la misma persona y sobre 

el mismo bien inmueble, siendo que dicha pugna de intereses debe ser 

zanjada claramente por la ley, en tanto no es posible admitir la entrega 
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de un mismo bien a distintas personas que arguyen títulos incompatibles 

sobre él. Gonzales (2013) 

CONTRATO DE COMPRAVENTA 

El artículo 1529, del Código Civil, establece: 

Por la compraventa el vendedor se obliga a transferir la propiedad 

de un bien al comprador y éste a pagar su precio en dinero. (Presidencia 

de la República. 1984, 14 de noviembre). Decreto Legislativo N° 295, por 

el cual se aprueba el Código Civil. 

La compraventa es un contrato eminentemente consensual, ya que 

se celebra con el solo consentimiento de las partes, y toda formalidad 

que se desee seguir será porque las partes decidan imponérsela, pero 

no porque la ley lo exija (este es el argumento de la Sentencia de 

Casación N° 3041-2008-Puno, del 16 de octubre de 2008, emitida por la 

Sala Civil Permanente, de la Corte Suprema de Justicia de la República, 

citado por Castillo (2021) 

PRINCIPIO REGISTRAL DE OPONIBILIDAD DE DERECHOS 

REALES 

Sobre el particular, el artículo 2022, primer párrafo del Código Civil, 

dispone: 

Para oponer derechos reales sobre inmuebles a quienes también 

tienen derechos reales sobre los mismos, es preciso que el derecho que 

se opone esté inscrito con anterioridad al de aquél a quien se opone. 

(…). (Presidencia de la República. 1984, 14 de noviembre). Decreto 

Legislativo N° 295, por el cual se aprueba el Código Civil. 

Este principio nos da a conocer cómo funciona cuando compiten 

dos derechos reales y, cuándo uno es real y el otro registral. 

La oponibilidad de un derecho garantiza la exclusividad de la 

titularidad de un derecho y tiene que ver con la posibilidad de que los 

terceros conozcan el derecho ajeno que han de respetar. Amado (2021) 
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EL PRINCIPIO REGISTRAL DE BUENA FE PÚBLICA REGISTRAL 

El artículo 2014, del Código Civil, establece: 

El tercero que de buena fe adquiere a título oneroso algún derecho 

de persona que en el registro aparece con facultades para otorgarlo, 

mantiene su adquisición una vez inscrito su derecho, aunque después 

se anule, rescinda, cancele o resuelva el del otorgante por virtud de 

causas que no consten en los asientos registrales y los títulos archivados 

que lo sustentan. 

La buena fe del tercero se presume mientras no se pruebe que 

conocía la inexactitud del registro. (Presidencia de la República. 1984, 

14 de noviembre). Decreto Legislativo N° 295, por el cual se aprueba el 

Código Civil. 

La figura central del principio de fe pública registral lo constituye el 

tercero registral, quien es la persona que recibe la protección del Estado 

en lo que respecta al mantenimiento de su derecho, aunque se anule, 

rescinda o resuelva e de su transferente por virtud de causas que no 

constan en el registro. Amado (2021) 

El tercero no es otro sino el titular registral que resulta beneficiado 

o perjudicado, por aplicación de los principios que recoge el sistema 

registral, respecto de una relación jurídica ajena, pero conexa con su 

derecho inscrito y que confronta con el mismo. Amado (2021) 

LA RECONVENCIÓN 

Se encuentra regulada en el artículo 445, del Código Procesal Civil, 

que establece: 

La reconvención se propone en el mismo escrito en que se contesta 

la demanda, en la forma y con sus requisitos previstos para esta, en lo 

que corresponda. 

La reconvención es admisible si no afecta la competencia ni la vía 

procedimental originales. 
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La reconvención es procedente si la pretensión contenida en ella 

es conexa con la relación jurídica invocada en la demanda. En caso 

contrario, será declarada improcedente. (…). (Presidencia de la 

República. 1993, 22 de abril. Decreto Legislativo N° 768, por el cual se 

aprueba el TUO, del Código Procesal Civil). 

La reconvención es aquella institución que contiene una pretensión 

autónoma del demandado dirigido contra el actor, que guarda conexidad 

con la pretensión de esta invocada en la demanda, pero no o contradice. 

No se plantea a parte sino dentro del mismo proceso, lo cual implica que 

tanto el demandante como el demandado originarios tengan a la vez la 

categoría principal contraria. (Este es el argumento de Hinostroza, A, 

(2003), citado por Francisckovic, et al (2016) 

La reconvención es una nueva demanda, completamente 

independiente de la originaria, y está autorizada por razones de 

economía procesal, para evitar un doble litigio entre las mismas partes. 

(Este es el argumento de Alsina (1957), citado por Francisckovic, et al 

(2016) 

2.4. HIPÓTESIS 

2.4.1. HIPÓTESIS GENERAL 

Delimitamos que, los efectos jurídicos del Contrato de 

Compraventa de bien inmueble son Reales, dado que, a través del 

consentimiento se produce el efecto traslativo, conforme lo dispone el 

artículo 949, del Código Civil, concordante con el artículo 1529, del 

acotado Código, no obstante, el contrato por sí mismo no tiene la fuerza 

de transferir el Derecho de Propiedad. 

Nuestra doctrina jurídica viene a ser que: para comprender el efecto 

Real, del contrato de compraventa de bien inmueble, debemos entender 

la naturaleza jurídica de nuestro sistema de transferencia de bienes 

inmuebles, el cual se encuentra previsto en el artículo 949, del Libro V-
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Derechos Reales, del Código Civil, haciendo una clara distinción con el 

artículo 1135, del Libro VI-Derechos de Obligaciones, del Código Civil. 

PRIMERA HIPÓTESIS ESPECÍFICA 

En la mayoría de los casos, el primer comprador resulta 

perjudicado, pues el segundo comprador alega tener Derecho de 

Propiedad sobre un bien inmueble, y que cuenta con Documento 

de Fecha Cierta o refiere ser un Tercero de Buena Fe, amparando 

su pretensión en el artículo 2014, del CC, razón por la cual, al 

momento de interponer su demanda reclama judicialmente la 

titularidad del bien frente al primer comprador, entonces, éste 

primer comprador puede defender su Propiedad, Reconviniendo 

bajo la pretensión de la Usucapión. 

SEGUNDA HIPÓTESIS ESPECÍFICA 

La Corte Suprema de la República, sobre los efectos jurídicos 

del contrato de compraventa de bien inmueble, señala en algunos 

casos que, los efectos son reales y en otros son obligacionales. 

De tal manera, en la problemática en que se enfrenta un Título 

no inscrito, frente a un Título inscrito, respecto de un mismo bien 

inmueble, reclamado por diferentes compradores, para declarar 

judicialmente como propietario a uno de ellos debe tenerse en 

cuenta lo siguiente: 

i) Quien o quienes se encuentran en posesión del bien en 

controversia y bajo qué título lo vienen haciendo, pudiendo 

darse el caso que terceras personas se encuentren ocupando 

el inmueble. 

ii) El segundo comprador, debe revisar quien es la persona que 

paga los arbitrios y demás servicios que brindan diversas 

entidades, de modo que, le permita conocer si existe algún 

trámite pendiente de calificación, a efecto de comprobar si en 

estos documentos se consigna el nombre de su vendedor, 
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pues de no ser así, se genera la duda sobre la titularidad del 

bien. 

iii) Si el primer comprador cuenta con Título no inscrito y, se 

encuentra en posesión del bien y, a pesar de ello, una 

segunda persona lo adquiere y lo inscribe, entonces, no 

puede alegar su Buena Fe, dado que, estuvo en la potencial 

situación de identificar la condición del inmueble y conocer a 

quien lo ocupaba. 

iv) Si de los medios probatorios el Juez advierte una Usucapión, 

entonces, deberá declarar infundada la Demanda en que se 

reclame el Derecho de Propiedad. 

2.5. VARIABLES 

Se entiende por codificación al proceso de conceptuar los datos. La 

codificación demás incluye formular preguntas y dar respuestas provisionales 

(hipótesis) acerca de las categorías y sus relaciones. Este es el argumento de 

Straus, 1987, citado por Bénard (2016) 

Por lo tanto, mediante la codificación abierta se construyen o crean las 

categorías de análisis. 

En ese sentido -en nuestra tesis- a efecto de conceptualizar nuestras 

categorías, en primer lugar, hemos realizado un resumen de cada una de las 

sentencias de casación, consignado, los datos más resaltantes. 

En atención a ello, hemos consignado nuestras categorías de análisis, 

los cuales tienen naturaleza jurídica y procesal, de modo que, nuestro 

proyecto de investigación está encaminada al análisis de un problema jurídico-

material y procesal. 

En consecuencia, utilizaremos dos categorías de análisis, cada una con 

sus respectivas sub categorías, las cuales -conceptualmente- se encuentran 

vinculadas entre sí; que son las siguientes: 
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2.5.1. VARIABLE DEPENDIENTE 

Al respecto, abordamos como Categoría 1: 

“Efectos jurídicos del contrato de compraventa del mismo bien 

inmueble a más de un comprador” 

Asimismo, como Subcategoría 1: 

Usucapión como defensa del Derecho de Propiedad. 

Y, finalmente, como Subcategoría 2: 

Reconvención del primer comprador 

2.5.2. VARIABLE INDEPENDIENTE 

Al respecto, abordamos como Categoría 2: 

“Sentencias de casación de diverso pronunciamiento emitidas por 

la Corte Suprema de Justicia de la República 2016-2020” 

2.6. OPERACIONALIZACIÓN DE VARIABLES 

Sobre el particular, la Operacionalización de nuestras categorías y 

subcategorías, las realizamos de la siguiente manera: 
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CATEGORÍA 

 
DEFINICIÓN CONCEPTUAL 

 
DIMENSIÓN OPERACIONAL 

 
Categoría de Análisis 1 

 
Efectos jurídicos del contrato de 

compraventa del mismo bien inmueble a 
más de un comprador 

 

 
 
La transmisión del Derecho de Propiedad del 
bien inmueble, opera solamente con el 
consentimiento o requiere la entrega física del 
bien, conforme a los artículos 949, y 1529, del 
Código Civil, respectivamente. 
 

 
 
 
Produce la controversia si el contrato de compraventa tiene 
efectos reales u obligacionales. 

 
Sub categoría de análisis 1 

 
Usucapión como Defensa del Derecho de 

Propiedad 
 

 
 
La usucapión nace a través de una posesión 
cualificada, de modo que, constituye un modo 
de adquisición originario del Derecho de 
Propiedad. 
 

 
 
Mecanismo de tutela del Derecho de Propiedad, que puede 
utilizar el primer comprador frente a otro comprador. 

 
Sub categoría de análisis 2 

 
Reconvención del primer comprador 

 

 
 
Permite contrademandar al accionante. 

 
 
El primer comprador-poseedor puede reconvenir a través de 
la Usucapión, para tutelar su Derecho de Propiedad, frente al 
primer adquirente. 
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CATEGORÍA 

 
DEFINICIÓN CONCEPTUAL 

 
DIMENSIÓN OPERACIONAL 

 
Categoría de Análisis 2 

 
Sentencias de Casación de 

diverso pronunciamiento, emitidos 
por la Corte Suprema de Justicia 

de la República, 2016-2020 
 

 
 
La Corte Suprema señala que la 
compraventa de bien inmueble a más de 
un comprador tiene efectos 
obligacionales en otros casos indica que 
los reales, aplicando las normas para 
cada uno. 

 
 
 
Desconocimiento de los efectos jurídicos 
del contrato de compraventa del mismo 
bien inmueble a más de un comprador 
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CAPÍTULO III 

METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 

3.1. TIPO DE INVESTIGACIÓN 

La presente investigación es de tipo jurídica propositiva. 

Sobre el particular, es propositiva, porque consiste en elaborar y 

proponer cambios y reformas en base a una nueva teoría, lo que solo será 

posible gracias al uso del método analítico, hermenéutico, inductivo, 

sistemático y exegético. Tantaleán, et al (2022) 

3.1.1. ENFOQUE 

La presente tesis tiene un enfoque cualitativo. Puesto que, obedece 

a una comprensión del mundo en la que sus complejidades se explican 

desde el interior del investigador y su vasta capacidad de comprensión 

de las realidades sociales estudiadas. Páramo (2020) 

Precisamente, nuestra tesis al tener este enfoque, será expresada 

de forma narrativa, aplicando el silogismo jurídico y la interpretación de 

diversos enunciados científicos jurídicos. 

3.1.2. ALCANCE O NIVEL 

Nuestra tesis tiene un alcance o nivel analítico, debido a que, se 

consideró como un tipo de metodología que parte de la observación, 

para luego ser analizado y finalmente interpretado conforme a las 

normas aplicables al problema planteado. 

3.1.3. DISEÑO 

Dado que, el enfoque de nuestra tesis es cualitativa, entonces, el 

diseño es la teoría fundamentada, que “es una teoría derivada de datos 

recopilados”, destacando que este enfoque considera a la estrecha 

relación entre la recolección de los datos, su análisis y la posterior 

elaboración de una teoría basada en los datos obtenidos en el estudio 
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como una de sus características fundamentales. Este es el argumento 

de Strauss y Corbin, 2002, citado por Bénard (2016) 

Así, la TF [Teoría Fundamentada] tiene el potencial de 

transformarse en un potencial instigador del cambio social una vez que 

ha logrado explicar la conducta de tales actores sociales, a quienes se 

les transfiere un grado de control del que antes no disponían. Este es el 

argumento de Wuest, 1995, citado por Bénard (2016) 

En efecto, nuestra investigación está basada en la recopilación en 

primer lugar, de bases teóricas, en segundo lugar, de definiciones 

conceptuales y, en tercer lugar, de algunas Sentencias de Casación 

emitidas por nuestra Corte Suprema de la República, entre los años 

2016-2020, los cuales serán observados, explicados y finalmente 

interpretados, proceso denominado análisis y, en consecuencia, generar 

una definición teórica, o lo que es igual decir, generar un nuevo 

conocimiento. 

3.2. POBLACIÓN Y MUESTRA 

3.2.1. POBLACIÓN 

Nuestra población está conformada por las Sentencias de 

Casación, emitidas nuestra Corte Suprema de la República, entre el 

periodo 2016-2020. 

3.2.2. MUESTRA 

Sobre el particular, dado que, nuestra tiene el enfoque cualitativo, 

es propio utilizar y denominar la muestra teórico, que, (…) es aquel que 

se utiliza para generar teorías <<en donde el analista colecciona, codifica 

y analiza sus datos, y decide qué datos coleccionar en adelante, y dónde 

encontrarlos para desarrollar una teoría mejor a medida que la va 

perfeccionando>> Olabuénga (1996). 

Esto permite al investigador encontrar categorías (bien de 

personas, bien de sucesos) en las que poder profundizar. Por este 
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motivo, la preocupación central en este tipo de muestro es: hallar 

información relevante para la teoría que se está buscando, más que el 

número correcto de unidades, o de su selección al azar. Este es el 

argumento de Olabuénga, 1996, citado por Bénard (2016) 

En atención a ello, nuestra tesis al tener un enfoque cualitativo 

solamente requerimos una muestra teórica en que su contenido sea 

relevante. 

Por tanto, nuestra muestra (muestra teórica) lo conforman 05 cinco 

Sentencias de Casación emitidas por la Corte Suprema de la República, 

2016-2020, las cuales nos servirán en el desarrollo de nuestra Teoría 

Fundamentada. 

3.3. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE DATOS 

GUÍA DE FICHA RESUMEN 

La elaboración de nuestra guía fue elaborada con el propósito de 

lograr una mejor comprensión de los datos que más relevantes de cada 

una de las Sentencias de Casación, los cuales son: 

a) La nomenclatura de la Sentencia de Casación. 

b) La materia o pretensión. 

c) Nombre de la Sala Suprema que la emitió. 

d) Fecha de publicación. 

e) Fundamento o Considerando más importante. 

f) Decisión 

Por tanto, nuestra guía de ficha resumen se encuentra ubicada en 

el Anexo – 1, de este trabajo de investigación. 
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INSTRUMENTO 

En atención a lo descrito en el apartado anterior, nuestro 

instrumento es la ficha resumen, las cuales -en el siguiente 

Capítulo- las desarrollamos y consignamos de forma ordenada. 

Este instrumento nos permitirá observar y detallar cada 

Sentencia de Casación que hemos seleccionado para analizar. 

GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTARIO 

Al respecto. Al tratarse de una investigación eminentemente 

teórica, el instrumento predominante ha sido el fichado de la información, 

esto es, el contacto o relación que el investigador ha tenido con la fuente 

de información jurídica, la cual ha debido necesariamente vaciarse en 

fichas. Tantaleán, et al, (2022). 

De modo tal, para analizar cada una de las Sentencias de Casación 

(que seleccionamos para analizar), hemos clasificado nuestro análisis 

documentario, de la siguiente manera: 

a) Materia del Recurso de Casación. 

b) Parte Procesal que interpuso el Recurso. 

c) Hechos. 

d) Sentencia de Primera Instancia. 

e) Sentencia de Segunda Instancia. 

f) Fondo de la Cuestión Controvertida. 

g) Considerandos mediante los cuales se resuelve el caso 

particular. 

Precisamos que, el desarrollo de cada literal -mencionado 

anteriormente- contiene un resumen, por tanto, nuestra guía de análisis 

documentario se encuentra ubicada en el Anexo – 02, de este trabajo de 

investigación. 
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ANÁLISIS DOCUMENTARIO 

De lo expuesto en el punto anterior, este segundo instrumento 

como tal, se encuentra desarrollado en el siguiente Capítulo, de 

modo que, no se encuentra ubicado en este preciso acápite. 

Este instrumento nos permitirá comprender los hechos que 

acontecieron en cada Sentencia de Casación que hemos 

seleccionado para analizar. 

PARA LA PRESENTACIÓN DE DATOS 

Para procesar datos y analizar la información es necesario la 

Teorización de Opiniones, la cual nos permitirá desarrollar nuestra 

Teoría Fundamentada. 

A efecto de obtener los datos de las diversas Sentencias de 

Casación, hemos utilizado nuestro primer instrumento el cual viene a ser 

la ficha resumen. 

Para ello, en primer lugar, realizamos una búsqueda de diversas 

Sentencias de Casación bajo las pretensiones de i) Reivindicación, ii) 

Mejor derecho de propiedad, entre otros. 

En segundo lugar, una vez obtenida aquella información hemos 

ingresado al Portal Web Institucional del Poder Judicial “Consulta de 

Expedientes Judiciales Supremos” (CEJ Supremo), en el cual 

consignamos los datos de las Sentencias de Casación encontradas, y 

de esta manera obtuvimos el documento completo en formato PDF. 

Una vez ello, utilizamos nuestro segundo instrumento, esto es, el 

análisis documentario para realizar un resumen de los hechos, el cual 

nos ha permitido conocer cada caso particular. 

Estas Sentencias de Casación son: 

1. Sentencia de Casación N° 2188-2018-Lambayeque- Mejor 

Derecho de Propiedad [Ficha Resumen N° 01]. 
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2. Sentencia de Casación N° 889-2017-Lima-Mejor Derecho de 

Propiedad [Ficha Resumen N° 02]. 

 

3. Sentencia de Casación N° 23329-2017-Ancash-Mejor 

Derecho de Propiedad [Ficha Resumen N° 03]. 

 

4. Sentencia de Casación N° 5683-2017-Lima-Mejor-Derecho 

de Propiedad [Ficha Resumen N° 04]. 

 

5. Sentencia de Casación N° 473-2017-Lima Norte- Mejor 

Derecho de Propiedad [Ficha Resumen N° 06]. 

 

Las que indicamos a continuación: 
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FICHA RESUMEN N° 01 
 

Fuente: Con base a los datos de la Sentencia de Casación N° 2188-2018-Lambayeque-Mejor 

Derecho de Propiedad.
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FICHA RESUMEN N° 02 

 

 

 

Fuente: Con base a los datos de la Sentencia de Casación N° 889-2017-Lima-

Mejor Derecho de Propiedad.
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FICHA RESUMEN N° 03 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Con base a los datos de la Sentencia de Casación N° 23329-2017- Ancash-

Mejor Derecho de Propiedad.
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FICHA RESUMEN N° 04 

 

 

 

Fuente: Con base a los datos de la Sentencia de Casación N° 5683-2017-Lima-Mejor-

Derecho de Propiedad.

 



 

73 
 

FICHA RESUMEN N° 05 

 

 

 

 

Fuente: Con base a los datos de la Sentencia de Casación N° 473-2017-Lima 

Norte–Mejor Derecho de Propiedad.
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CAPÍTULO IV 

RESULTADOS 

4.1. PROCESAMIENTO DE DATOS 

Dado que, nuestro trabajo de investigación tiene un enfoque cualitativo, 

los datos se procesan mediante la Teoría Fundamentada, la que consiste en 

la proyección y elaboración de una teoría construida en base a argumentos, 

los que, en este caso, son argumentos jurídicos, razón por la cual, en lo 

sucesivo pasamos a exponer. 

CATEGORÍA 1: Efectos Jurídicos del Contrato de Compraventa del 

mismo bien inmueble 

DIMENSIÓN: Produce la controversia si el contrato de compraventa 

tiene efectos reales u obligacionales. 

CATEGORÍA 1 

EFECTOS JURÍDICOS DEL CONTRATO DE COMPRAVENTA DEL MISMO 

BIEN INMUEBLE A MÁS DE UN COMPRADOR 

Al respecto, es menester comenzar refiriéndonos que, la Propiedad 

encuentra asidero en nuestra Constitución Política vigente. 

En efecto, el artículo 70, establece: 

El derecho de propiedad es inviolable. El Estado lo garantiza. Se ejerce 

en armonía con el bien común y dentro de los límites de ley. A nadie puede 

privarse de su propiedad sino, exclusivamente, por causa de seguridad 

nacional o necesidad pública, declarada por ley, y previo pago en efectivo de 

indemnización justipreciada que incluya compensación por el eventual 

perjuicio. Hay acción ante el Poder Judicial para contestar el valor de la 

propiedad que el Estado haya señalado en el procedimiento expropiatorio. 

Esta norma tiene tres partes bien marcadas: (i) la declaración expresa 

de que la propiedad es inviolable, (ii) el señalamiento de los límites al ejercicio 

de la propiedad, y (iii) la regulación de la expropiación. Avendaño (2005) 
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En síntesis, el punto (i), expresamente detalla que, la Propiedad es 

inviolable y, como tal, frente a cualquier amenaza el Estado es su mayor 

garante, quien ofrece todo tipo de protección. 

Respecto al punto (ii), estos límites se encuentran regulados en el CC, 

fijados al bien común y, a las restricciones y limitaciones por la vecindad y las 

normas de urbanización a cargo de las entidades del Estado. 

Respecto al punto (iii), la expropiación es una “especie de enajenación”, 

empero, la finalidad de aquella (expropiación) es la utilidad y finalidad pública 

que se ajusta a los intereses del bien común perseguido por el Estado, tal 

como la construcción de un centro de salud. 

Mediante aquella, el Estado reconoce el valor del Derecho de Propiedad 

y, a través del justiprecio compensa el despojo de un bien del cual no tiene 

poder alguno. 

Como vemos de esta primera parte, la Constitución Política del Perú 

establece que, el Derecho de Propiedad es inviolable, su ejercicio se 

encuentra limitado, pues, el mismo Estado fija las restricciones; finalmente, si 

se determina la necesidad de una Expropiación, entonces el Estado paga un 

justiprecio en beneficio del propietario que resulta afectado, de tal forma, 

garantiza y protege al Titular, no dejándolo sin nada. 

Ahora, nuestro CC, en su artículo 923, establece que: 

La propiedad es el poder jurídico que permite usar, disfrutar, disponer y 

reivindicar un bien. Debe ejercerse en armonía con el interés social y dentro 

de los límites de la ley. 

La propiedad en sentido jurídico, implica referirnos al Derecho de 

Propiedad. Ramírez (2017) 

Hablar de derecho de propiedad es estar frente a la propiedad ya 

regulada y protegida por el derecho. Especificando: será el conjunto de 

condiciones y normas jurídicas precisas que regulan aquella relación para 

hacerla posible y efectiva, estableciendo cómo se adquiere, cómo se 
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conserva, cómo se transmite y se extingue; en otros términos, las condiciones 

y las reglas para la constitución, organización y desarrollo de la propiedad. 

Ramírez (2017) 

La propiedad, llamada también dominio, es el derecho real por 

excelencia, que comprende todas las facultades sobre el bien, las mismas que 

no vienen a ser sino aspectos o desmembraciones de aquél. Lafaille (1943) 

Nuestro CC, define a la propiedad como un poder, que da entender una 

capacidad totalizadora que ostenta una persona sobre un bien, el cual le 

permite todo un abanico de facultades, tanto para aprovecharlo y defenderlo 

frente a terceros. 

DERECHOS REALES 

Nuestro Código Civil de 1984, vigente a la fecha, en concordancia con 

nuestra Constitución ha optado por regulación distinta entre los Derechos 

Reales, que versa sobre el poder de una persona sobre un bien y su 

aprovechamiento, y sobre los Derechos Obligacionales o de Crédito, que 

versa sobre las relaciones jurídicas patrimoniales entre personas. Por lo tanto, 

es fundamental analizar los elementos estos Derechos de forma aislada, a 

efecto de establecer su naturaleza jurídica. 

CONCEPTO 

El derecho real es el poder jurídico, directo e inmediato, de un 

sujeto sobre un bien que le pertenece en orden a la satisfacción de un 

interés económico, poder que se adhiere y sigue al bien, por lo que 

puede oponerse frente a todos (erga omnes). Este es el argumento de 

Messineo, 1979, citado por Torres (2021) 

En otros términos, el derecho real es el que nos pertenece 

directamente sobre un bien en orden a la satisfacción de un interés 

económico y es oponible frente a todos. Torres (2021) 

El poder que se ejerce sobre el bien no implica necesariamente la 

utilización material de él, basta que le procure al titular una ventaja 

económica. Torres (2021) 
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Como vemos los Derechos Reales constituyen uno de los 

Derechos más importantes, dado que, permite la explotación y 

generación de riqueza en beneficio del mismo titular y el de los demás. 

Siempre en cuando este aprovechamiento se produzca conforme al bien 

común, mas no en perjuicio de algunos. 

FACULTADES DEL DERECHO DE PROPIEDAD 

EL IUS UTENDI 

Es el derecho de uso del bien que faculta al propietario a servirse 

de él según su naturaleza; en otras palabras, tiene derecho a todos los 

usos a que el bien pueda prestarse. Así, se usa una casa habitándola; 

hay usus también cuando llevamos puesto unas alhajas; hay uso, en fin, 

cuando utilizamos el automóvil para desplazarnos. Ramírez (2017) 

EL IUS FRUENDI 

Es el goce, disfrute o explotación del bien, que permite percibir 

todos los frutos y productos del mismo. 

El fructus (goce) consiste en la utilización o explotación del bien, 

con vistas a la obtención de todos los provechos y utilidades que él 

produzca. El goce o disfrute significa, en otras palabras, el desarrollo del 

valor en uso de los bienes. Ramírez (2017) 

EL IUS ABUTENDI 

Es la facultad de disposición del bien, que otorga una fisonomía 

propia al derecho de propiedad. Existen ciertos derechos que otorgan al 

titular de ellos la facultad de usar y gozar, tal acontece con el usufructo 

y la habitación, por ejemplo; el ius abutendi es característico del dominio. 

Solo el propietario puede disponer del bien. Ramírez (2017) 

Siendo un atributo esencial para la doctrina, su ejercicio (como 

transferencia o traslación), constituye la expresión más intensa del goce, 

pues representa la realización total del valor de cambio de los bienes. 

Ramírez (2017) 
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EL IUS VINDICANDI 

La propiedad es, por último, reivindicable. Vale decir que el dueño 

tiene el ius vindicandi. Para la protección de este atributo, el propietario 

goza de una acción como la reivindicatoria, la cual es imprescriptible (art. 

927). Ramírez (2017) 

ELEMENTOS DE LOS DERECHOS REALES 

Sobre el particular, referimos: 

Es un poder jurídico: es decir, es una facultad tutelada por el 

derecho, que recibe su concreción en el ordenamiento jurídico, en el 

derecho positivo. Maisch (1979) 

De un sujeto sobre un objeto: de lo que resulta que hay un único 

sujeto titular de un derecho y un objeto, materia del derecho, no 

existiendo, como en el derecho obligacional, pluralidad de sujetos. 

Maisch (1979) 

Aprovechamiento total o parcial: lo que describe el elemento 

finalista de los derechos reales; el aprovechamiento del objeto por el 

sujeto, la utilización que hace la persona del bien; este aprovechamiento 

no requiere ser total. Maisch (1979) 

Ejercicio directo o indirecto: con lo que se sanciona la libertad del 

titular del derecho para el ejercicio directo o por interpósita persona. 

Maisch (1979) 

Oponibilidad erga omnes: como nota final del concepto de 

derechos reales figura la oponibilidad de terceros, a cualquiera, erga 

omnes, con lo que se perfecciona la institución jurídica y permite que el 

titular no se vea perturbado en su derecho. Maisch (1979) 

Prescripción: el transcurso del tiempo hace adquirir el bien. 

Ius persequendi: (…) faculta al titular para perseguir la cosa y 

reclamarla de cualquiera que la tenga en su poder. 
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DERECHOS OBLIGACIONALES 

CONCEPTO 

La obligación constituye una relación jurídica por la que una 

persona, denominada acreedora, tiene el derecho de exigir a otra 

persona, denominada deudora, el cumplimiento de una prestación de 

dar, de hacer o de no hacer. Osterling y Castillo Freyre (2001) 

El derecho de crédito, llamado también personal u obligacional, 

establece un vínculo entre un acreedor (sujeto activo) y un deudor (sujeto 

pasivo), en virtud del cual el primero tiene derecho de exigir y el segundo 

el deber de cumplir una prestación de naturaleza económica. Torres 

(2021) 

De tal manera, los Derechos Obligacionales implica la constitución 

de una relación jurídica de naturaleza patrimonial o económica entre un 

acreedor y un deudor, en que dependiendo del acto jurídico que celebren 

se realizaran prestaciones recíprocas, puesto que, no necesariamente 

uno de ellos, exige al otro el cumplimiento, sino que esto es recíproco. 

En adición a ello, la obligación es una vinculación intersubjetiva 

concreta de cooperación. Palacios y Núñez (2004) 

Así, podemos inferir que, el acreedor, para ver satisfecho su interés 

está a la espera que el deudor realice una conducta colaborativa o de 

cooperación, a efecto de cumplir con la obligación. 

NATURALEZA JURÍDICA DE LA OBLIGACIÓN 

Para explicar la naturaleza jurídica de la obligación, debemos 

remitirnos a la doctrina extranjera. 

Es la teoría aportada por la doctrina alemana, la que ha alcanzado 

mayor difusión, y se ha desarrollado en países como Francia, Italia y 

España. Se trata de la teoría del débito y la responsabilidad (Schuld und 

Haftung) Ella explica la naturaleza jurídica de la obligación a partir de un 

criterio subjetivo, aunque con caracteres distintos e innovadores. 

Osterling y Castillo (2008) 
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Fue Pacchioni uno de los que asimiló la relación jurídica obligatoria 

no como algo unitario, sino como una relación compleja, formada por dos 

elementos, el Schuld (débito o deuda) y el Haftung (garantía o 

responsabilidad). Osterling y Castillo (2008) 

Se asume en esta teoría que en la relación obligatoria existe una 

deuda entre el deudor y acreedor, por el cual el primero, esto es el 

deudor, se encuentra sometido a satisfacer un interés de su acreedor, 

por medio de la realización de cierta prestación. A su vez, hay una 

situación de garantía, pues el patrimonio del deudor, queda a disposición 

del acreedor en caso de incumplimiento, lo que algunos autores 

denominan <<prenda genérica o universal>>. Osterling y Castillo (2008) 

En conclusión, el débito y la responsabilidad son dos elementos 

inseparables, que siempre están presentes en la relación obligacional, 

en la que se encuentran interconectados. Deuda y responsabilidad no 

pueden constituirse en elementos autónomos distintos. La 

responsabilidad solo se justifica a través de la idea de la obligación 

jurídica. Se es responsable porque se debe algo. No existe 

responsabilidad sin deber previamente, y un deber que quiera ser 

calificado como jurídico, en el sentido de obligación civil, constituye bajo 

una u otra forma un caso de responsabilidad. Osterling y Castillo (2008) 

ELEMENTOS DE LOS DERECHOS OBLIGACIONALES O DE 

CRÉDITO 

En cuanto a los sujetos: (…) en el derecho obligacional hay siempre 

pluralidad de sujetos: el acreedor y el deudor, entre activo y pasivo 

respectivamente de la relación. Maisch (1979) 

En cuanto al contenido del derecho: (…) supone una prestación o 

una abstención del deudor, en favor del acreedor. Maisch (1979) 

En cuanto a la determinación del bien: (…) hay obligaciones “in 

genere” como la de dar una cantidad de soles o entregar toneladas de 

cobre. Maisch (1979) 
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En cuanto a su finalidad: (…) tiende a obtener una prestación de 

otra persona. Maisch (1979) 

En cuanto al grado: (…) el derecho obligacional es relativo, solo es 

oponible al sujeto pasivo, o sea al deudor. Maisch (1979) 

En cuanto a la duración: (…) los vínculos obligacionales son 

esencialmente transitorios. El deudor al cumplir la prestación qué, lo 

obliga frente a su acreedor queda librado de ella. Maisch (1979) 

En cuanto al objeto: Este debe ser posible, lícito, determinado o 

determinable, y patrimonial. 

Prescripción: el transcurso del tiempo extingue el derecho. 

Ius preferendi: (…) cuando los derechos personales procuran 

hacerse efectivos en las ejecuciones colectivas, siguen la “ley del 

concurso”, es decir, que si los bienes del deudor no alcanzan para 

satisfacer todos los créditos, se distribuyen a prorrata (en proporción a 

sus montos), entre los distintos acreedores. Maisch (1979) 

NATURALEZA JURÍDICA DE LA CONCURRENCIA DE 

ACREEDORES DE BIEN INMUEBLE 

Al respecto, el artículo 1135, del Código Civil, establece: 

Cuando el bien es inmueble y concurren diversos acreedores a 

quienes el mismo deudor se ha obligado a entregarlo, se prefiere al 

acreedor de buena fe cuyo título ha sido primeramente inscrito o, en 

defecto de inscripción, al acreedor cuyo título sea de fecha anterior. Se 

prefiere, en este último caso, al título que conste de documento de fecha 

cierta más antigua. (Presidencia de la República. 1984, 14 de noviembre. 

Decreto Legislativo N° 295, por el cual se aprueba el Código Civil). 

Este artículo regula lo referido a la concurrencia de títulos sobre un 

mismo bien inmueble, en el cual, un mismo deudor se ha obligado frente 

a diversos acreedores a entregar un mismo bien inmueble, y parta tal 
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efecto, la norma ha previsto un orden cronológico, para entregar el bien 

al acreedor, según corresponda. 

Sin embargo, hemos de advertir que, este artículo se encuentra en 

el Libro VI, de Obligaciones, de nuestro Código Civil vigente, de modo 

que, su rango de aplicación debe limitarse a ello (a las obligaciones). 

Esto resulta importante, puesto que, si nos encontramos ante la 

transferencia de un bien inmueble que se encuentra regulado 

(principalmente) por el artículo 949, del Código Civil, no hay razón para 

recurrir al artículo 1135, del CC, por cuanto, su aplicación se enmarca 

dentro de los derechos obligacionales o de crédito, o cuando se trate de 

títulos que no sean incompatibles. 

No pueden coexistir dos o más derechos reales idénticos sobre un 

mismo bien. Así, por ejemplo, sobre un mismo predio no es posible que 

existan dos o más propietarios, poseedores, usufructuarios, 

superficiarios, dos o más hipotecas del mismo rango, por la simple razón 

de que ninguno podría ejercer su derecho sin ser estorbado por los 

demás, pues cada titular trataría de excluir a los otros, existiendo entre 

ellos una lucha permanente, dado que a la amplitud de poder de estos 

derechos absorbe la totalidad del objeto. Torres (2021) 

Varios propietarios o varios poseedores de un mismo bien 

solamente son concebibles en relación de comunidad (copropiedad y 

coposesión). Torres (2021) 

La exclusividad no solamente implica que no pueden concurrir dos 

o más derechos idénticos, del mismo nivel, sobre un mismo bien: la 

propiedad excluye toda propiedad, el usufructo. A contrario sensu, sobre 

un mismo bien pueden concurrir dos o más derechos reales diferentes, 

de distinto nivel, siempre que se trate de derechos cada vez más 

limitados el uno al otro. A un mayor derecho puede adjuntársele otro 

menor, este otro más inferior y así sucesivamente, por cuanto los 

derechos menores tomando menos del bien dejan siempre un margen 

de pertinencia del mismo para el derecho mayor. Por ejemplo, la 
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propiedad no excluye que sobre el mismo bien exista simultáneamente 

una hipoteca, esta no impide que se constituya una segunda, tercera o 

más hipotecas de rango cada vez menor; a su vez, la hipoteca o 

hipotecas no obstaculizan para nada que se constituya un derecho de 

usufructo, el usufructo no excluye que se establezca una servidumbre. 

Torres (2021) 

El derecho menor no es una mutilación, sino solamente una 

limitación temporal de una fracción del derecho mayor que queda 

comprimido mientras subsiste el derecho menor, pero una vez extinguido 

este, recupera su poder pleno (principio de la elasticidad del derecho 

mayor). Torres (2021) 

En atención a lo anterior, cuando un mismo vendedor (deudor) se 

haya obligado a entregar el mismo bien inmueble a más de un comprador 

(acreedores), los títulos son totalmente incompatibles, por cuanto, el 

Derecho de Propiedad sobre un bien es exclusivo y excluyente, por 

tanto, no puede ser compartido por dos personas al mismo tiempo (salvo 

la copropiedad con las indicaciones que señala la Ley). 

Motivo por el cual, es necesario establecer un mecanismo 

adecuado de una concurrencia de acreedores diferente al que se 

encuentra tipificado en el artículo 1135, del acotado Código, el cual se 

ajuste a nuestra legislación civil. 

Para tal efecto, el artículo 1135, debe entenderse de la siguiente 

manera: 

Este artículo no resulta de aplicación cuando diversos acreedores 

reclamen el derecho de propiedad de un mismo bien inmueble, dado 

que, por la propia naturaleza del Derecho de Propiedad es exclusivo y 

excluyente, siendo así, no pueden concurrir dos mismos derechos que 

sean incompatibles sobre el mismo bien. 

Lo anterior, debido a que, es ilógico pensar que, dos propietarios 

tengan el mismo derecho de propiedad sobre la totalidad de un mismo 
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bien, puesto que, el derecho de propiedad es oponible erga omnes, (…) 

esta posibilidad de exclusión y exclusividad, en el caso del derecho de 

propiedad, nos deben permitir afirmar con claridad que, no hay la 

posibilidad de tener varios dueños sobre el bien, o tener un mejor 

derecho o un peor derecho. Beraún (2021).  

Por tanto, el dueño de la totalidad de un bien inmueble solamente 

lo ostenta una sola persona, es decir, no puede existir una concurrencia 

de propietarios sobre un mismo bien inmueble. 

Ahora bien, el artículo 2022, del Código Civil, establece: 

Para oponer derechos reales sobre inmuebles a quienes también 

tienen derechos reales sobre los mismos, es preciso que el derecho que 

se opone esté inscrito con anterioridad al de aquél a quien se opone. 

(…) (Presidencia de la República. 1984, 14 de noviembre). Decreto 

Legislativo N° 295, por el cual se aprueba el Código Civil. 

Esta norma es utilizada de forma muy frecuente para “resolver” la 

controversia entre un título de propiedad inscrito vs un título de propiedad 

no inscrito, en el que, -en la mayoría de los casos- el primero es oponible 

al segundo 

Según el mencionado artículo, quien inscribe primero su Derecho 

de Propiedad en los Registros Públicos, podrá oponer su Derecho frente 

a los demás que no cuentan con Derecho inscrito. Es decir, la simple 

lógica de este artículo se fundamenta, en la inscripción del Registro. 

No obstante, debemos mencionar que, nuestro sistema de 

Transferencia de inmuebles el Registro es declarativo, lo cual significa 

que, la inscripción no crea el Derecho de Propiedad, razón por la cual, 

existen otras cuestiones que debemos tomar en consideración. 

Tales como, la regla general de la adquisición del Derecho de 

Propiedad que se funda en el solo consentimiento de los contratantes, 

de modo que, la primera transferencia efectuada ante el primer 
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comprador, se agota el Derecho del vendedor, pues, al ser así, entonces, 

que Derech0o ha transferido al segundo comprador; ante ello, 

obviamente la respuesta es: NO HA TRANSFERIDO NADA. 

Ahora, también podemos analizar cuando el primer comprador se 

encuentre en posesión del bien inmueble, lo cual el comprador con 

inscripción registral omita al momento de adquirir el bien. 

Como vemos, la inscripción registral no lo es todo, sino que 

debemos analizarlo caso por caso a efecto de determinar correctamente 

el Derecho de Propiedad. 

También debe tomarse en consideración la cuestión social, pues, 

en nuestro país existe un 70% de informalidad predial, es decir, de cada 

10 títulos, 07 no cuentan con un título saneado. Gonzales (2015). 

Al no contar con un título no saneado se encuentra en riesgo de 

perder su Derecho, por causa que otro inscriba, por tanto, puede verse 

perjudicado. Gonzales (2015). 

En adición a ello, debemos tener en cuenta nuestra realidad 

nacional, en lo referido a los altos índices de pobreza, y baja educación 

en nuestro país, sumado a ello altos costos registrales, de tal manera 

que, no es concebible establecer que, los registros públicos sean 

tomados como un centro de información real y veraz; o peor aún como 

una institución que no se ajusta a la realidad. 

Por tal motivo, somos de la idea que, el derecho también debe 

resolver aquellos conflictos que ocurren en la sociedad y, no solamente 

tratar temas netamente jurídicos. 

Por ello, este mecanismo de oponibilidad de derechos reales 

solamente debe aplicarse a aquellos derechos que se constituyen en 

función al registro, dado que, si se originan en los registros públicos, 

entonces resulta lógico que, se le apliquen las normas y principios 

registrales. 
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En atención a ello, es necesario establecer un mecanismo de 

oponibilidad diferente al que se encuentra tipificado en el artículo 2022, 

del acotado Código, el cual se ajuste a nuestra relación social y 

económica. 

Para tal efecto, este artículo debe entender de la siguiente manera: 

A excepción del derecho de propiedad inmueble, por cuanto, su 

origen se da fuera del registro y, por tanto, su ámbito de aplicación se 

enmarca dentro de los artículos 949 y 1529, del Código Civil. 

Lo anterior debido a que, de conformidad al artículo 70, de la 

Constitución, protege el derecho de propiedad; y, en concordancia con 

el artículo 949, del Código Civil, se establece como regla general la 

transferencia consensual de los bienes inmuebles, respetando y 

tutelando el derecho del verdadero propietario. 

Además, de ello, debe tenerse en cuenta que, el artículo 2022, del 

Código Civil, encaja o encuadra perfectamente a cuando se trata de 

oponer derechos reales que nacen en función al registro, tal como la 

hipoteca, que tiene como requisito la inscripción registral. 

Así, resulta diferente cuando sobre un bien inmueble, primero se 

inscribe un arrendamiento, y luego se celebra una compraventa, pues, 

en este caso, el comprador tendrá que respetar y esperar a que, finalice 

el arrendamiento. 

En comparación con el Derecho de Propiedad que no nace en 

función al registro, pues resulta totalmente incoherente establecer para 

oponer este derecho frente a otro que también lo pretende ostentar, a 

quien primero lo ha inscrito. A razón que, este derecho se transfiere a 

través del consentimiento. 
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EL CONTRATO 

El artículo 1351, del Código Civil, indica: 

El contrato es el acuerdo de dos o más partes para crear, regular, 

modificar o extinguir una relación jurídica patrimonial. 

De tal manera, sus componentes son: 

1) Que exista un acuerdo. El contrato es un acto consensual. 

Torres (2012) 

2) Que sean do o más las partes. El contrato es un acto jurídico 

bilateral o plurilateral. Torres (2012) 

3) Que sus efectos sean constitutivos, modificativos, extintivos o 

reguladores. Las partes llegan al acuerdo con una finalidad, 

lo que está indicado con la proposición para: las partes llegan 

al acuerdo con el fin de incidir en una relación jurídica 

patrimonial. El contrato es un acto de voluntad. Torres (2012) 

4) Que la relación jurídica sea de naturaleza patrimonial. Torres 

(2012) 

Cada uno de estos elementos está en conexión con los demás. No 

es contrato el acto en el cual falte uno o más de estos elementos. Torres 

(2012) 

Como en todo acto o negocio jurídico, para que se forme 

válidamente el contrato deben concurrir los siguientes requisitos de 

validez Torres (2012): 

1) La manifestación de voluntad de las partes, que en los actos 

bilaterales o plurilaterales, como son los contratos, toma el 

nombre de acuerdo o consentimiento. Torres (2012) 

2) La capacidad de las partes. Torres (2012) 

3) El objeto posible, lícito, determinado o determinable. Torres 

(2012) 

4) La causa fin lícita. Torres (2012) 
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5) La forma cuando ha sido prescrita bajo sanción de nulidad. 

Torres (2012) 

Además de estos elementos comunes a todo contrato, deben 

concurrir los elementos propios de cada contrato, la cosa y el precio en 

la compraventa. La falta de alguno de estos elementos es causal de 

nulidad del contrato. Si algunas de las partes contratantes o ambas 

adolece de incapacidad relativa, o si el consentimiento está viciado, el 

contrato es anulable. Torres (2012) 

Este razonamiento resulta importante, dado que, resulta aplicable 

a todo contrato nominado e innominado, por tanto, su aplicación en la 

compraventa no queda exenta. 

En el caso de los efectos jurídicos del contrato de compraventa, el 

requisito de validez que debemos analizar con detenimiento es el objeto 

física y jurídicamente posible, dado que, sin objeto no hay contrato, y si 

no hay contrato, entonces, no hay obligación que cumplir, 

respectivamente. 

Este argumento será abordado más adelante. 

OBJETO DEL CONTRATO 

Comenzamos este apartado indicado que, el acto jurídico 

constituye una de las más importantes instituciones del Derecho Civil, 

dado que, sobre éste recaen las bases de las demás instituciones, tales 

como: el matrimonio, el testamento, el contrato, entre otros. 

En tal sentido, afirmamos que, todo contrato, sea nominado o 

innominado, es un acto jurídico, no obstante, no todo acto jurídico es un 

contrato, por cuanto, existen diversas clasificaciones de actos jurídicos, 

como los indicados en el párrafo anterior. 

Siendo así, consideramos conveniente abordar directamente el 

objeto del contrato, de forma conjunta con el acto jurídico propiamente 
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dicho. Esto por una técnica de redacción y una mejor comprensión de 

nuestros argumentos. 

Realizada tal precisión desarrollamos este apartado. 

El artículo 1402, del Código Civil, señala: 

El objeto del contrato consiste en crear, regular, modificar o 

extinguir obligaciones. 

El objeto del acto jurídico está integrado por estos tres elementos: 

1) la relación jurídica, 2) la prestación y 3) los bienes, los derechos, los 

servicios y las abstenciones 

Mediante el contrato se crea, regula, modifica, o extingue 

relaciones jurídicas patrimoniales (art. 1351), por tanto, el objeto del 

contrato es la obligación. Este es el argumento de Josserand, 1950, 

citado por Torres (2012) En otros términos, el acuerdo de voluntades de 

las partes contratantes tiene por objeto crear, regular, modificar o 

extinguir obligaciones. A su vez la obligación tiene por objeto a la 

prestación, y la prestación tiene por objeto a los bienes, los derechos, 

los servicios y las abstenciones. Torres (2012) 

El objeto del contrato es la obligación; el objeto de la obligación es 

la prestación que puede ser de dar, hacer o no hacer algo; a su vez, la 

prestación tiene por objeto a los bienes y derechos (cuando la prestación 

es de dar), a los servicios (cuando la prestación es de hacer) y a las 

abstenciones (cuando la prestación es de no hacer) Torres (2012) 

ETAPAS DEL CONTRATO – ITER CONTRACTUAL 

Al respecto, tal como en el Derecho Penal, existe un Iter Criminis, 

para determinar la idea criminal de una persona; en el Derecho Civil, el 

Iter Contractual, que son las etapas del Contrato, el que, a diferencia del 

Derecho Penal, nuestro Código Civil, sí nos ofrece una regulación legal. 
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En efecto, el artículo 1362, del CC, prevé: 

Los contratos deben negociarse, celebrarse y ejecutarse según las 

reglas de la buena fe y común intención de las partes. (Presidencia de la 

República. 1984, 14 de noviembre). Decreto Legislativo N° 295, por el 

cual se aprueba el Código Civil. 

Negociar un contrato de buena fe supone no intentar engañar a la 

contraparte. (que actúa racional y razonablemente). Avendaño (2013). 

De modo tal, la buena fe implica una conducta de no perjudicar o 

engañar con quien se contrata, entonces, la Buena Fe implica una 

conducta recíproca de ambas partes contratantes a cumplir con sus 

prestaciones en un contrato. 

Por otra parte, respecto a la común intención de las partes. Resulta 

así que la “común intención” de que habla el artículo 1362 del Código 

Civil de 1984 debe ser entendida como la “voluntad común” (…), o sea 

la absoluta coincidencia de las voluntades de las partes con relación al 

objeto del contrato (…) De la Puente (2017) 

Por tanto, primero existe una buena fe entre los contratantes y, 

como consecuencia de ello, las partes actuarán con una intención común 

o perseguirán un solo fin, lo cual posteriormente, ambos contratantes se 

resultarán beneficiados. 

Ahora bien, lo referido a la segunda parte del artículo bajo análisis. 

La expresión “negociación”, utilizada por el artículo 1362 del Código, 

significa, según el Diccionario de la Lengua Española, la acción o efecto 

de tratar y comerciar, comprando y vendiendo o cambiando géneros, 

mercaderías o valores para aumentar el caudal. Vemos que es un 

concepto muy amplio, pues comprende no solo los tratos previos al 

contrato sino también la celebración del mismo. De la Puente (2017). 
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NEGOCIACIÓN 

El iter formativo de muchos contratos se inicia con la formulación 

de la oferta (…). De la Puente (2017) 

Tal como refiere De la Puente, esta etapa contractual es 

meramente formativa de un contrato, por cuanto, en ella intervienen el 

futuro vendedor y comprador, en el cual dialogan e intercambian sus 

ideas respecto a la futura celebración de una compraventa. 

Por tanto, esta etapa contractual constituye las tratativas del 

vendedor y el comprador, en el cual se ponen de acuerdo sobre el bien 

que se va transferir y el precio que se va pagar por el bien. 

CELEBRACIÓN 

Esta etapa comprende desde la declaración de la oferta por el 

oferente hasta el conocimiento por éste de la aceptación del destinatario 

de la oferta, que da lugar a la celebración del contrato, incluyéndose en 

la etapa las posibilidades de la retractación de la oferta, la contraoferta y 

la retractación de la aceptación. De la Puente (2017) 

En atención a ello, debemos preguntarnos: ¿Cuándo se produce la 

celebración?, y la respuesta a esta interrogante es: se produce la 

celebración cuando surge el consentimiento o acuerdo de voluntades de 

los contratantes para celebrar el contrato. 

Sobre aquella afirmación, el artículo 1352, del CC, establece: 

Los contratos se perfeccionan por el consentimiento de las partes, 

excepto aquellos que, además, deben observar la forma señalada por la 

ley bajo sanción de nulidad. (Presidencia de la República. 1984, 14 de 

noviembre). Decreto Legislativo N° 295, por el cual se aprueba el Código 

Civil. 

En tal contexto, tenemos que, en la etapa de celebración 

contractual, es donde se ubica la expresión del artículo 949, del CC, que 

dispone: “la sola obligación de enajenar un inmueble determinado (…)”; 
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por tanto, en esta etapa, se produce la Transferencia del Derecho de 

Propiedad. 

EJECUCIÓN 

Y, finalmente, respecto a la ejecución del contrato, es aquella en la 

cual el contrato ya se celebró y cumplió su objetivo de crear la relación 

jurídica. De la Puente (2017) 

Corresponde a los ex contratantes, convertidos en deudores y 

acreedores, ejecutar las obligaciones derivadas de esta relación jurídica. 

De la Puente (2017) 

Así, pues, una vez celebrada la Compraventa, es momento de 

ejecutar las prestaciones que han surgido de la relación jurídica 

voluntaria entre el deudor (vendedor) y acreedor (comprador). 

Es en esta etapa del contrato donde se ubica el artículo 1529, del 

Código Civil, que el mismo contrato de compraventa obliga al vendedor 

a entregar físicamente el bien en favor del comprador y este deberá 

pagar el valor en dinero.  

EL CONTRATO DE COMPRAVENTA Y EVOLUCIÓN DEL 

CONTRATO DE COMPRAVENTA 

Es aproximadamente en el derecho francés del siglo XVIII que se 

evoluciona a un tipo de compraventa que no solo representa una 

acreencia para el comprador, sino que le transfiere el derecho de 

propiedad efectivo sobre la cosa vendida. Beraún (2021) 

Esta fundamental evolución se presentó en forma paulatina y 

estuvo sujeta a agudos debates y opiniones divergentes. Vemos así 

como Pothier, si bien se afirmaba en la doctrina romana, lo hacía con 

ciertas vacilaciones, al sostener que en virtud de la compraventa, quien 

vendía solo se obligaba a entregar la cosa al comprador y a defenderla, 

una vez entregada, de todas las molestias y hechos por los cuales se le 

impidiera poseerla, pero sin transferirle la propiedad; para señalar luego 

que era en la esencia de ese contrato, que el vendedor no retuviese el 
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derecho de propiedad de la cosa vendida si era propietario, en cuya 

hipótesis se encontraba obligado a transferirlo al comprador. Schreiber 

(2006) 

Quienes definitivamente consolidaron la nueva doctrina e hicieron 

del contrato de compraventa un acto traslativo de la propiedad fueron los 

juristas que redactaron el Código Civil francés. Arias, et al, (2006) 

Sobre la evolución del contrato de compraventa, y el asentamiento 

de su carácter, como acto traslativo del dominio, en el derecho francés. 

Beraún (2021) 

Como es sabido, en el antiguo Derecho francés, la transferencia de 

propiedad operaba con la tradición de la cosa, tal como lo establecía la 

teoría del título y el modo. Ahora bien, así como en Roma la tradición 

sufrió un proceso de espiritualización, en Francia la entrega física de la 

cosa comenzó a ser reemplazada por el empleo de la cláusula 

dessaisine-saisine [desposesión del vendedor-posesión del comprador, 

manifestadas en el mismo acto jurídico], insertada por el notario en las 

escrituras públicas. En virtud de dicha cláusula, el vendedor declaraba 

“desapoderarse” de la posesión de la cosa en favor del comprador y éste, 

a su vez, declaraba “apoderarse” de dicha posesión. Formalmente, la 

transferencia de propiedad seguía operando en virtud del título (contrato) 

y del modo (tradición). Realmente, sin embargo, dicha transferencia de 

propiedad operaba en virtud del acuerdo de las partes. Escobar (2002) 

Ahora bien, tratando de reconocer lo que en la práctica ocurría, 

tratando de transformar una cláusula de estilo en regla general, el 

legislador francés sancionó una fórmula según la cual la obligación de 

entregar la cosa hacía al acreedor propietario, aunque la tradición no 

hubiese sido hecha. Esta fórmula, sin embargo, en vez de positivizar la 

costumbre que había espiritualizado la tradición, terminó por consagrar 

un principio novedoso, que por primera vez le otorgaba al contrato la 

virtualidad de transferir directamente la propiedad. Escobar (2002) 
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De tal manera, en el artículo 1138, del Código Civil de Napoleón, 

dispuso: 

La obligación de entregar la cosa se perfecciona por el mero 

consentimiento de las partes contratantes. 

Convierte al acreedor en propietario y desplaza hacia él los riesgos 

de la cosa (…). 

Como venimos exponiendo, el legislador del Código Civil de 1984, 

ha optado por este Sistema (Espiritualista o Consensualista, originado 

en Francia), y, que, como citamos previamente, el artículo francés, pues, 

nuestros Códigos Civiles, han optado por esta misma redacción y 

sistema 

Fiel a nuestra historia jurídica, es de verse que, la naturaleza 

jurídica del Contrato de Compraventa, ostenta la naturaleza Real, dado 

que, la propiedad inmueble se transfiere a través del consentimiento 

entre el vendedor y el comprador, de modo que, la manifestación de 

voluntad entre los contratantes, respecto del bien y el precio por el 

inmueble, resulta suficiente para que el comprador sea el nuevo 

propietario. 

En adición a ello, la Compraventa, en lo que respecta a la 

transferencia de bienes inmuebles, no tiene la fuerza vinculante de 

transferir la propiedad, puesto que, solamente se limita al ámbito 

obligacional, esto es, surge la obligación del vendedor en entregar 

físicamente el bien al comprador, pues, lógicamente le toca entregar el 

bien a su nuevo titular; por parte del comprador éste se encuentra 

obligado a pagar el precio por el bien. 

Razones por las cuales, evidenciamos dos momentos distintos: 

El primero, referido al momento en que, se transfiere el Derecho de 

Propiedad. 
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El segundo, referido al momento en que, se entrega físicamente al 

nuevo propietario, este es, el comprador. 

Pare esto es menester descomponer jurídicamente la regulación 

legal del Contrato de Compraventa. 

El artículo 1529, del CC, dispone: 

Por la compraventa el vendedor se obliga a transferir la propiedad 

de un bien al comprador y éste a pagar su precio en dinero. (Presidencia 

de la República. 1984, 14 de noviembre). Decreto Legislativo N° 295, por 

el cual se aprueba el Código Civil. 

Sobre el particular, la compraventa es un contrato bilateral o 

sinalagmático o de prestaciones recíprocas. Por él, ambas partes 

quedan recíprocamente obligadas. Castillo (2021) 

En tal sentido, la Sentencia de Casación N° 2988-1998-Lima, 

refiere: 

Como consecuencia de la formación del contrato surgen 

obligaciones para cada una de las partes; se refiere a aquellas 

obligaciones que deben cumplirse simultáneamente (…). 

En efecto, el contrato de compraventa como fuente de obligaciones 

crea un vínculo jurídico entre el vendedor y el comprador, de modo tal, 

ambas partes quedan obligadas al cumplimiento de sus prestaciones, 

respectivamente. 

En buena cuenta, este artículo nos indica claramente las 

obligaciones del vendedor y comprador, lo cual se evidencia en la fase 

de ejecución de obligaciones, sin embargo, la transferencia del Derecho 

de Propiedad surge antes de esta. 
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NATURALEZA JURÍDICA DEL CONTRATO DE COMPRAVENTA 

El origen o la génesis del contrato de compraventa está ligado a 

aquel momento en el cual aparece la moneda como instrumento de 

cambio y de pago. Beraún (2021) 

Desde ese momento, reemplaza a la permuta o trueque que había 

sido el vehículo jurídico central de las transacciones y del intercambio. 

Beraún (2021) 

Históricamente, la compraventa coincide con la aparición de la 

moneda (pecunia), como medio de cambio y pago y desde ese instante 

reemplazó con creces a la permuta o truque. Arias, et al, (2006) 

En el derecho romano, y por la compraventa, el vendedor se 

obligaba a transmitir la posesión de la cosa. Beraún (2021) 

Sobre la compraventa en el derecho romano. Se define como el 

acto por el cual una persona denominada “venditor” -venddor- se obliga 

a transferir un bien a otra llamada “emptor” -comprador- mediante el 

compromiso de esta última de entregarle la propiedad de una suma de 

dinero que se llama precio; en latín pretium. Hay, pues, dos obligaciones: 

una a cargo del vendedor y otra a cargo del comprador. Por consiguiente 

es un contrato sinalagmático perfecto. Este es el argumento de Herrera 

y Godenzi, 1999, citado por Beraún (2021) 

Sobre la transmisión del bien en el Derecho Romano. El vendedor 

obligado a transmitir al comprador la posesión útil y constante de la cosa 

con todos sus derechos, no se obliga dare rem, sino a proporcionarle la 

vacuam possessionem tradere, mediante las formas necesarias de 

transmisión, según los casos; a saber: si se trata de una cosa mancipi, 

empleando la mancipatio o la injure cesio; si es un nec mancipi, 

empleando la traditio. Este es el argumento de Herrera y Godenzi, 1999, 

citado por Beraún (2021) 

Este efecto del contrato parece singular, pues no responde al fin 

que persiguen las partes. ¿Por qué no se impone al vendedor la 
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obligación de transferir la propiedad? Este es un punto muy discutido. La 

explicación se encontraría en el origen de la venta consensual que, 

según opinión autorizada, habría nacido en Roma en las relaciones de 

comercio internacional y luego introducidas por el pretor peregrino. En 

dichas ventas, no podía exigirse a los comerciantes extranjeros que 

transfiriesen la propiedad de las cosas vendidas por los medios romanos. 

No podía emplearse la mancipatio, por ser una institución del jus 

quiritum. También refuerza esta tesis el hecho que en Roma era 

permitido vender la cosa ajena. Este es el argumento de Herrera y 

Godenzi, 1999, citado por Beraún (2021) 

La definición de la compraventa en el Derecho Romano. La 

compraventa, es un contrato consensual, bilateral perfecto de buena fe, 

en virtud del cual una de las partes, llamada vendedor, se obliga a 

entregar una cosa a otra, comprador, y a garantizarle su pacífica 

posesión y disfrute, a cambio de un precio cierto en dinero. Este es el 

argumento de Montenegro y Ramírez, 2005, citado por Beraún (2021) 

Sobre las características de la Compraventa, en el Derecho 

Romano. La compraventa es un contrato bilateral perfecto ya que hace 

surgir obligaciones con cargo de las dos partes: en el vendedor la 

obligación de entregar la cosa vendida y de garantizar su pacífica 

posesión y disfrute y en el comprador la obligación de transmitir la 

propiedad de una cantidad de dinero, llamada precio. Este es el 

argumento de Montenegro y Ramírez, 2005, citado por Beraún (2021) 

PROBLEMÁTICA SOBRE EFECTOS DEL CONTRATO DE 

COMPRAVENTA, SI TALES EFECTOS SON REALES U 

OBLIGACIONALES 

En lo que se refiere a los efectos del contrato de compraventa de 

bien inmueble, la discusión surge respecto a si éstos son obligacionales 

o reales. Beraún (2021) 

Vale decir, si el contrato de compraventa solo genera una 

obligación de transferir la propiedad, entre las partes contratantes, 

vendedor y comprador, la que es verificada en la etapa de ejecución 
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contractual, como una prestación, a cargo del vendedor; o si, más bien, 

este contrato transfiere de forma efectiva el derecho de propiedad, a 

favor del comprador, a su sola celebración. Beraún (2021) 

Entonces, como punto de partida es menester precisar la 

transferencia de bienes muebles y bienes inmuebles. 

TRANSFERENCIA DE BIENES MUEBLES 

Respecto a los bienes muebles, el artículo 947, del CC, dispone: 

La transferencia de propiedad de una cosa mueble determinada se 

efectúa con la tradición a su acreedor, salvo disposición legal diferente. 

Al que le añadimos el artículo 1136, del mismo Código que 

establece: 

Si el bien cierto que debe entregarse es mueble y lo reclamasen 

diversos acreedores a quienes el mismo deudor se hubiese obligado a 

entregarlo, será preferido el acreedor de buena fe a quien el deudor hizo 

la tradición de él, aunque su título sea de fecha posterior. Si el deudor 

no hizo la tradición del bien, será preferido el acreedor cuyo título sea de 

fecha anterior; prevaleciendo, en este último caso, el título que conste 

de documento de fecha cierta más antigua. 

De tal manera, es de verse que, el legislador de nuestro Código 

Civil de 1984, para la transferencia de bienes muebles ha optado por el 

Título y el Modo, siendo el primero la obligación, y el segundo consiste 

en la entrega física del bien, que, como consecuencia se transfiere el 

Derecho de Propiedad (mueble). Ahí no hay mayor problema. Beraún 

(2021) 

Como bien opina Beraún, sobre los bienes muebles, respecto a su 

transferencia no existe una controversia, dado que, para éste tipo de 

bienes nuestro sistema ha optado por el título y el modo. 

Este sistema de transferencia resulta posible cuando en el mismo 

acto jurídico se presenta, por un lado, el título, que es el contrato, y, por 
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otro lado, el modo, que es la entrega física del bien en favor del 

comprador, de modo que, ante el cumplimiento de éstos requisitos se 

produce la transferencia del Derecho de Propiedad. 

Por tanto, existe una coherencia normativa y lógica entre los 

artículos 947, y 1136, del CC. 

TRANSFERENCIA DE BIENES INMUEBLES 

El artículo 949, del CC, dispone: 

La sola obligación de enajenar un inmueble determinado hace al 

acreedor propietario de él, salvo disposición legal diferente o pacto en 

contrario. 

En tal sentido, el artículo 1529, del Código Civil, señala: 

Por la compraventa el vendedor se obliga a transferir la propiedad 

de un bien en favor del comprador y este a pagar su precio en dinero. 

El primer artículo descrito, regulado lo referido al momento en que 

se transfiere el Derecho de Propiedad, mientras que, el segundo artículo 

descrito, regula lo referido a la obligación del vendedor de entregar 

físicamente el bien en favor del comprador (nuevo titular). 

Este modo de transferencia de transferencia es el denominado 

consensualista que tiene sus orígenes en el Derecho Francés, como 

hemos descrito y mencionado dentro del Capítulo II, de este trabajo de 

investigación. 

En este punto se encuentra la problemática de los efectos jurídicos 

del contrato de compraventa. 

En efecto, en algunas Sentencias de Casación, emitidas por la 

Corte Suprema, consideran que, los efectos jurídicos del contrato de 

compraventa, deben comprenderse conforme al artículo 1135, del 

Código Civil, que prevé: 
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Cuando el bien es inmueble y concurren diversos acreedores a 

quienes el mismo deudor se ha obligado a entregarlo, se prefiere al 

acreedor de buena fe cuyo título ha sido primeramente inscrito o, en su 

defecto de inscripción, al acreedor cuyo título sea de fecha anterior. Se 

prefiere, en este último caso, el título que conste de documento de fecha 

cierta más antigua. 

Según este artículo, y según la Corte Suprema, los efectos jurídicos 

de la compraventa son obligacionales, y, por tanto, se resuelve mediante 

la inscripción registral y la prioridad del título en cuestión. 

Este razonamiento yerra, dado que, deja de lado lo previsto en el 

artículo 949, del Código Civil, que indica que la propiedad inmueble se 

transfiere mediante el consentimiento. 

Ahora, relacionando el artículo 949, con el artículo 1135, del CC, 

podemos evidenciar que no existe una coherencia lógica, dado que, éste 

último artículo se encuentra en el Libro VII – Obligaciones, y regula 

precisamente a obligaciones de dar un bien, por tanto, si la transferencia 

del Derecho de Propiedad inmueble se produce mediante el 

consentimiento como es siquiera sensato considerar aplicar un artículo 

relacionado a las obligaciones, cuando la transferencia del Derecho de 

Propiedad obedece al ámbito de los Derechos Reales. 

De tal forma, es de evidenciarse que, existe una falta de coherencia 

entre las normas de nuestro Código Civil, en lo referido a la transferencia 

del derecho de propiedad de bienes inmuebles. Beraún (2021) 

Bajo tal contexto, hay quienes afirman que los efectos del Contrato 

de Compraventa, tiene efectos reales y otros quienes opinan que tiene 

efectos obligacionales. Beraún (2021) 

OPINIÓN EN FAVOR DE EFECTOS OBLIGACIONALES DE LA 

COMPRAVENTA 

Resulta así que, si bien en el Derecho italiano el contrato de 

compraventa es apto para transferir, por sí solo, la propiedad de una 
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cosa, en el Derecho peruano no ocurre lo mismo, pues se requiere algo 

más que el contrato de compraventa para producir tal efecto. Tratándose 

de bienes muebles determinados, este algo más es la tradición. En el 

campo de bienes inmuebles determinados dicho algo más ha sido 

asignado al artículo 949 del Código Civil, que concede a la obligación de 

transferir la propiedad creada por el artículo 1529 el efecto traslativo de 

que esa obligación carecía, y es así como la conjunción del efecto del 

artículo 1529 (la obligación de transferir) con el efecto del artículo 949 (la 

propiedad por razón de la existencia de la obligación de transferir), lo 

que llega a producir la transferencia de la propiedad. Este es el 

argumento de De la Puente, 1994, citado por Beraún (2021) 

De la misma manera como la tradición de un bien mueble 

determinado, de por sí, no produce la transferencia de la propiedad si no 

está procedida por un contrato que justifique la transferencia, así también 

el sistema del artículo 949, de por sí, no transfiere convencionalmente la 

propiedad de un bien mueble si no está procedida por un contrato que 

cree la obligación de transferir. Este es el argumento de De la Puente, 

1994, citado por Beraún (2021) 

Puede decirse, por lo tanto, que el rol del modo que juga la tradición 

en el caso de los bienes muebles determinados, lo desempeña el artículo 

947 en el caso de los bienes inmuebles determinados. Este es el 

argumento de De la Puente, 1994, citado por Beraún (2021) 

Este autor niega al artículo 949 del Código Civil peruano, referido a 

la transferencia de propiedad de los bienes inmuebles determinados, el 

mismo valor que tiene, para el caso de los bienes muebles determinados, 

el artículo 947 del mismo cuerpo legal, al considerar al artículo 949, 

postizo al régimen peruano. Beraún (2021) 

En síntesis, De la Puente niega que la sola obligación de enajenar 

un inmueble, regulado en el artículo 949, del CC, requiere del Contrato 

de Compraventa, previsto en el artículo 1529, del CC, para producir el 

efecto de la transferencia, de modo que, opina que, los efectos jurídicos 
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del Contrato de Compraventa son obligacionales, en mérito a que, la 

transferencia del Derecho de Propiedad se producir por efecto del 

Contrato de Compraventa. 

Tal como opina Beraún (2021), el pensamiento manifestado por De 

la Puente, este le otorga el mismo valor e interpretación a la transferencia 

de bienes muebles a los inmuebles, que en buena cuenta quiere decir, 

en el Perú, la transferencia de bienes muebles e inmuebles es de la 

misma forma. 

Sin embargo, este razonamiento expresado por De la Puente, es 

impreciso, dado que, al negar la narrativa del artículo 949, del Código 

Civil, niega lo que en ella se describe, de modo que, no procuremos 

hacer una interpretación donde la ley o el artículo no lo hace. 

OPINIÓN EN FAVOR DE EFECTOS REALES DE LA COMPRAVENTA 

Como resulta claro, el artículo 949, del CC, lejos de adoptar la 

teoría del título y del modo, le otorga al contrato (de finalidad traslativa) 

la virtualidad de transferir directamente la propiedad. Este es el 

argumento de Escobar, 2002, citado por Beraún (2021) 

En efecto, tomando en consideración el hecho que el artículo 949 

del Código Civil no requiere la existencia de otro acontecimiento distinto 

del consentimiento de las partes para que opere la transferencia de la 

propiedad inmueble, resulta evidente que hay que atribuirle a tal 

consentimiento la consecuencia jurídica prevista por dicho artículo. Este 

es el argumento de Escobar, 2002, citado por Beraún (2021) 

A la conclusión indicada no puede oponerse, como lo han hecho 

Osterling y Castillo, la consideración de que no es el mismo contrato sino 

más bien la “obligación de enajenar” creada por el mismo la que en 

definitiva provoca la transferencia de la propiedad inmueble, pues bien 

visto el asunto, tal obligación no existe. En efecto, todas las teorías 

existentes sobre la naturaleza de la obligación han reconocido 

invariablemente que la prestación resulta ser un elemento esencial de la 

misma. De hecho, Osterling y Castillo también, reconocen tal cosa, al 
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afirmar que la prestación, en tanto objeto de la obligación, constituye, 

junto con los sujetos, el vínculo y la causa, uno de los elementos de 

aquella relación jurídica. Este es el argumento de Escobar, 2002, citado 

por Beraún (2021) 

Como bien refiere el mencionado autor, la producción de la 

transferencia de propiedad de bien inmueble se debe al consentimiento, 

de modo que, no se requiere de ningún otro requisito, del que 

erradamente se refieren Osterling y Castillo, esto es, la obligación que 

surge del Contrato. 

Bajo este orden de ideas, la doctrina nacional se encuentra dividida 

en considerar si los efectos del Contrato de Compraventa son Reales y 

Obligacionales. 

Para tal efecto es necesario recurrir a la doctrina que regula la 

transferencia de bien inmueble. 

NATURALEZA JURÍDICA DE NUESTRO SISTEMA DE 

TRANSFERENCIA DE BIENES INMUEBLES 

Al respecto, debemos remontarnos al siglo XIX, específicamente a 

nuestro Código Civil de 1852 [en adelante CC 52], que tuvo una gran 

influencia del Sistema Liberal emanado del Sistema Francés, y, la 

transferencia inmobiliaria no fue la excepción. 

En efecto, el CC 52, en su artículo 1308, disponía: 

En la venta simple pasa la propiedad de la cosa al comprador, aun 

antes de su entrega y pago del precio. 

Esta norma, como se puede apreciar de su texto, tuvo una gran 

influencia del artículo 1583 del Código Napoleón, del cual recoge todos 

sus elementos esenciales. Castillo y Osterling (2008) 

Esto significa que, al celebrarse el contrato de compraventa simple 

con el solo consentimiento de las partes, y al operar la transferencia de 

propiedad de la cosa “aun antes de su entrega y pago del precio”, 
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debemos entender que dicha transferencia (al igual que en el derecho 

francés) se realizaba automáticamente, al momento del nacimiento de la 

obligación de enajenar, surgida de su celebración. Castillo y Osterling 

(2008) 

De tal manera, vemos que, el CC 52, que fue nuestro primer Código 

Civil, disponía que, la propiedad inmueble se transfería mediante el 

consentimiento, mucho antes del pago del precio y la entrega física del 

bien. 

Por tanto, para este Código, los efectos jurídicos del contrato de 

compraventa eran Reales. 

Posteriormente, el Código Civil de 1936, en su artículo 1172, 

establecía: 

La sola obligación de dar una cosa inmueble determinada, hace al 

acreedor propietario de ella, salvo pacto en contrario. 

En este Código se regulaba la transferencia inmobiliaria con mayor 

precisión narrativa, de modo que, concentraba mejor los términos para 

referirse a aquella. 

Como vemos, el Sistema Consensualista de transferencia de 

bienes inmuebles continuó con la vigencia de este Código Civil, y 

diversos autores lo consideraron el más adecuado, dado que, se 

adaptaba mejor a nuestra realidad. 

No se concibe la vida de un sistema consolidado sobre la base de 

las inscripciones, sin registro, sin títulos idóneos, que no existen en todas 

las regiones, sin notarios, sin abogados, sin clima propicio, para imponer 

el requisito de la inscripción con carácter de ineluctable obligatoriedad. 

Este es el argumento de Olaechea (s.f.) citado por Vidal (2019) 

Como vemos, desde antaño se señaló y advirtió una razón 

innegable –no la única- que perdura hasta la actualidad, que es la 
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inexistencia de inscripciones de todos los inmuebles, es decir, que a nivel 

nacional sin excepción todos los inmuebles se encuentren registrados. 

Esta es la razón por la que nuestro sistema ha optado por el 

sistema consensualista de transferencia de bienes inmueble. 

Finalmente, nuestro Código Civil de 1984 (vigente), en el artículo 

949, señala: 

Al respecto, el artículo 949, del CC, dispone que: 

La sola obligación de enajenar un inmueble determinado hace al 

acreedor propietario de él, salvo disposición legal diferente o pacto en 

contrario. (Presidencia de la República. 1984, 14 de noviembre). Decreto 

Legislativo N° 295, por el cual se aprueba el Código Civil. 

Este artículo referido a la transferencia de bienes inmuebles, es 

mucho más precisa que su antecesor, de modo que, su interpretación y, 

por tanto, entendimiento resulta siendo más práctico. 

Siendo así, entendemos que, el consentimiento manifestado entre 

el deudor (léase vendedor) y el acreedor (léase comprador), es suficiente 

para convertir a éste último en propietario de un inmueble. 

Vemos que, nuestro país para la transferencia de bienes inmuebles 

ha optado por la doctrina o teoría consensualista, que dispone que, para 

transferir un inmueble solamente se requiere el consentimiento entre los 

contratantes. 

Respecto al consentimiento, el artículo 1352, del CC, dispone: 

Los contratos se perfeccionan por el consentimiento de las partes, 

excepto aquellos que, además, deben observar la forma señalada por la 

ley bajo sanción de nulidad. (Presidencia de la República. 1984, 14 de 

noviembre). Decreto Legislativo N° 295, por el cual se aprueba el Código 

Civil. 
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Ante ello, la Sentencia de Casación N° 4217-2007-Lima, refiere: 

El consentimiento es la integración de voluntades de las partes 

para dar lugar a un acto jurídico unitario, de manera tal que el contrato 

es el resultado de esa integración (…). 

En esa línea de ideas, (sobre el consentimiento), viene a ser el cum 

sentiré, esto es, sentir con otro, o sea, estar de acuerdo. Este acuerdo 

además debe ser de dos o más voluntades declaradas de personas. 

Debemos deslindar cómo, el contrato, el consentimiento aparece en 

primer lugar como concurso real de voluntades (…) para obtener un 

determinado fin. Ordoqui (2017) 

Por lo tanto, previamente a realizarse la transferencia de un bien 

inmueble, encontraremos el consentimiento constituido por las 

voluntades comunes entre el deudor (vendedor) y del acreedor 

(comprador), por lo que, en el momento en que, el vendedor esté de 

acuerdo por el precio, y el comprador esté conforme a adquirir la 

propiedad, se producirá la transferencia de dominio. 

Como expusimos anteriormente. La transferencia espiritual se 

produce por efecto directo del acto jurídico (título) por el cual se asume 

la obligación de enajenar un inmueble determinado, no requiere de la 

traditio material ni del registro como en el Derecho germano ni del pago 

del precio. Torres (2021) 

Lo que realmente establece el artículo 949, del Código Civil, es que 

el consentimiento es suficiente para convertir al comprador en 

propietario del inmueble, y, que adicionalmente, el artículo 1529, del CC, 

prevé la obligación del vendedor de entregar físicamente el bien en favor 

del comprador, esto resulta de simple lógica. 

En síntesis, el artículo 949, del Código Civil, dispone que, una vez 

manifestado el consentimiento entre los contratantes, el comprador ya 

es el nuevo titular del bien; luego, el efecto inmediato de este artículo es 
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el 1529, del Código Civil, que obliga al vendedor, a entregar el bien al 

nuevo titular. 

Dado que, por disposición del artículo 949, el vendedor ha dejado 

de ser el titular, y por mandato del 1529, debe entregar el bien al nuevo 

propietario, léase comprador. 

En atención a ello, podemos ver que, el contrato de compraventa 

de bien inmueble solamente crea la obligación o la prestación de 

entregar el bien, y del comprador a pagar el valor en dinero. 

Lógicamente, el vendedor debe entregar al bien que ha transferido 

por virtud del consentimiento, pues desde ese momento ha dejado de 

ser el titular, por haberlo transferido al comprador. 

Razones por las cuales, la Naturaleza Jurídica de la Transferencia 

de bienes inmuebles en nuestro país, emana del consentimiento entre 

los contratantes, de modo que, la entrega del bien y el pago del precio, 

no son cuestiones que transmiten la propiedad. 

La tradición que resulta luego del pacto es un acontecimiento que 

no transfiere el dominio, sino solo de poner al adquirente en aptitud de 

servirse del bien. La obligación nace y muere sin solución de continuidad; 

hay que expresarlo, un modo, una tradición de derecho implícita, la 

convención pone los riesgos del bien a cargo del acreedor convertido en 

propietario por el solo consentimiento. Este es el argumento de Forno, 

1993, citado por Vidal (2019) 

El sistema consensual parte de la base de que el derecho real nace 

directamente del mero consentimiento de las partes que contratan. Este 

es el argumento de Forno, 1993, citado por Vidal (2019) 

El principio fundamental imperante en nuestro Derecho por el que 

tanto se distingue del Derecho romano, es como ya dijimos, que en la 

enajenación o transmisión de la propiedad por acto voluntario no precise 

la entrega de la cosa (traditio), bastando el mero consentimiento. Este 

es el argumento de De Ruggiero, 1931, citado por Vidal (2019) 
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En consecuencia, de una lectura detenida, de este artículo, 

podemos darnos cuenta que, la transferencia de bien inmueble, en 

nuestro país, solamente se requiere la voluntad del vendedor y 

comprador para producir el efecto traslativo del dominio del bien, por 

tanto, afirmar o alegar que, se requiere algo más, como la tradición o 

entrega física del bien para ser propietario del bien, estaríamos 

diferenciando en donde el mismo artículo 949, del CC, no lo hace. 

Y, finalmente, desde una tradición jurídica de la que nuestro 

ordenamiento jurídico viene optando sobre la transferencia de bienes 

inmuebles es el Sistema Consensualista o Espiritualista, que fue 

inspirado del Derecho Francés, mediante el Código de Napoleón; no 

siendo, por tanto, el Contrato que transfiere el Derecho de Propiedad, 

razón por la cual, la naturaleza jurídica de la transferencia de bienes 

inmuebles en nuestro país es meramente consensual. 

EFECTOS JURÍDICOS DEL CONTRATO DE COMPRAVENTA DEL 

MISMO BIEN INMUEBLE A MÁS DE UN COMPRADOR 

La proposición fáctica es la siguiente: 

Un vendedor propietario de un bien inmueble determinado, celebra 

una primera compraventa con un primer comprador, posteriormente, 

celebra una segunda compraventa con un diferente comprador. 

En este punto existen diversos puntos por analizar, en primer lugar, 

no puede existir una doble compraventa sobre un mismo bien inmueble, 

dado que, el Derecho de Propiedad es exclusivo y excluyente, de modo 

que, su ejercicio excluye a otro que también pretenda tener el mismo 

Derecho Real. 

Es decir, si el primer comprador ostenta el Derecho de Propiedad 

sobre un inmueble, resulta ilógico considerar que, otro comprador 

también alegue tener el mismo Derecho de Propiedad sobre ese mismo 

bien inmueble. 
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Ahora, judicialmente se presentan problemas de interpretación 

sobre este tema, a quien debe preferirse, al primer o segundo 

comprador. 

Para ello, debemos tener en cuenta que, como expusimos 

anteriormente, el vendedor al celebrar la primera compraventa ha 

transferido el Derecho que tenía sobre el inmueble en favor del 

comprador. 

Y, al celebrar la segunda compraventa con un diferente comprador 

nos preguntamos ¿Qué Derecho ha transferido? La respuesta es no ha 

transferido nada, porque con la primera compraventa ha dejado de 

tenerlo. 

Entonces, en la primera compraventa se transferido el Derecho de 

Propiedad en favor del primer adquirente, mientras que, en la segunda 

compraventa no se ha transferido nada. 

Aquí retomamos el razonamiento de la página 98, de este trabajo 

de investigación, referido al objeto físico y jurídicamente posible, dado 

que, sin objeto no hay contrato, y si no hay contrato, entonces, no hay 

obligación que cumplir, respectivamente. 

El problema irradia en la segunda compraventa, puesto que, no hay 

un Derecho que transferir, tampoco obligación por parte del vendedor 

que deba cumplir. 

El consentimiento entre el vendedor y el comprador en la segunda 

compraventa, no transfiere el Derecho de Propiedad del inmueble, dado 

que, éste le pertenece al primer comprador. 

Recordemos que la transferencia del Derecho de Propiedad 

inmueble se transfiere mediante el consentimiento, y el Contrato de 

Compraventa solamente crea la obligación de entregar físicamente el 

bien. 
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Entonces, si no hay Derecho que transferir, no existe la obligación 

del vendedor de entregar físicamente el bien. 

Así, el objeto físico y jurídicamente posible tiene que ver con le 

realidad existente del bien y la realidad jurídica de este, respectivamente. 

Un bien físicamente posible será cuando su materialidad exista o 

pueda existir en la realidad, por tanto, un bien físicamente imposible, 

será su materialidad no exista o ha dejado de existir en la realidad. 

Un bien jurídicamente posible tiene que ver con su comerciabilidad, 

su licitud y su prohibición, entonces, un bien inmueble constituye un bien 

jurídicamente posible, dado que, el Código Civil, regula su transmisión y 

demás aspectos, por tanto, un bien jurídicamente imposible, será todo 

aquello que la ley impida su comerciabilidad y tenga procedencia ilícita, 

entonces, la venta de un bien ajeno, constituye un bien jurídicamente 

imposible, dado que, el artículo 196, numeral 4, del Código Penal, 

sanciona con pena privativa de libertad a quien enajene o transfiera 

como propio un bien ajeno. 

El objeto del contrato de compraventa de bien inmueble lo 

constituye inseparablemente el Derecho de Propiedad y el bien físico, 

por tanto, para la validez del contrato como acto jurídico resulta 

fundamental la concurrencia de estos elementos. 

Si vemos atentamente el bien inmueble objeto de la segunda 

compraventa, este es un bien jurídicamente imposible, a razón que, el 

primer comprador ya es el propietario del inmueble, de modo que, el 

vendedor está transfiriendo un bien ajeno. 

En atención a ello, la segunda compraventa de bien inmueble 

adolece de nulidad por la causal de objeto jurídicamente imposible, 

debido a que, el bien no pertenece al vendedor. 

En consecuencia, la segunda compraventa no puede prosperar, y 

no puede ser amparado por nuestro sistema. 
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En ese sentido, es menester señalar lo dispuesto en el Pleno 

Jurisdiccional Civil, organizado por el Poder Judicial, en el año 2020, 

que, precisamente, tuvo como tema N° 01 la segunda compraventa en 

un acto de doble enajenación ¿nula o válida? 

En que, por similares argumentos que hemos desarrollado en este 

parte de nuestro trabajo de investigación, se acordó por mayoría: 

“El segundo contrato de compraventa de un bien inmueble 

celebrado por el mismo vendedor con un distinto comprador, es nulo por 

alguna o algunas de las siguientes causales: (i) finalidad ilícita, (ii) objeto 

jurídicamente imposible, y/o (iii) ser contraria a las normas que interesan 

al orden público o a las buenas costumbres”. Poder Judicial del Perú 

(2020) 

CONCLUSIONES SOBRE ESTA CATEGORÍA DE ANÁLISIS 

En la etapa de celebración se produce la Transferencia del Derecho 

de Propiedad sobre el inmueble, y, es en esta etapa, donde se ubica el 

artículo 949, del CC. 

En la etapa de ejecución corresponde al vendedor entregar 

físicamente el inmueble en favor de comprador, y éste tiene que pagar 

el dinero por el bien, y, es en esta etapa, donde se ubica el artículo 1529, 

del CC. 

Lo anterior constituye una consecuencia lógica, dado que, si con la 

celebración del Contrato, el comprador ya es el nuevo propietario, 

entonces, el vendedor debe entregar el bien a su nuevo dueño, por 

cuanto, este transferente ya no es el titular del bien, del mismo modo 

para el comprador, al ser el nuevo propietario debe pagar la 

contraprestación por el bien que ha adquirido. 

La transferencia del Derecho de Propiedad inmueble se produce 

mediante el consentimiento entre dos personas, de modo que, el 

Contrato de Compraventa no tiene el poder para producir la Transferir 
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del Derecho de Propiedad, por el simple hecho que, éste acto jurídico, 

solamente crea la obligación de entregar el bien. 

El artículo 949, del CC, constituye el momento en que se produce 

la Transferencia del bien inmueble, de modo que, el efecto inmediato o 

simultáneo de éste lo constituye el artículo 1529, del CC, por tanto, ésta 

es una razón adicional, que afirma que, la Compraventa tiene efectos 

Reales, y no Obligacionales. 

La segunda compraventa del mismo bien inmueble a un segundo 

comprador es nula porque su objeto es jurídicamente imposible, en tanto 

que, en la primera transferencia al vendedor ha agotado su Derecho de 

Propiedad. 

SUB CATEGORÍA 1 

USUCAPIÓN COMO TUTELA DEL DERECHO DE PROPIEDAD 

La inviolabilidad de la propiedad, consagrada en el art. 70 

Constitución, implica que otros particulares, o el Estado mismo, no 

puedan afectar el derecho que corresponde a su titular. En tal sentido, el 

Tribunal Constitucional ha establecido que la propiedad es un derecho 

que se determina por acción voluntaria de su titular, no por intromisión 

de terceros. Este es el argumento de la STC N° 008-2003-AI/TC, emitida 

por el Tribunal Constitucional, citado por Gonzales (2021), por tanto, la 

propiedad se encuentra a salvo del “solo querer de terceros” o por 

“causas extrañas o anómalas”. Este es al argumento de la STC N° 022-

2007-AA/TC, citado por Gonzales (2021), y, el Estado lo garantiza 

mediante un manto de inmunidad frente a cualquier ataque ajeno. Este 

es el argumento de la STC N° 0043-2007-AA/TC, citado por Gonzales 

(2021). 

El derecho de propiedad es un título jurídico que compendia un 

conjunto de libertades, facultades y poderes a favor de una persona en 

relación directa a una cosa que excluye a los terceros del disfrute, por 

tanto, el propietario goza de inmunidad como manto de protección para 

lograr que su respete su derecho o restablecer su ejercicio en caso de 
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cualquier perturbación, interferencia o injerencia indebida. Gonzales 

(2021) 

Así, pues, vemos que, la Tutela de la Propiedad encuentra asidero 

legal y constitucional, por cuanto, dispone que, si la propiedad es 

atentada por un tercero, entonces, surge el deber estatal de velar por su 

defensa con todos los mecanismos que la ley establece, que servirán al 

propietario a velar por su Derecho. 

Ahora, es menester precisar que, en uno de los fundamentos del 

VII Pleno Casatorio Civil, ha referido que, la propiedad no inscrita, es una 

clandestina o informal, sino que, ésta es sencillamente propiedad, por 

cuanto, así lo dispone la redacción del artículo 70. 

Por tanto, la Defensa del Derecho de Propiedad debe garantizarse 

a todas las personas por igual, y no solamente a un sector. 

TUTELA DE LA PROPIEDAD 

ACCIONES REALES 

Las acciones reales son medidas judiciales de la propiedad. Así: 

“Las acciones reales consisten en la facultad de poner en movimiento la 

función jurisdiccional, recabando la intervención de la justicia para lograr 

la protección del titular de un derecho real cuando entiende que esta ha 

sido lesionado por un tercero”. En definitiva, la finalidad de las acciones 

reales consiste en tutelar a los derechos reales cuando han sido 

desconocidos por otro sujeto, o de alguna forma se ha menoscabado la 

potestad que confieren sobre la cosa que es su objeto. Culaciati (2010) 

CARACTERÍSTICAS 

“Tutela fuerte”, pues el propietario o titular del derecho real puede 

recuperar la cosa de quien la tenga en su poder, sin necesidad de contar 

con relación jurídica con ese tercero. Así, por ejemplo, la reivindicatoria 

permite que el propietario logre la posesión del bien de cualquier 

persona. Lo mismo no ocurre en los derechos obligacionales, que 

confieren “tutela debilitada”, pues el acreedor que tiene derecho a la 
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posesión de la cosa, sin embargo, no puede dirigirse contra cualquier 

tercero, sino exclusivamente contra el deudor. Gonzales (2021) 

“Tutela directa” pues el propietario o titular del derecho real se 

dirige contra la cosa misma, sea para recuperarla, si se trata de derechos 

de disfrute, o para ejecutarla, si se trata de garantía. No puede 

reemplazarse por indemnización, es decir, el propietario no puede 

exigirle al invasor que le pague el valor del bien, si es que ello fuese más 

conveniente a sus intereses, ni viceversa, esto es, que el invasor pueda 

evitar el lanzamiento con el pago del valor de la cosa; por tanto, el titular 

actúa sobre la cosa. Esta es una importante, y decisiva, diferencia con 

los derechos obligacionales, pues en este último caso, el acreedor 

siempre puede decidir, ante el incumplimiento, la ejecución misma de la 

prestación o dejar sin efecto el vínculo para reemplazarlo por una 

indemnización. No obstante, el titular del derecho real tiene acción 

indemnizatoria-compensatoria cuando el poseedor ocasiona daños al 

bien, por lo que se acumula con la reivindicatoria; o acción 

indemnizatoria-sustitutiva, si la cosa se ha perdido, por lo que es 

imposible su recuperación física, por tanto, solo en ese caso, y a falta 

del bien mismo, entonces el resarcimiento adquiere el carácter de 

sustitución. Gonzales (2021) 

“Tutela definitiva”, pues la protección del ius exige acreditar una 

relación no-visible (ideal), esto es, una “titularidad jurídica” existente solo 

en el mundo de la abstracción de los derechos subjetivos, y por ello 

opera en un plano más complejo, pero en definitivo, por lo cual se 

requiere una controversia plenaria. Por tanto, el buen sentido exige que 

antes de consentir una modificación de los “es” (posesión), se debe 

previamente demostrar lo que “debe ser” (derecho). En tal sentido, las 

acciones reales son normalmente plenarias, en tanto el proceso de 

cognición amplía, pues todas las materias en torno al derecho discutido 

pueden ser objeto de debate, con amplitud de prueba, cuya finalidad es 

poner fin a la controversia de modo definitivo, mediante una sentencia 

con autoridad de cosa juzgada. No obstante, el legislador también prevé 
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acciones reales en defensa de la propiedad, pero sumarias, pues el 

debate se centra en una cuestión puntual, por determinadas 

circunstancias, sin que produzca cosa juzgada. Gonzales (2021) 

USUCAPIÓN 

La usucapión se incardina con los aspectos más profundos del 

hombre, de la vida y de su concepción del mundo. Se trata, pues, de un 

hecho visible, notorio, propio de la realidad física, y que supera las 

abstracciones, los formalismos, las ideas. Es el triunfo de lo material 

sobre lo ideal, por lo menos en el ámbito de la propiedad. El Derecho 

Romano, precisamente, se basa en cuestiones objetivas, de esencia, 

más allá de idealismos o subjetivismos. Este principio es la base 

justificativa de la usucapión como hecho que identifica la propiedad. 

Gonzales (2015) 

En efecto, la usucapión se construye como la realidad misma de la 

propiedad, pues se trata de lo único que tiene existencia comprobable y 

cierta; por el contrario, los títulos de propiedad formales (contratos, 

herencias, etc.) son abstracciones que siempre pueden atacarse, 

invalidarse o, finalmente, ponerse en duda porque el transmitente no es 

el real titular. A diferencia de la titulación formal que puede ser o no-ser; 

en cambio, la posesión que funda la usucapión, es. De esta forma, el 

hecho social se convierte en la verdad jurídica. La usucapión es la 

propiedad. Gonzales (2015) 

MODO ORIGINARIO DE ADQUIRIR LA PROPIEDAD 

Los modos de adquisición de la propiedad son a título originario o 

a título derivado. Los modos de adquisición a título derivativo son 

aquellos que presuponen la precedente titularidad del derecho en 

cabeza de un sujeto determinado; aquellas a título originario, en vez, 

producen el efecto adquisitivo independiente de la precedente titularidad 

del derecho en cabeza de un determinado sujeto. Cervelli (s.f.) 

Lógicamente el modo derivado de adquirir la propiedad se dará 

siempre en cuando, existan dos sujetos o centros de imputación 
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normativa, uno quien transfiera y el otra que adquiere. De ahí los 

denominados, transferente y adquirente. Cervelli (s.f.) 

Los modos originarios son aquellos en donde el sujeto se convierte 

en titular por encontrarse en la hipótesis que la norma reconoce como 

causante del efecto adquisitivo, sin que el anterior propietario preste su 

concurso a la transferencia, esto es, sin que se produzca el fenómeno 

legal de transmisión (dar y recibir). Gonzales (2021) 

Como vemos, los modos de adquisición del Derecho de propiedad 

pueden ser de dos modos, el derivado y originario, pues, en el primero, 

existe una transmisión, mientras que, en el segundo, por el cumplimiento 

de los requisitos legales se produce la adquisición. Por lo tanto, el bien 

inmueble adquirido a través de la Usucapión, no tiene vinculación con un 

transferente. 

LA PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA ES EL TÍTULO JURÍDICO CON 

MAYOR FORTALEZA 

Corte Superior de Justicia de Lima, Primera Sala Civil, Expediente 

N° 87154-2004, ponente Juez Superior Titular Gunther Hernán Gonzales 

Barrón 

Cuarto: El principal problema de la propiedad es conseguir un título 

definitivo, pero, ¿cómo saber quién es el propietario de cada una de las 

cosas que existen en la realidad? Se trata de una tarea difícil, sino 

imposible de dilucidarla con certeza. 

Este tema nos lleva directamente a un dilema filosófico de mayores 

alcances: ¿preferimos la verdad (lo absoluto) o la verosimilitud (lo 

relativo)? La primera es, sin dudas, la opción racional, pues la mera 

posibilidad suena a un torpe consuelo. Pero, ¿qué sucede cuando la 

verdad sobre la historia del dominio de un bien no es cognoscible? En 

tal situación, solo quedaría conformarnos con lo poco o mucho del 

conocimiento que le sea alcanzable a la inteligencia humana. 
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La usucapión es una transacción en este debate filosófico, pues no 

se opta por una verdad ideal o metafísica, sino, por una verdad 

pragmática, material, comprobable por los sentidos. No se renuncia a la 

verdad, pero se construye una adecuada al Derecho, con base física, 

antes que abstracta. Por tanto, se construye una verdad racional y crítica 

que funda la verdad. 

La ontología de la propiedad (su “ser”) se encuentra en su propia 

finalidad, esto es, en aprovechar la riqueza material a efecto de potenciar 

el disfrute. En tal contexto, la usucapión se construye como realidad 

misma de la propiedad, pues se trata de lo único que tiene existencia 

comprobable y cierta. Por el contrario, los títulos de propiedad formales 

(contratos, herencia, etcétera.) son abstracciones que siempre pueden 

atacarse o ponerse en duda. 

Por tanto, no tiene sentido decir que la usucapión sea considerada 

una “apariencia” (¿Apariencia de qué?), pues se constituye en la realidad 

última de la propiedad, en el cierre del sistema patrimonial de las cosas. 

Quinto: A diferencia de la titulación formal que puede estar (en el 

mundo) o no; en cambio, la posesión está aquí y ahora. De esta forma 

nos encontramos con una realidad externa que manifiesta la sujeción 

que una persona ejerce sobre alguna porción del mundo, en su propio 

beneficio. Esta verdad que opera exclusivamente en el ámbito físico, se 

convierte en la verdad jurídica. La usucapión es la propiedad. La verdad 

-propiedad- se revela con la usucapión. La propiedad es la revelación, 

está presente, se “des-oculta”; mientras la usucapión es el ente que lo 

revela. 

La usucapión se incardina con los aspectos más profundos del 

hombre, de la vida y se su concepción del mundo. Se trata, pues, de un 

hecho visible, notorio, propio de la realidad física, y que supera las 

abstracciones, los formalismos, las ideas. Es el triunfo de la materialidad 

sobre el puro idealismo; por lo menos en el ámbito de la propiedad. El 

Derecho Romano, precisamente, se basa en cuestiones objetivas, de 



 

118 
 

esencia, más allá de idealismos o subjetivismos. Este principio es la base 

justificativa de la usucapión como hecho que identifica la propiedad. Este 

es el argumento de De Martino, 2004, citado por Gonzales (2013) 

Sexto: Esta verdad fenomenológica no es casual ni azarosa. Si la 

propiedad es la usucapión, téngase en cuenta que la usucapión es la 

posesión. Por tanto, y finalmente, desde una visión filosófica, la 

propiedad es posesión; por lo que este es el fundamento o razón de ser 

de aquella. En efecto, nadie puede poner en duda que el título de 

dominio existe a efecto de permitir el disfrute pacífico de los bienes. Ello 

significa que el título es un medio para lograr el fin; y en esa perspectiva, 

la posesión (fin) tiene lugar de primicia. El evento de la realidad que 

configura la propiedad no es cualquier hecho; sino, precisamente, aquel 

que lo determina y lo conforma. La posesión es un fenómeno al que debe 

regresarse para evitar la huida del “mundo de la vida.” Este es el 

argumento de Gonzales, 2004, citado por Gonzales (2013) 

La propiedad es fruto del esfuerzo y del trabajo; y precisamente la 

posesión es el trabajo del hombre aplicado a las cosas. Entonces, la 

posesión es la causa moral y jurídica de la propiedad; su fundamento 

último; el fenómeno social que se erige en su esencia y basamento. 

Siendo así, el reconocimiento legal de la propiedad en manos de un 

sujeto requiere de una u otra manera la posesión. De esta forma, la 

propiedad no es otra cosa que una posesión vestida por el tiempo 

(usucapión), en la afortunada metáfora de Savigny. 

Por tal razón, bien puede decirse que la prescripción adquisitiva, o 

usucapión, es el medio de convertirse en propietario por efecto de una 

posesión autónoma y sin dependencia de otro, que extiende por un largo 

periodo de tiempo, y siempre que el anterior titular abandona el bien pues 

no hace patente una voluntad formal de contradicción. En buena cuenta, 

la posesión es trabajo, es riqueza, es el origen de la propiedad. Este es 

el argumento de Villar, 2003, citado por Gonzales (2013) 
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Por tanto, resulta claro que la usucapión no es una reliquia histórica 

de otras épocas, ni un “mal menor” ante la imposibilidad de probar el 

dominio de manera incontrovertible. Todo lo contrario, pues nos 

encontramos ante una institución jurídica que se radica en el mundo de 

la vida, no en el de las meras formas o abstracciones, que vivifica día a 

día la propiedad, le hace humana y social, le da concreción y efectividad. 

Sin la prescripción adquisitiva, la propiedad podría reducirse a un 

conjunto de artificios técnico-jurídicos, siempre favorables a las clases 

detentadoras de la riqueza, que por eso mismo dominan los artificios, 

pero alejado del ser humano y su sentir. No otra cosa sucede en el 

sistema jurídico alemán, que pretendió excluir la usucapión del ámbito 

de los bienes inmuebles, por lo que dio lugar a un ordenamiento 

excesivamente formalista, sin vida, reducido a rituales, por lo que 

modernamente es objeto de fundadas críticas. Este es el argumento de 

Badosa, 2009, citado por Gonzales (2013) 

USUCAPIÓN NO ES PRUEBA, ES MODO ADQUISITIVO 

Es usual pensar que la prescripción adquisitiva no le sirve al 

propietario, en cuanto este no la necesita, pues ya alcanzó el derecho; 

por tanto, un importante sector doctrinal se muestra contrario a la 

“prescripción del propietario”, por cuestiones estrictamente dogmáticas 

(“el dominio ya no necesita de la usucapión, por lo que en todo caso se 

trata de un medio de prueba”) [la expresión entre paréntesis] Es el 

argumento de Avendaño, (1993), citado por Gonzales (2015), o porque 

es “es jurídicamente imposible” [la expresión entre comillas] Es el 

argumento de Avendaño, (2011), citado por Gonzales (2015); mientras 

que, la otra tesis, la acepta por cuestiones funcionales y valorativas 

(reafirma la posición jurídica del titular). Gonzales (2015) 

La discusión doctrinal a la que se refiere Gonzales, está referida a 

que, un propietario no puede invocar judicialmente que se le declare 

propietario en virtud de la Usucapión, dado que, entre otros, la 

Usucapión constituiría un medio de prueba, sin embargo, esto no es así, 
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pues, como bien señala la Sentencia de Casación N° 672-2001-Lima, en 

su Considerando CUARTO: 

Si el título de propiedad del que alega la prescripción es dudoso o 

adolece de algún defecto que impida la inscripción de la compraventa en 

los Registros Públicos, no existe inconveniente legal en demandar la 

prescripción adquisitiva de propiedad sustentada en el artículo 

novecientos cincuenta del Código Civil, porque de otra manera no podría 

obtener la inscripción. 

Y, en su Considerando QUINTO: 

Que, el artículo novecientos cincuenta del Código Civil no contiene 

ninguna limitación para adquirir por prescripción a quien se considere 

propietario del inmueble y además de acuerdo con el artículo 

novecientos cincuenta y uno del mismo Código, la posesión tiene que 

ser continua, pacífica, pública como propietario. 

Finalmente, en su Considerando SÉTIMO: 

(…) se han interpretado erróneamente el artículo novecientos 

cincuenta del Código Civil y que la interpretación correcta de dicho 

dispositivo es que también puede reclamar la prescripción adquisitiva, 

quien se considere como propietario por tener un contrato de 

compraventa, pero puede ignorar que en su título o modo de adquirir 

exista vicio que lo invalide. 

Pues bien, si un propietario con contrato de compraventa ya es 

titular a tenor del art. 949 de CC, pero luego le suma una segunda causa 

jurídica de adquisición, como la usucapión art. 950 del CC, entonces 

dicho titular puede considerarse como domino, ya sea por contrato o por 

prescripción adquisitiva. El tema no es baladí, y tiene importancia, pues 

en caso que el contrato de venta se anule, por ejemplo, o quien vendió 

resulte no ser propietario, entonces dicho comprador igual será 

propietario, ya no por el contrato, sino por la usucapión. Gonzales (2015) 
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Por tanto, la prescripción del propietario no constituye “prueba de 

la propiedad”, pues, en realidad, el titular suma una nueva causa legal 

de adquisición que reafirma y consolida su posición jurídica. Siendo así, 

la usucapión siempre se constituye, incluso en el caso de la prescripción 

del propietario, en un modo de adquisición del dominio. Ello no quita que 

dicha función jurídica permita, en el ámbito sociológico, regularizar 

situaciones dudosas, inciertas o defectuosas. Gonzales (2015) 

(…) “la prescripción adquisitiva del propietario” es viable, no como 

simple medio de prueba, sino, como un nuevo (y autónomo) modo de 

adquisición, siempre que se trate de hecho sobrevenido. En efecto, el 

comprador que adquiere la propiedad por contrato no puede invocar la 

usucapión pasada, pues su título es derivado, por lo que el acto de 

transferencia subsume cualquier título anterior del transmitente, sea de 

cualquier tipo, originario o derivado; por tanto, luego del contrato, y, en 

forma sobrevenida, nada impide que el comprador inicie el plazo de la 

usucapión a través de la posesión, por lo que es su momento podrá 

sumar una segunda causa posesoria. Gonzales (2021) 

Conforme a lo expuesto, por Gonzales, si el propietario adquiere un 

inmueble a causa de un título derivado, y al transcurrir un periodo, nada 

impide a que éste le sume la causa de adquisición originaria, que, no es 

otra cosa que la Usucapión. 

Al respecto existen diversos argumentos en favor y en contra, sin 

embargo, lo cierto es que, el propietario que invoca la Usucapión está 

defendiendo su Derecho de Propiedad, razón por la cual, el Estado debe 

garantizarla y velar por su tutela, dado que, la Usucapión constituye un 

mecanismo de defensa de este Derecho. 

FINES DE LA USUCAPIÓN 

En buena cuenta, la usucapión se fundamenta en los siguientes 

fines: 
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Certeza de los derechos, mediante el reconocimiento definitivo de 

las titularidades sobre las cosas, basado en el fenómeno cierto de la 

posesión. Gonzales (2015) 

Obligación de disfrute de los bienes, como mecanismo que difunde 

el bienestar de la riqueza material entre toda la sociedad. La propiedad 

es el derecho individual en relación directa con la función social que 

justifica dicha prerrogativa. Gonzales (2015) 

Modelo ético en la atribución y pérdida de las cosas materiales, en 

cuanto el propietario abstencionista que no hizo reclamo alguno por la 

posesión ajena, entonces se le tiene por renunciante; y no existe dilema 

moral si el propio titular desatiende y abandona sus bienes. Gonzales 

(2015) 

La triada de fines tiende hacia lo mismo: la pacificación de las 

relaciones sociales, mediante la identificación entre el hecho y el 

derecho; sin que la disociación de ambos llegue a desembocar en un 

predecible conflicto que ponga en cuestionamiento el orden jurídico y la 

subsistencia de la propia sociedad. Gonzales (2021) 

LA POSESIÓN COMO BASE DE LA USUCAPIÓN 

La propiedad nace de la posesión de las cosas, y el dominio se 

justifica como un título que el ordenamiento confiere para lograr la 

posesión. En tal contexto, la posesión es la madre que alumbra la 

propiedad, y por ello la usucapión viene a ser el mecanismo 

paradigmático para adquirir los derechos sobre las cosas. Gonzales 

(2015) 

El artículo 896, del CC, establece: 

La posesión es el ejercicio de hecho de uno o más poderes 

inherentes a la propiedad. (Presidencia de la República. 1984, 14 de 

noviembre). Decreto Legislativo N° 295, por el cual se aprueba el Código 

Civil. 
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Nosotros consideramos que, esta definición legal no resulta 

suficiente, por tanto, la sola posesión es el control voluntario de un bien 

con relativa permanencia o estabilidad, destinado al beneficio propio 

(autónomo) cuya finalidad es el uso y el disfrute en cualquier momento, 

sin necesidad de un título jurídico que sirva de sustento. Gonzales (2014) 

Tanto de la definición legal y, de la opinión del mencionado autor, 

comprendemos que, existe un sujeto quien es el poseedor y, la acción 

de poseer. 

En ese sentido, el poseedor es el sujeto quien ejerce un control 

voluntario sobre el bien, a razón de aprovecharse, beneficiarse o servirse 

de él, para lo cual no requiere o necesita de algún documento legal o 

jurídico que lo autorice para ello. 

Por tanto, la posesión es el control voluntario que se ejerce sobre 

un bien, sin necesidad de contar con un título jurídico, por cuanto, este 

es un hecho y no un Derecho Real. 

Ahora bien, el artículo 912, del Código Civil, dispone: 

El poseedor es reputado propietario, mientras no se pruebe lo 

contrario. (…). (Presidencia de la República. 1984, 14 de noviembre). 

Decreto Legislativo N° 295, por el cual se aprueba el Código Civil. 

La norma en cuestión, resulta clara, si una persona se encuentra 

en posesión de un bien, se le considera propietario, y quien niegue tal 

condición, entonces debe probarla. 

Hacemos referencia a aquella norma, a razón que, si una persona 

se encuentra en posesión de un inmueble, entonces se le reputa como 

propietario del mismo, y, quien afirme lo contrario debe probarlo o 

acreditarlo. 

En atención a ello, quien se encuentre en posesión de un inmueble, 

probablemente se encuentre pagando diversos servicios básicos, tales 

como, luz, agua, alcantarillado, impuestos municipales, entre otros. 
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Entonces, al momento de verificar la posesión de un bien inmueble 

debemos tener en cuenta que, no solamente debemos verificar el hecho 

fáctico sino también jurídico, por ejemplo, acudir a la Municipalidad que 

se encuentre dentro del radio urbano del predio. 

Lo anterior, con la finalidad que, en el caso de doble compraventa 

o doble venta, si el mismo vendedor celebra un segundo contrato, 

entonces el segundo comprador deberá verificar quien se encuentra en 

posesión del bien inmueble y, también deberá acudir a la Municipalidad 

a efecto de verificar si su transferente se encuentra pagando el impuesto 

predial o si es otra persona quien los realiza o, en su defecto, si existe 

algún trámite en curso, respecto al cambio del nombre del propietario del 

inmueble; también consideramos que, deberá acudir a las instituciones 

que, brindan servicios básicos al inmueble, con la finalidad de realizar 

las mismas actuaciones en la Municipalidad. 

En el caso que tome conocimiento de alguna sospecha o 

irregularidad, y pese a ello, compra el bien inmueble entonces está 

asumiendo el riesgo que la propiedad no le pertenece a su transferente. 

Por tanto, consideramos en este punto que, quien adquiere un bien 

inmueble no solo debe verificar los asientos y archivos que constan en 

los registros, sino también debe verificar la información Municipal y sobre 

todo de aquellas instituciones que brindan servicios básicos. De modo 

que, en su conjunto tienen información del bien inmueble, y, como es de 

saberse esta información es pública y, por tanto, puede ser conocida por 

todos. 

MODALIDADES DE LAS USUCAPIÓN 

USUCAPIÓN EXTRAORDINARIA 

La usucapión extraordinaria (o larga) tiene como antecedente la 

llamada “prescripción por largo tiempo” (longi temporis prescriptio), cuyo 

fundamento no solo se encuentra en subsanar la falta de poder de 

disposición del transferente, pues, con esta figura se logra subsanar 
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cualquier defecto del título, o incluso se consuman adquisiciones sin 

título. Gonzales (2015) 

Por tanto, la usucapión extraordinaria es el mejor remedio último 

para regularizar situaciones de hecho largamente consolidadas por el 

paso del tiempo, y en las que no se toma en cuenta los requisitos de 

orden jurídico-formal, pues basta la posesión continua, pacífica, pública 

y como propietario. En este caso, lo único que juega es la apariencia 

fáctica y su continuidad, más no la apariencia legal; por lo que la 

posesión de larga data, sin requisitos legales de orden formal, puede 

convertirse en el mejor título. Gonzales (2015) 

En el artículo 950, del CC, se encuentra regulada la usucapión 

extraordinaria, definiéndola como: 

La propiedad inmueble se adquiere por prescripción mediante la 

posesión continua, pacífica y pública como propietario durante diez 

años. (Presidencia de la República. 1984, 14 de noviembre). Decreto 

Legislativo N° 295, por el cual se aprueba el Código Civil. 

La usucapión viene a ser el instituto por el cual el poseedor 

adquiere el derecho real que corresponde a su relación con la cosa 

[propiedad, usufructo], por la continuación de la posesión durante todo 

el tiempo fijado por ley. (Este es el argumento de Papaño, et al, (2007), 

citado por la Corte Suprema de Justicia de la República, en el II Pleno 

Casatorio Civil, contenido en la Sentencia de Casación N° 2229-2008-

Lambayeque) 

Ante ello, manifestamos, en primer lugar, que, la prescripción 

adquisitiva o usucapión constituye un modo originario de adquirir la 

propiedad; en segundo lugar, la posesión continua, pacífica, pública y 

como propietario (animus domini); y, finalmente, el rango de tiempo que 

se ejerce la posesión sobre el inmueble. 
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REQUISITOS DE LA USUCAPIÓN 

POSESIÓN CONTINUA 

Según el II Pleno Casatorio Civil, contenido en la Sentencia de 

Casación N° 2229-2008-Lambayeque, emitido por la Corte Suprema de 

Justicia de la República, en su Considerando 44, establece: 

La continuidad de la posesión es la que se ejerce sin interferencias, 

es decir sin solución de continuidad, lo cual no quiere decir que nuestra 

legislación exija la permanencia de la posesión, puesto que se pueden 

dar actos de interrupción como los previstos por los artículos 904 y 953 

del Código Civil, que vienen a constituir hechos excepcionales, por lo 

que, en suma, se puede decir que la posesión continua se dará cuando 

esta se ejerza a través de actos posesorios realizados en la cosa, sin 

contradictorio alguno, durante todo el tiempo exigido por ley. 

En tal sentido, la Posesión Continua se define como aquella 

posesión que se ejerce sobre el bien sin ningún acontecimiento fáctico o 

jurídico que lo obstaculice. 

Para que se cumpla con este requisito no es necesario que el 

poseedor tenga un ejercicio permanente de posesión sobre el bien, basta 

que se ejercicio sea conforme a las características propias del bien que 

posee. Berastain, et al, (2020) 

Por lo tanto, la posesión será continua cuando se ejerce y se 

mantiene en el tiempo, sin que exista ninguna interrupción. 

POSESIÓN PACÍFICA 

La posesión debe ser exenta de violencia física o moral. Berastain, 

et al, (2020). Ser pacífica significa que el poder de hecho sobre la cosa 

no se mantenga por la fuerza. Por tanto, aun obtenida violentamente, 

pasa a haber posesión pacífica una vez que cesa la violencia que 

instauró el nuevo estado de las cosas. Este es el argumento de 

Albaladejo, citado por Berastain, C, et al, (2020) 
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De tal manera, una posesión será pacífica cuando se encuentre 

conforme a las normas de convivencia que obedecen a las reglas de la 

moral. 

POSESIÓN PÚBLICA 

Es decir, que exista una exteriorización de los actos posesorios, 

que actúe conforme lo hace el titular de un derecho. El usucapiente es 

un contradictor del propietario o del poseedor anterior. Por eso, es 

necesario que la posesión sea ejercida de manera que pueda ser 

conocida por estos, para que pueda oponerse a ella si ésa es su 

voluntad. Berastain, et al, (2020). Si ellos pudieron conocer esa posesión 

durante todo el tiempo que duró, y no lo hicieron, la ley presume en ellos 

el abandono, y la posesión del usucapiente se consolida. Este es el 

argumento de Kiper, et al, citado por Berastain, et al, (2020). 

Una posesión será pública cuando mediante los actos del poseedor 

demuestre que es el propietario, mas no actúa con temeridad, sino con 

publicidad, seguro de sus acciones. 

COMO PROPIETARIO – ANIMUS DOMINI 

Se entiende que el poseedor debe actuar con animus domini sobre 

el bien, pero no se trata creerse propietario, sino comportarse como tal. 

Berastain, et al, (2020) 

Entonces el animus domini, implica un comportamiento del 

propietario sobre el bien, es decir, que es lo que normalmente haría un 

propietario con su inmueble; a manera de ejemplo, puede pintarla, 

arrendarla, celebrar un gravamen, etc., lo que evidencia una clara 

expresión de explotación al inmueble, por tanto, el animus domini refleja 

una conducta de señorío del propietario sobre el bien. 

USUCAPIÓN ORDINARIA 

En el segundo párrafo del artículo 950, del CC, se encuentra 

regulada la Usucapión Ordinaria, de la siguiente manera: 
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Se adquiere a los cinco años cuando median justo título y buena 

fe. (Presidencia de la República. 1984, 14 de noviembre). Decreto 

Legislativo N° 295, por el cual se aprueba el Código Civil. 

La usucapión ordinaria acorta el plazo de posesión exigido para la 

producción del efecto adquisitivo, pues se supone que el justo título y la 

buena fe presente en este caso, Gonzales (2011), rodean al poseedor 

de una mayor apariencia de legitimidad (Este es el argumento de Álvarez 

(1986), citado por Gonzales (2011) 

El justo título para la usucapión ordinaria debe ser cualquier acto 

dirigido a producir la adquisición, esto es, debe tratarse de un acto 

traslativo cuya finalidad sea la salida de un bien del patrimonio de un 

sujeto y el correlativo ingreso al patrimonio del otro. Gonzales (2011) 

En consecuencia, el justo título será cualquier acto o negocio 

jurídico a título particular (no universal, como la herencia), cuya finalidad 

sea la transferencia de la propiedad, siempre que sea válido, por lo que 

su único defecto está circunscrito a la falta de poder de disposición del 

transmitente. Gonzales (2011) 

La buena fe no solo es “creencia” fundada en un estado psicológico 

(meramente interno) del poseedor, pues también debe responder al 

modo de actuar honesto de una persona. Por tanto, la buena fe no puede 

fundarse nunca en error inexcusable, en cuanto existe un deber social 

de actuar con diligencia. Por ello, se exige que el poseedor ostente el 

título de adquisición de la propiedad para sustentar su “creencia 

honesta”. Gonzales (2015) 

Ahora bien, pensemos en el siguiente supuesto, un vendedor 

celebra una compraventa con un primer comprador, y su adquisición 

consta en una Escritura Pública de Contrato de Compraventa, y luego 

toma posesión del bien por más de 05 años; posteriormente el mismo 

vendedor celebra una segunda compraventa con un segundo comprador 

(respecto del mismo bien) e inscribe su derecho en registros públicos, 



 

129 
 

por lo que acude al bien inmueble y toma conocimiento que el primer 

comprador se encuentra en posesión del predio. 

En este supuesto, el primer comprador-poseedor habrá adquirido 

el bien por causa de la Usucapión, y ante cualquier intromisión de un 

tercero, podrá defenderse invocando la misma. 

Empero, cuando surja el proceso judicial en que un tercero alegue 

tener un título inscrito frente al poseedor, dará inicio a un litigio, de tal 

manera que, una vez iniciado este proceso, no simplemente es invocar 

o alegar que se ha adquirido el inmueble mediante la Usucapión 

ordinaria, sino que, debemos tener una adecuada estrategia legal, y esto 

será posible mediante el uso de las correctas normas procesales al caso 

en particular. 

Por tal motivo, en los siguientes puntos, abordaremos la mejor 

forma de utilizar la Usucapión en un proceso judicial, a razón de defender 

el Derecho de Propiedad, del poseedor, quien generalmente se ve 

perjudicado. 

SUB CATEGORÍA 2 

LA RECONVENCIÓN 

El artículo 445, del Código Procesal Civil, que establece: 

La reconvención se propone en el mismo escrito en que se contesta 

la demanda, en la forma y con los requisitos previstos para ésta, en lo 

que corresponda. 

La reconvención es admisible si no afecta la competencia ni la vía 

procedimental originales. 

La reconvención es procedente si la pretensión contenida en ella 

fuese conexa con la relación jurídica invocada en la demanda. En caso 

contrario, será declarada improcedente. 

El traslado de la reconvención se confiere por el plazo y en la forma 

establecidos por la demanda, debiendo ambas tramitarse conjuntamente 



 

130 
 

y resolverse en la sentencia. (Presidencia de la República. 1993, 22 de 

abril. Decreto Legislativo N° 768, por el cual se aprueba el TUO, del 

Código Procesal Civil). 

La reconvención es “el ejercicio del derecho de acción por parte del 

demandado, ergo, esto solo puede ocurrir en un proceso ya iniciado, en 

el que este ha sido emplazado. Por tal mérito, el demandado incorpora 

al proceso una pretensión propia, absolutamente autónoma respecto de 

la pretensión contenida en la demanda, la que además está dirigida 

contra el demandante” Monroy (1996). 

La Sentencia de Casación N° 354-2017-Lima Norte, en su 

Considerando 3, dispuso:  

La reconvención no se plantea aparte sino dentro del mismo 

proceso, lo cual implica que tanto el demandante como el demandado 

originario tenga a la vez la categoría procesal contraria, y además está 

autorizada por razones de economía procesal, para evitar un doble litigio 

entre las mismas partes tal y conforme lo señala el artículo 445, del 

Código Procesal Civil. 

Entonces, la reconvención es aquella institución jurídica de 

naturaleza procesal que, viene a ser el ejercicio del derecho de acción 

del demandado, y, que, al mismo tiempo, contiene una pretensión 

autónoma del demandado dirigido contra el demandante. Este es el 

argumento de Hinostroza, citado por Franciskovic, et al, (2017). 

Aquella pretensión debe guardar conexidad con la pretensión 

invocada por el accionante, empero no la contradice. No se plantea 

aparte sino dentro del mismo proceso, lo cual implica que tanto el 

demandante como el demandado originario tengan a la vez la categoría 

procesal contraria. Este es el argumento de Hinostroza, citado por 

Franciskovic, et al, (2017). 

Por tanto, la reconvención es aquella institución procesal que 

nuestro ordenamiento jurídico reconoce y faculta al demandado, a razón 
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de ejercer su Derecho de Defensa a efecto de “contrademandar al 

demandante”. 

Que, en este caso, cuando el demandante emplace al comprador 

poseedor, reclamando la titularidad del bien, y alegando su Buena Fe en 

su adquisición [pudiendo ser por diversas pretensiones, como la 

Reivindicatoria, Acción Declarativa de Dominio, entre otras], entonces, 

éste demandado, al momento de contestar la demanda deberá 

Reconvenir a través de la Usucapión. 

Para lo cual el demandado comprador, deberá tener en 

consideración los requisitos de la Reconvención, que desarrollamos en 

el apartado siguiente. 

REQUISITOS DE PROCEDENCIA 

El artículo 84, del Código Procesal Civil, prevé: 

Hay conexidad cuando se presentan elementos comunes entre 

distintas pretensiones o, por lo menos, elementos afines en ellas. 

(Presidencia de la República. 1993, 22 de abril. Decreto Legislativo N° 

768, por el cual se aprueba el TUO, del Código Procesal Civil). 

La conexión “(…) es aquella relación entre dos o más acciones que 

consiste en la identidad de alguno de sus elementos. Palomino (1966). 

En tal sentido, la Sentencia de Casación N° 163-2006-Lima, 

dispuso: (…) El artículo 84, del Código Adjetivo [C.P.C.] establece que: 

(…) existe conexidad entre pretensiones cuando éstas presentan 

elementos comunes (…) 

Entonces, entre la Acción Reivindicatoria, Acción Declaratoria de 

Dominio, que fuera postulada por el comprador que cuenta con Título 

Inscrito, y el comprador que cuente con título o no, pero con posesión 

del inmueble, entre la pretensión del actor y el emplazado existe 

conexidad que se fundamenta en el Derecho de Propiedad del inmueble, 
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por tanto, se cumple con el primer requisito de acumulación, esto es, la 

conexidad entre las pretensiones que se pretenden acumular. 

CONEXIDAD PROPIA 

Conforme a lo establecido en la ejecutoria que hemos descrito con 

anterioridad, refiere que, esta conexidad exige la identidad de elementos 

de las pretensiones, y estos son los siguientes. 

SUJETOS 

En primer lugar, es el sujeto activo o demandante, en tanto que, es 

él quien en el ejercicio de su derecho de acción acude al Poder Judicial, 

pidiendo la tutela jurisdiccional, a efecto que, solucione su conflicto de 

intereses o su incertidumbre jurídica (de algún derecho que se le ha 

vulnerado, o esclarecimiento, según corresponda). 

Que, en este caso, es el comprador con Título Inscrito quien 

reclama su titularidad sobre un inmueble determinado 

En segundo -y último- lugar, es el sujeto pasivo o demandado, 

puesto que, es él a quien se dirige la pretensión del demandante. Frente 

a ello, este sujeto pasivo, en el ejercicio de su Derecho de Defensa, 

buscará proteger su derecho. 

Que, en este caso, es el comprador poseedor que no cuenta con 

Título, pero se encuentra en posesión del bien. 

OBJETO 

Está constituido por el contenido de la prerrogativa del titular. Así, 

el derecho de propiedad objeto es ese cúmulo de beneficios y provechos 

que la cosa puede brindar al dueño de ella, y en los derechos de crédito 

u obligacionales el objeto es la pretensión que debe satisfacer el deudor 

a favor del acreedor. Llambías (1967). 

Sobre este elemento, en este caso, el propósito que persigue el 

demandante es la titularidad del Derecho der Propiedad sobre el 
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inmueble determinado, por parte del demandado reconviniente, es el 

mismo, quien también reclama su titularidad sobre el inmueble. 

CAUSA 

Está constituida por los hechos que sustentan la pretensión 

además del sustento jurídico de la misma. Rioja (2017) 

De modo tal, la causa de la pretensión está conformada por los 

fundamentos fácticos y jurídicos; los cuales -al mismo tiempo- son 

requisitos de forma de una demanda. 

Que, en este caso, por parte del comprador con Título Inscrito, su 

pretensión se sustenta en los hechos fácticos que configuran la 

consecuencia jurídica de la inscripción registral, la que, en síntesis, son 

los artículos 2014 y 2022, del CC, sobre la titularidad del bien inmueble. 

Mientras que, por parte del demandado reconviniente, su 

pretensión se sustenta en los hechos fácticos que configuran la 

consecuencia jurídica de su posesión, la que, en síntesis, es el artículo 

950 y 952, del CC. 

Razones por las cuales, se cumple con el requisito de la causa, 

como requisito de la Reconvención. 

ACUMULACIÓN 

El artículo 85, del Código Procesal Civil [en adelante CPC], 

dispone: 

Se pueden acumular pretensiones en un miso proceso siempre que 

estas: 

1. Sean competencia del mismo Juez; 

2. No sean contrarias entre sí, salvo que sean propuestas 

subordinada o alternativa; 

3. Sean tramitables en una misma vía procedimental. 
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4. Se exceptúan de estos requisitos los casos expresamente 

establecidos en este Código y leyes especiales. 

También son supuestos de acumulación los siguientes: 

a. Cuando las pretensiones sean tramitadas en distinta vía 

procedimental, en cuyo caso, las pretensiones acumuladas se 

tramitan en la vía procedimental más larga prevista para 

algunas de las pretensiones acumuladas. 

b. Cuando las pretensiones sean de competencia de jueces 

distintos, en cuyo caso la competencia para conocer las 

pretensiones acumuladas corresponderá al órgano 

jurisdiccional de mayor grado. (Presidencia de la República. 

1993, 22 de abril. Decreto Legislativo N° 768, por el cual se 

aprueba el TUO, del Código Procesal Civil). 

Sobre el artículo en mención, y segundo párrafo del artículo 445, 

del Código Procesal Civil. 

Señalamos que, por la complejidad de las pretensiones, se tramitan 

en la vía procedimental de Conocimiento, siendo el proceso más largo 

que prevé nuestro Código Procesal Civil y, que, la Prescripción 

Adquisitiva, se tramita en la vía procedimental del Abreviado, siendo el 

proceso de duración intermedia. 

Siguiendo aquella premisa, cuando el primer comprador interponga 

su Demanda bajo la Pretensión Reivindicatoria o Declarativa de 

Dominio, éstas se tramitan en el Proceso de Conocimiento, pues, cuando 

el comprador-poseedor conteste la demanda, y reconvenga a través de 

Usucapión (que se tramita en la vía abreviada), será acumulada al 

proceso de Conocimiento, dado que, cumple con el requisito de 

acumulación previsto en el literal a) del artículo 85, del CPC. 

En consecuencia, por estos fundamentos, consideramos que, el 

Mecanismo de Tutela del Derecho de Propiedad que puede utilizar el 

comprador-poseedor (que se vea afectado por la doble venta) lo 
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constituye la Reconvención bajo la pretensión de la Usucapión, alegando 

que, ha adquirido el bien en controversia por haber operado la 

Prescripción Adquisitiva. 

SOLUCIONES DE ESTA SUB CATEGORÍA 

Ante una doble compraventa, se encuentra la controversia entre el 

propietario con Título Inscrito y el propietario con Título no Inscrito (en 

sus diversas formas), de tal manera, tenemos al Tercero Registral, que 

alega su Buena Fe en su adquisición formal basada en los registros 

públicos, y, el adquirente que alega su posesión sobre el bien, basado 

en un hecho jurídico. 

El comprador primigenio puede defenderse a través de la 

Usucapión, alegando básicamente que, su adquisición consta en un 

justo título, estuvo en posesión por más de 05 años (o más de 10 años) 

y, por tanto, en su beneficio ha operado la usucapión, razón por la cual, 

cualquiera fuera la pretensión del segundo comprador no debería 

prosperar, en atención a lo siguiente: 

El artículo 2014, del Código Civil, establece que: 

El tercero que de buena fe adquiere a título oneroso algún derecho 

de persona que en el registro aparece con facultades para otorgarlo, 

mantiene su adquisición una vez inscrito su derecho, aunque después 

se anule, rescinda, cancele o resuelva el del otorgante por por virtud de 

causas que no consten en los asientos registrales y los títulos archivados 

que lo sustentan. 

La buena fe del tercero se presume mientras no se prueba que 

conocía la inexactitud del registro. (Presidencia de la República. 1984, 

14 de noviembre). Decreto Legislativo N° 295, por el cual se aprueba el 

Código Civil. 

La figura central del principio de fe pública registral lo constituye el 

tercero registral, quien es la persona que recibe la protección del Estado 

en lo que respecta al mantenimiento de su derecho, aunque se anule, 
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rescinda o resuelva e de su transferente por virtud de causas que no 

constan en el registro. Amado (2021) 

El tercero no es otro sino el titular registral que resulta beneficiado 

o perjudicado, por aplicación de los principios que recoge el sistema 

registral, respecto de una relación jurídica ajena, pero conexa con su 

derecho inscrito y que confronta con el mismo. Amado (2021) 

Así las cosas, en el caso que, el segundo comprador manifieste 

que, su adquisición se encuentra protegida por el artículo 2014, del 

Código Civil, referido a la buena fe pública registral. Pues, esta norma 

tiene un ámbito estricto de aplicación que no cruza para nada con la 

prescripción adquisitiva. En efecto, el propietario inscrito está protegido 

frente a la nulidad y demás patologías contractuales que pudiera haber 

sufrido su transmitente; pero el usucapiente no es un transmitente ni 

tiene relación jurídica con él. Gonzales (2012) 

Si bien es cierto que, el Tercero de Buena Fe es amparado por la 

norma registral y que su derecho no puede ser perjudicado, sin embargo, 

éste no se encuentra protegido frente al poseedor-usucapiente. 

En buena cuenta, el artículo 2014, solamente protege al Tercero de 

Buena Fe de anomalías o deficiencias contractuales, siendo éstas, un 

modo de adquisición derivada; sin embargo, la Usucapión que consiste 

en un modo originario no se encuentra dentro del rango de protección 

del artículo 2014, del Código Civil. Elaboración propia con base al 

argumento de Gonzales (2012) 

Por tanto, si el primer comprador se encuentra en posesión del bien 

inmueble (objeto de diversas transferencias) y es emplazado por el 

segundo adquirente (u otro reclamando la titularidad del bien), el 

comprador primigenio, al momento de contestar la demanda tiene la 

posibilidad de Reconvenir contra el segundo comprador (o quien lo 

emplace reclamando la titularidad del bien). 
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La reconvención a la que hacemos referencia, será mediante 

Prescripción Adquisitiva de Dominio, pudiendo ser la Ordinaria o 

Extraordinaria, según corresponda. 

A través de esta tutela, el primer comprador va conservar y 

mantener su Derecho de Propiedad, sobre el bien inmueble, del cual 

pretenden despojarlo. 

CATEGORÍA 2: Sentencias de Casación, emitidos por la Corte Suprema 

de Justicia de la República 2016-2020 

DIMENSIÓN: Desconocimiento de los efectos jurídicos del contrato de 

compraventa del mismo bien inmueble a más de un comprador 

Estas Sentencias, con las siguientes: 
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Tabla 1

 Estructura de la Sentencia de Casación N° 2188-2018-Lima-Mejor Derecho de Propiedad

 

 
Doble 

compraventa 

 
Efectos de la 

compraventa de bien 
inmueble 

 
Artículos aplicados 

 
Posesión del primer 

comprador 

 
Sí existió 

 
Obligacionales 

 

 
1135, 2022 y 2014, 

del Código Civil 
 

 
Por más de 10 años 

 

Esta Sentencia de Casación, considera que, los efectos jurídicos del 

contrato de compraventa de bien inmueble, tiene efectos obligacionales, razón 

por la cual, sigue la interpretación de los indicados artículos del Código Civil. 

 

Figura 1 

Forma de razonamiento de la Sentencia de Casación N° 2188-2018-Lima

 

 

Esta figura representa el razonamiento utilizado en esta Sentencia de 

Casación. 

 

 

 

 

Sentencia 
de Casación 

N° 2188-
2018-Lima

Efectos 
obligacional

es de la 
compravent

a de bien 
inmueble

Aplica los 
artículo 

1135, 2014 
y 2022, del 
Código Civil

El primer 
comprador

Ejerció la 
posesión por 
más de 10 

años
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Tabla 2 

Estructura de la Sentencia de Casación N° 889-2017-Lima-Mejor Derecho de Propiedad

 

 
Doble 

compraventa 

 
Efectos de la 

compraventa de bien 
inmueble 

 
 

Criterio aplicado 

 
Posesión del primer 

comprador 

 
Sí existió 

 
Reales 

 

 
Buena Fe 

 

 
Por más de 10 años 

 

Esta Sentencia de Casación, considera que, los efectos jurídicos del 

contrato de compraventa de bien inmueble, tiene efectos Reales, por ello 

aplica la Buena Fe, como criterio fundamental. 

 

Figura 2 

Forma de razonamiento de la Sentencia de Casación N° 889-2017-Lima

 

 

Esta figura representa el razonamiento utilizado en esta Sentencia de 

Casación. 

 

 

 

 

Sentencia 
de Casación 

N° 889-
2017-Lima

Efectos 
obligacional

es de la 
compravent

a de bien 
inmueble

Aplica la 
Buena Fe

El primer 
comprador

Ejerció la 
posesión por 

más de 5 
años



 

140 
 

Tabla 3 

Estructura de la Sentencia de Casación N° 23329-2017-Ancash-Reivindicación

 

 
Doble 

compraventa 

 
Efectos de la 

compraventa de bien 
inmueble 

 
 

Criterio aplicado 

 
Posesión del primer 

comprador 

 
Sí existió 

 
Reales 

 

 
Posesión mejor 
forma de probar 

 

 
Por más de 5 años 

 

Esta Sentencia de Casación, considera que, los efectos jurídicos del 

contrato de compraventa de bien inmueble, tiene efectos Reales, fundamenta 

su decisión en el ejercicio de la posesión, como criterio fundamental. 

 

Figura 3 

Forma de razonamiento de la Sentencia de Casación N° 23329-2017-Ancash

 

 

Esta figura representa el razonamiento utilizado en esta Sentencia de 

Casación. 

 

 

 

 

Sentencia 
de Casación 
N° 23329-

2017-
Ancash

Efectos 
Reales de la 
compravent

a de bien 
inmueble

La posesión 
- mejor 

forma de 
probar

El primer 
comprador

Ejerció la 
posesión por 

más de 5 
años
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Tabla 4

 Estructura de la Sentencia de Casación N° 5683-2017-Lima-Mejor Derecho de Propiedad

 

 
Doble 

compraventa 

 
Efectos de la 

compraventa de bien 
inmueble 

 
 

Criterio aplicado 

 
Posesión del primer 

comprador 

 
Sí existió 

 
Obligacionales 

 

 
Preferencia de 

inscripción 
 

 
Por más de 2 años 

 

Esta Sentencia de Casación, considera que, los efectos jurídicos del 

contrato de compraventa de bien inmueble, tiene efectos Obligacionales, 

fundamenta su decisión en la preferencia de la inscripción registral. 

 

Figura 4

Forma de razonamiento de la Sentencia de Casación N° 5683-2017-Lima

 

 

Esta figura representa el razonamiento utilizado en esta Sentencia de 

Casación. 

 

 

 

 

Sentencia 
de Casación 

N° 5683-
2017-Lima

Efectos 
Obligacionales de 
la compraventa de 

bien inmueble

Prefiere la 
inscripción 

registral

El primer 
comprador

Ejerció la 
posesión por 

más de 2 
años
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Tabla 5 

Estructura de la Sentencia de Casación N° 473-2017-Lima-Mejor Derecho de Propiedad

 

 
Doble 

compraventa 

 
Efectos de la 

compraventa de bien 
inmueble 

 
 

Criterio aplicado 

 
Posesión del primer 

comprador 

 
Sí existió 

 
Obligacionales 

 

 
Preferencia de 

inscripción 
 

 
Por más de 2 años 

 

Esta Sentencia de Casación, considera que, los efectos jurídicos del 

contrato de compraventa de bien inmueble, tiene efectos Obligacionales, 

fundamenta su decisión en la preferencia de la inscripción registral. 

 

Figura 5 

Forma de razonamiento de la Sentencia de Casación N° 473-2017-Lima

 

 

Esta figura representa el razonamiento utilizado en esta Sentencia de 

Casación. 

 

 

 

Sentencia 
de Casación 

N° 473-
2017-Lima

Efectos 
Obligacionales 

de la 
compraventa de 
bien inmueble

Preferencia 
de la 

inscripción 
registral

El primer 
comprador

Ejerció la 
posesión por 

más de 2 
años
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ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE CADA UNA DE LAS TABLAS Y 

FIGURAS 

RESUMEN DE LA TABLA 1 Y FIGURA 1 

MATERIA DEL RECURSO 

Mejor Derecho de Propiedad 

PARTE PROCESAL QUE INTERPUSO EL RECURSO 

José Clider Chumacero Jiménez y María Rosalía Medina 

Cubas (demandantes). 

HECHOS 

Los demandantes, José Clider Chumacero Jiménez y María 

Rosalía Medina Cubas, interpusieron Demanda de Mejor Derecho 

de Propiedad, dirigida contra  Presbítero Banda Ortiz y su esposa 

Merly Janet Berrios Sánchez, a efecto que se declare su Mejor 

Derecho sobre el bien inmueble identificado como el Lote N° 24, 

Manzana R, de un área de 160m2, ubicado en la Urbanización de 

la Ciudad del Chofer Profesional, Distrito y Provincia de Chiclayo y 

Departamento de Lambayeque, inscrito en la Partida Electrónica N° 

11077081, de la Zona Registral N° II, Sede Chiclayo. 

Ello en virtud a que, los accionantes, manifiestan que, 

ostentan el Derecho de Propiedad del descrito bien inmueble, en 

mérito a la Escritura Pública de Contrato de Compraventa, de fecha 

14 de julio de 2014, en la que Dora Lisa León Hernández, les 

transfirió el inmueble. 

Las transferencias surgieron conforme al siguiente detalle: 

La Asociación de Propietario de la Ciudad del Chofer 

Profesional de Chiclayo, como primigenia propietaria del inmueble 

en controversia, transfirió el bien en favor de Presbítero Banda Ortiz 

y su esposa Merly Janet Berrios Sánchez, en mérito a la Escritura 

Pública de Adjudicación, del 15 de junio de 1993, y formalizada a 
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través de la Escritura Pública de Contrato de Compraventa, del 30 

de octubre de 1996. 

Posteriormente, la misma Asociación, transfirió el bien en 

favor de Freddy Máximo Rivera Paico, en mérito a la Escritura 

Pública de Contrato de Compraventa, del 20 de septiembre de 

2007. 

A razón de esta transferencia este comprador ha inscrito su 

derecho en los registros públicos, motivo por el cual, se generó la 

Partida Electrónica N° 11077081, en el registro de la Propiedad 

Inmueble, de la Oficina Registral de Chiclayo. 

Ahora, Freddy Máximo Rivera Paico transfirió el inmueble en 

favor de Elías Racho Barboza, en mérito a la Escritura Pública de 

Contrato de Compraventa del 17 de febrero de 2010. 

Seguidamente, este último comprador, transfirió el bien en 

favor de Dora Lisa León Hernández, en mérito a la Escritura Pública 

de Contrato de Compraventa, del 13 de septiembre de 2013. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El 4° Juzgado Especializado en lo Civil, de la Corte Superior 

de Justicia de Lambayeque, expidió Sentencia declarando 

FUNDADA la Demanda de Mejor Derecho de Propiedad, bajo los 

siguientes argumentos: 

El Título de Propiedad de los accionantes, se encuentra 

contenido en la Escritura Pública de Contrato de Compraventa, de 

fecha 14 de julio de 2014, celebrada con Dora Lisa León 

Hernández, fecha en que nadie ejercía la posesión física ni material 

del predio en litigio, no había forma que el potencial adquirente 

pueda advertir la existencia de un propietario distinto al que figura 

inscrito en la Oficina Registral. 
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Conforme a la denuncia contenida en la Carpeta Fiscal N° 

883-2015, el terreno se encontraba desocupado, desolado y con 

basura; y recién con fecha 07 de marzo de 2015 los propietarios 

[primer comprador: Presbítero Banda Ortiz Merly Janet Berríos 

Sánchez] deciden construir. En la referida denuncia –que fue 

presentada por el accionante- señaló que el terreno era plano 

estaba limpio y lo utilizaban como cancha deportiva; además, se 

indica en dicha carpeta que el terreno se encontraba desocupado 

y vacío; y, 

En la audiencia de pruebas los emplazados señalan 

expresamente que desde el año 2015, se encuentran en posesión 

del inmueble, que antes no vivían allí, sino desde fines de marzo 

de 2015, y que, este era un lugar desolado, no se inició ningún tipo 

de construcción porque era una zona de alta inseguridad 

ciudadana. 

Los demandantes al celebrar la compraventa lo hicieron 

amparados en la certeza que emergía de la inscripción registral 

sobre la titularidad del vendedor respecto del bien inmueble que 

transfería, al no constar en los indicados asientos ninguna 

limitación al poder de disposición de los titulares inscritos; y 

respecto de los documentos que, durante el desarrollo del proceso 

los demandados no han adjuntado documento que acredite su 

posesión material del bien inmueble en controversia. 

Los primeros compradores, ahora demandados, cuestionan el 

contenido de la Escritura Pública de Contrato de Compraventa de 

fecha 14 de julio de 2014, a través de la cual los demandantes 

adquirieron el bien inmueble en controversia. Sin embargo, el 

Juzgado menciona que, determinar cuál de los dos títulos de 

propiedad es mejor no tiene relevancia alguna, puesto que, no se 

tiene la virtud de restar o privar de validez un contrato o anular la 

inscripción registral. 
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SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 

La 2° Sala Civil, de la Corte Superior de Justicia de 

Lambayeque, expidió la Sentencia de Vista, que REVOCÓ la 

Sentencia de Primera Instancia y REFORMÁNDOLA la declaró 

INFUNDADA, bajo los siguientes argumentos: 

La Escritura Pública de fecha 30 de octubre de 1996, 

evidencia que la misma Asociación vendió el mismo terreno materia 

de Litis a ambos demandados. 

La constancia N° 019-2015-DRSU/GO/SACTH, del 27 de 

marzo de 2015, hace referencia que el demandado Presbítero 

Banda Ortiz, es contribuyente desde el año 1993, la que cobra 

mayor virtud con los reportes del contribuyente, otorgado por el 

Centro de Gestión Tributaria de Chiclayo, de los cuales se aprecia 

que el referido emplazado, aparece como contribuyente del predio 

e controversia y, al mismo tiempo estos instrumentales dan cuenta 

de una deuda que data desde el año 2009 hasta el 2015. 

Se advierte que, los demandados al momento de adquirir el 

bien inmueble bajo Litis (1993), siempre se han comportado como 

propietarios del mismo, realizando actos posesorios públicos, como 

se ha acreditado con lo actuado en la Carpeta Fiscal N° 883-2015, 

producida por el Ministerio Público, del cual se extrae que hay tres 

(03), testigos que refieren de los actos posesorios de los 

demandados; 

El emplazado Presbítero Banda Ortiz, se encuentra registrado 

en el Servicio de la Administración Tributaria de la Municipalidad 

Provincial de Chiclayo, como contribuyente desde el año 2006, esto 

es, de fecha anterior a la compraventa efectuada por los 

demandantes. (14 de julio de 2014); siendo así, es de lógica simple 

considerar que, una diligencia común de cualquier comprador 

mínimamente diligente implicaba acercarse a las oficinas 

respectivas para que puedan darle información respecto del estado 
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jurídico del bien a comprar, momento en el cual se hubieran podido 

enterar que –el bien inmueble en controversia- estaba a nombre de 

otras personas, y tomar las acciones preventivas pertinentes; por 

sentido común nadie compra un inmueble sin enterarse 

previamente si hay alguna circunstancia que pudiera afectar su 

derecho. 

En referencia a la cláusula quinta de la Escritura Pública de 

Contrato de Compraventa, de fecha 14 de julio de 2014, los 

accionantes José Clider Chumacero Jiménez y María Rosalina 

Medina Cubas, declaran que: “con anterioridad a la celebración del 

presente instrumento han verificado la posesión, situación física, 

registral, municipal y de servicios básicos del inmueble”; si ello ha 

sido así, y habiéndose determinado que los demandados han 

ejercido actos posesorios sobre el inmueble en Litis, más aún si el 

emplazado Presbítero Banda Ortiz aparece registrado como 

contribuyente de la Municipalidad Provincial de Chiclayo; entonces, 

con anterioridad a la compraventa del 14 de julio de 2015, los 

demandantes sí conocían que el bien inmueble le pertenecía a otra 

persona y, que, quien les transfería el bien inmueble no era el 

propietario; razón por la cual, los accionantes no pueden alegar la 

buena fe. 

FONDO DE LA CUESTIÓN CONTROVERTIDA 

Procesal: Constitución Política del Perú, artículo 139, numeral 

5. 

Material: Código Civil, artículos 2012, 2016 y 2022. 

CONSIDERANDOS MEDIANTE LOS CUALES SE RESUELVE 

EL CASO PARTICULAR 

QUINTO: 

Que, no se acredita la mala fe de los casantes al haber 

celebrado la compraventa amparados en la certeza de que su 
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derecho surgía de la inscripción registral sobre la titularidad 

de la vendedora respecto del inmueble que transfería; es 

decir, los demandantes se encuentran bajo el amparo de la 

buena fe pública registral que establece el texto primigenio del 

artículo 2014 del Código Civil; 

Que, cuando los demandantes compraron el predio en 

controversia, este se encontraba desocupado y con basura, 

según la Carpeta Fiscal número 883-2015, por tanto, no 

podían conocer la existencia de la compraventa de los 

accionados, de fecha 30 de octubre de 1996; asimismo, los 

emplazados en el año 2015, recién tomaron posesión de 

dicho predio y empezaron a construir, luego de la 

compraventa inscrita por los demandantes; 

Que, el solo hecho de que el demandado se encuentre 

inscrito en la Municipalidad Provincial de Chiclayo en el 

registro de contribuyentes, es insuficiente a efecto de 

desvirtuar la buena fe de los adquirentes demandantes, por 

cuanto estos cumplieron con indagar en los Registros 

Públicos que quien les transfería era la titular registral y no 

una persona ajena a ella. 

SEXTO: 

De lo anterior se desprende que los recurrentes 

demandantes con los medios probatorios aportados al 

proceso, han acreditado haber adquirido la titularidad del 

predio materia de litis de su propietaria, esto es, amparados 

en la buena fe pública registral, la misma que se encontraba 

legitimada para transferir dicho bien, y que era de público 

conocimiento conforme al Principio de Publicidad de que trata 

el artículo 2012 del Código Civil; por tanto, estos se 

encuentran respaldados no solo por el artículo 2014 del 

Código sustantivo, sino también por el artículo 2022 que 
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establece que “para oponer derechos reales sobre inmuebles 

a quienes también tienen derechos reales sobre los mismos, 

es preciso que el derecho que se opone esté inscrito con 

anterioridad al de aquél a quien se opone”. En tal sentido, 

siendo que los demandantes adquirieron su derecho de la 

titular registral, inscribiéndolo, sin que se desvirtúe la buena 

fe de la que se presume, y los demandados no han inscrito el 

derecho alegado, se concluye que la parte accionante tiene 

mejor derecho de propiedad frente a la parte emplazada; 

siendo así, este Supremo Tribunal comparte el criterio y lo 

resuelto por el a quo, correspondiendo declarar fundado el 

recurso de casación interpuesto, casando la sentencia de 

vista, por las causales de infracción normativa material 

denunciada, y en sede de instancia confirmar la sentencia de 

primera instancia que declaró fundada la demanda. 

DECISIÓN DE LA CORTE SUPREMA 

FUNDADO el Recurso de Casación, interpuesto por los 

accionantes José Clider Chumacero Jiménez y María Rosalía 

Medina Cubas, y, en consecuencia, CASARON la Sentencia de 

Vista, y, actuando en sede de instancia CONFIRMARON la 

Sentencia de Primera Instancia. 

ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE LA TABLA 1 Y FIGURA 1 

En esta Sentencia de Casación, -en síntesis- la Corte Suprema 

favorece a la inscripción Registral del Derecho de Propiedad de los 

demandantes, dado que, su Derecho se encontraba inscrito, y, como tal, 

resulta de aplicación los artículos 2014 y 2022, del CC, por tanto, el 

Derecho de los accionantes, se encuentra protegido por éstos principios 

registrales. 

El Juez de Primera Instancia, solamente se limitó a resolver 

conforme a la prioridad de la inscripción registral de la que gozaban los 

accionantes; sin embargo, la Sala Superior, se percató que, en el 
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Contrato de Compraventa, mediante el cual los últimos compradores 

adquirieron el inmueble bajo Litis, estos adquirentes manifestaron que, 

acudieron a la Municipalidad (donde estaba ubicado el inmueble) y 

verificaron que, los documentos se encontraban en orden. 

Sin embargo, si efectivamente habrían revisado tal información, 

entonces, tuvieron la posibilidad de conocer que quien les vendía el 

inmueble era una persona distinta al vendedor, por cuanto, en esta 

información municipal se consigna el nombre de los primeros 

adquirentes del año 1990. 

Es preciso, señalar que, los primeros compradores ostentaban 

diversos recibos de servicios básicos que pagaban los primeros 

adquirentes, de alguna manera daba presunción de posesión y de 

propiedad sobre el bien, por tanto, conforme a lo previsto del artículo 

912, del CC, los primeros adquirentes eran presumidos propietarios. 

Sobre esta información obrante en la Municipalidad, la Corte 

Suprema señaló que, resulta insuficiente para desvirtuar la Buena Fe de 

los demandantes, razón por la cual, ampara la Demanda en favor de los 

accionantes. 

Este caso, la Corte Suprema, se inclina por los efectos 

obligacionales de este contrato, dado que, resuelve mediante la 

aplicación de los artículos 2014 y 2022, del Código Civil, en adición a 

estos artículos debe tenerse en cuenta que, para llegar a estos, el 

artículo 1135, del Código Civil, regula que, quien inscribe primero su 

Derecho en los Registros Públicos, será quien ostentará la titularidad del 

inmueble. 

Sin embargo, como vimos en el desarrollo de nuestra Categoría 1, 

los efectos del contrato de compraventa de bien inmueble son Reales, 

por tanto, le son aplicables los artículos del Libro V, mas no los artículos 

del Libro VI. 
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Ahora, en este caso, la primera compraventa consignada en la 

Escritura Pública, de Contrato de Compraventa de 1990, celebrada entre 

la Asociación y los primeros compradores, se ha producido la 

transferencia del Derecho de Propiedad, conforme lo indica el artículo 

949, del Código Civil, y consecuentemente, esta vendedora ha 

transferido físicamente el inmueble a estos adquirentes, prueba de ello, 

es la Carpeta Fiscal N° 883-2015, que acredita que han estado en 

posesión desde el año 1990. 

Además, la Sala Superior señala que, los emplazados 

compradores en el año 2006, registraron su propiedad ante la 

Municipalidad de Chiclayo, 

No obstante, la Asociación vendedora, ha celebrado una segunda 

transferencia, la que se ha inscrito en los Registros Públicos, que ha 

dado como consecuencia la apertura de una Partida Electrónica. 

Una vez aperturada la misma se celebraron diversas compraventas 

cuando en realidad nadie venía poseyendo el bien. Solamente eran 

titulares de papel y sin ningún tipo de explotación económica sobre el 

bien. 

Entonces, a partir de la segunda compraventa hasta llegar al título 

de los accionantes son actos jurídicos nulos, porque, todos ellos emanan 

del denominador común UN NO DERECHO SOBRE EL BIEN 

INMUEBLE, es decir, titularidades vacías y meramente formales. 

Siendo así, de considerar que, los efectos jurídicos de la 

compraventa de bien inmueble son reales, entonces los primeros 

compradores no habrían sido despojados de su inmueble, dado que, 

mediante la primera enajenación el vendedor ya no tiene la facultad de 

volver a transferir ese mismo bien. 

Ahora, teniendo en cuenta lo indicado en esta ejecutoria, mediante 

la Carpeta Fiscal N° 883-2015, se acredita que, la posesión de los 

primeros compradores data del año 1990, y la Sala Superior señala que, 
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desde el año 2006, la propiedad de los primeros adquirentes, se 

encuentra registrada en la Municipalidad de Chiclayo. 

En tal sentido, podemos inferir que estuvieron en posesión del bien 

por más de diez, años, teniendo en cuenta el periodo inicial que es el 

año 1990, y el periodo final, que es el año 2006, entonces, podemos 

afirmar que los primeros compradores han poseído el bien inmueble en 

el tiempo intermedio, por tanto, cumplieron con el tiempo previsto para 

la Prescripción Adquisitiva. 

Esta presunción legal de la Posesión se encuentra regulada en el 

artículo 915, del Código Civil:  

Si el poseedor actual prueba haber poseído anteriormente, se 

presume que poseyó en el tiempo intermedio, salvo prueba en contrario. 

Por tanto, los primeros compradores, al ser emplazados con la 

interposición de la demanda, planteada por los accionantes, en el año 

2014, han transcurrido 24 años, y, al momento de contestar la demanda 

pudieron haber Reconvenido a través de la Usucapión para defender su 

Derecho de Propiedad, lo cual no ha ocurrido en el presente caso. 

De haber ocurrido este supuesto, se habría dispuesto la 

acumulación de la Usucapión a la vía del Proceso de Conocimiento, 

donde se tramita la pretensión de Mejor Derecho de Propiedad. 

Como vemos, nuestros argumentos referidos a la Usucapión como 

mecanismos de Defensa del Derecho de Propiedad, en este caso 

particular, resulta de aplicación práctica y novedosa para defender este 

Derecho. 

En buena cuenta, si los primeros adquirentes habrían invocado la 

Usucapión, no habrían perdido frente al “Tercero de Buena Fe”, dado 

que, como mencionamos, el artículo 2014, del Código Civil, no protege 

cuando se trata de adquisiciones originarias, como la Prescripción 

Adquisitiva, por cuanto, su rango de aplicación se limita a las patologías 

contractuales, que pudieran verse afectado. 
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RESPECTO A LA TABLA 2 Y FIGURA 2 

MATERIA DEL RECURSO 

Mejor Derecho de Propiedad 

PARTE PROCESAL QUE INTERPUSO EL RECURSO 

Erwin Walter Baumann Samanez Ocampo (demandado). 

HECHOS 

El demandante, Carlos Gregorio Rosemberg de la Torre, 

interpuso Demanda de Mejor Derecho de Propiedad, dirigida contra 

Erwin Walter Baumann Samanez Ocampo, y, María Irene 

Echevarría Domínguez, a efecto que, se le declare su Derecho de 

Propiedad de los siguientes inmuebles: i) departamento N° 302, 

estacionamiento N° 02, y, ii) depósito N° 02, ambos ubicados en la 

Calle Monto Flor N° 661, ubicados en la Urbanización Chacarilla 

del Estanque, Distrito de Santiago de Surco, Provincia y 

Departamento de Lima. 

Ello en virtud que, el accionante, manifiesta que, ostenta el 

Derecho de Propiedad de los referidos bienes, en mérito a la Minuta 

de Compraventa, del 13 de julio del 2005, en la que Ferpo Lima 

S.A., le transfirió al recurrente, los descritos bienes, y que, se elevó 

a Escritura Pública el 19 de abril del 2006. 

Las transferencias surgieron conforme al siguiente detalle: 

La empresa vendedora, se negó a formalizar la Minuta, de 

modo que, el comprador (ahora demandante), lo demandó bajo la 

pretensión de Otorgamiento de Escritura Pública. El proceso se 

llevó ante el 26° Juzgado Especializado Civil de Lima, en el que 

Erwin Walter Baumann Samanez Ocampo (ahora demandado) 

ingresó a esta última causa, como tercero coadyuvante de Ferpo 

Lima S.A., refiriendo que, éste también ostentaba Derecho de 
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Propiedad sobre los bienes en controversia, razón por la cual, el 

Órgano Jurisdiccional declaró INFUNDADA la demanda. 

Los demandados alegan que, el Título mediante el cual 

ostenta su Derecho de Propiedad sobre los bienes inmuebles en 

controversia se encuentra contenido en la Minuta de Contrato de 

Compraventa -celebrado con la empresa Ferpo Lima S.A.- del 28 

de noviembre del 2003, el cuál en mérito al proceso de 

Otorgamiento de Escritura Pública, fue elevada a la misma, en base 

a la fecha indicada. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El 28° Juzgado Especializado Civil, de la Corte Superior de 

Justicia de Lima, expidió Sentencia declarando INFUNDADA la 

Demanda de Mejor Derecho de Propiedad, bajo los siguientes 

argumentos: 

Al existir dos personas que reclaman la titularidad del bien, 

nos encontramos ante una Concurrencia de Acreedores, por tanto, 

resultan de aplicación las reglas del artículo 1135, del Código Civil. 

El título de la parte demandante, lo constituye la Minuta de 

Compraventa del 13 de julio del 2005, mientras que, de la parte 

demandada, la Escritura Pública del 09 de noviembre del 2009. 

En atención a ello, además, los demandados fueron los 

primeros en inscribir su Derecho en la SUNARP, por tanto, se 

contrapone al título de los demandantes. 

La Minuta de Compraventa de los demandados es de fecha 

anterior a la Minuta de Compraventa del demandante, por tanto, los 

primeros no actuaron de mala fe. 
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SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 

La 5° Sala Civil, de la Corte Superior de Justicia de Lima, 

expidió Sentencia de Vista, que REVOCÓ la Sentencia de Primera 

Instancia, y, REFOMÁNDOLA declaró FUNDADA la demanda de 

Mejor Derecho de Propiedad, bajo los siguientes argumentos: 

Mediante el Contrato de Compraventa del 13 de julio del 2005, 

el demandante adquirió de la empresa FERPO Lima S.A., los 

bienes en controversia. 

La inscripción registral, que constituye el título de dominio de 

los demandados se fundamenta en la Escritura Pública del 09 de 

noviembre del 2009, ordenada por el 28° Juzgado Especializado 

Civil, de la Corte Superior de Justicia de Lima. 

Erwin Walter Baumann Samanez Ocampo, demandado, fue 

Tercero Coadyuvante en el Proceso de Otorgamiento de Escritura 

Pública, seguido por el demandante, contra Ferpo Lima S.A., de 

modo que, conocía que ésta última había celebrado una doble 

Compraventa, lo cual acredita una mala fe. 

FONDO DE LA CUESTIÓN CONTROVERTIDA 

Procesal: Constitución Política del Perú: artículo 139, 

numerales 3 y 5. 

Material: Código Civil: artículos 949 y 1135. 

CONSIDERANDOS MEDIANTE LOS CUALES SE RESUELVE 

EL CASO PARTICULAR 

NOVENO: 

(…) resulta imperativo indicar que los jueces de mérito, 

al momento de resolver el conflicto de intereses, que atañe a 

un derecho real, deben utilizar las normas que a dicho 

derecho le corresponde; sin embargo, se aprecia de los 
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fundamentos de la sentencia de vista, que esta se sustenta 

en la aplicación del artículo 1135 del Código Civil, no obstante, 

dicha norma sustantiva –en principio- está contenida en el 

libro de obligaciones y está claramente, referida al caso de 

una pluralidad de acreedores que reciben un bien inmueble 

de un mismo deudor prefiriéndose al acreedor de buena fe 

que ha inscrito en primer lugar su derecho en los Registros 

Públicos, interpretación que ya fue definida por la Corte 

Suprema, en la Casación Nº 3312-2013 Junín, que en el 

considerando sexto ha hecho referencia a lo siguiente: “… 

advirtiéndose en el presente caso que se ha determinado bajo 

la interpretación errónea del artículo 1135 del Código Civil que 

el emplazado ostenta un “mejor derecho de propiedad” que la 

parte demandante en virtud a que la minuta de compraventa 

celebrada a favor de la demandada es oponible a la Escritura 

Pública de la actora toda vez que las firmas que en ella se 

consignan han sido legalizadas el quince de enero de mil 

novecientos noventa y uno mientras la Escritura Pública de la 

demandante con la que sustenta su titularidad ha sido 

otorgada el veinte de mayo de mil novecientos noventa y dos, 

no obstante que la aplicación de la norma en mención resulta 

impertinente al caso concreto pues la misma está orientada a 

regular los actos jurídicos que contiene obligaciones de dar 

en el caso de concurrencia de acreedores de bienes 

inmuebles y no las situaciones que atañen a los derechos 

reales como en el caso de autos las cuales se encuentran 

reguladas en los artículos 923 y siguientes así como en el 

artículo 2014 del Código Civil y en los artículos 2 numeral 16 

y 70 de la Constitución Política del Perú …” (negrilla nuestra), 

razón por la cual, el mencionado artículo 1135 del Código 

Civil, no se subsume al caso sub litis, debiendo realizarse el 

análisis pertinente en base a normas jurídicas que versen 

sobre derechos reales, que constitucionalmente se encuentra 

contenido en el artículo 70 de la Constitución, referido al 
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derecho a la propiedad, entendida como un derecho 

fundamental e inviolable garantizado por el Estado, por lo que, 

no puede privarse a nadie de la misma sino exclusivamente 

por causa de seguridad nacional o necesidad pública y debe 

ejercerse en armonía con el interés social y dentro de los 

límites de la ley; en ese sentido, el Código Civil en los artículos 

881, 885 inciso 1 y 923 del Libro V Sección Tercera Título II 

del Código Civil vigente lo regula como un derecho real 

principal teniendo estos un número limitado (numerus 

clausus) estableciendo que los mismos sólo pueden ser 

creados por ley constituyendo bienes inmuebles, el suelo, 

subsuelo y sobresuelo. 

DÉCIMO: 

(…) con fecha trece de julio de dos mil cinco, la empresa 

FERPO LIMA S.A., mediante contrato privado, vende los 

bienes sub litis al demandante Carlos Gregorio Rosemberg de 

la Torre, suscribiendo una minuta de compraventa, y ante el 

incumplimiento de dicha empresa en formalizar la 

compraventa, recurrió a la instancia judicial, demandando el 

otorgamiento de la escritura pública, la cual fue declarada 

infundada, por cuanto en el mencionado proceso se apersonó 

el ahora demandado, Edwin Walter Baumann Samanez 

Ocampo, como tercero coadyuvante de la empresa Ferpo 

Lima S.A., indicando que ostentaba derecho de propiedad 

sobre los bienes inmuebles materia de litis, en razón de una 

minuta de compraventa de fecha veintitrés de noviembre de 

dos mil tres y con escritura de compraventa ante la Notaría 

María Soledad Pérez Tello, de fecha veintiuno de abril de dos 

mil seis, razones por las cuales, la demanda de otorgamiento 

de escritura pública aludida fue declarada infundada, sin que 

el demandante interpusiera recurso de apelación. 
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Siendo este el contexto fáctico, este Supremo Tribunal 

considera necesario evaluar si la compraventa de los bienes 

sub litis, alegada por los demandados y respecto de los cuales 

refieren tener derecho inscrito, están investidos de la buena 

fe, elemento que constituye un componente transversal en 

todo negocio jurídico. En realidad la buena fe es un principio 

rector de todo el ordenamiento jurídico, ya que este nos exige 

en toda circunstancia actuar siempre como ciudadanos 

ejemplares, capaces de provocar con nuestra autonomía 

privada efectos jurídicos asentidos como socialmente 

aceptables y que deben ser asumidos siempre bajo los 

parámetros de la buena fe, bajo este contexto los derechos se 

deben ejercer y los deberes se deben cumplir siempre 

teniendo como norte, la buena fe. 

En esta parte, la Corte Suprema, cita al autor Alan 

Pasco, quien sobre la buena fe opina: 

(…) Sin perjuicio de ello, basta por ahora dejar anotado 

que la buena fe consiste en la creencia de que el transmitente 

es el verdadero titular del derecho que se transfiere, lo cual se 

perturba cuando el tercero conoce de la existencia de un 

titular distinto extra registro, o por lo menos tiene fundadas 

dudas respecto del título de su transferente. Con este 

requisito se busca mantener un estándar de moralidad en las 

relaciones sociales y económicas, pues de lo contrario en el 

Registro podría ser utilizado en forma desviada para 

consumar fraudes y engaños (…) 

DÉCIMO PRIMERO: 

(…) el contrato de compraventa que presentó el 

demandante Carlos Gregorio Rosemberg de la Torre, data del 

trece de julio de dos mil cinco, este fue ingresado a la Notaría 
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Cáceres Otoya el diecinueve de julio de dos mil seis, 

constituyendo ésta la fecha cierta del referido documento. 

Y, por otro lado, tenemos que la minuta de compra venta 

suscrita por los demandados Edwin Baumann Samanez-

Ocampo y esposa María Irene Echevarría Domínguez con la 

empresa FERPO Lima S.A. que tiene como fecha de 

suscripción el veintiocho de noviembre de dos mil tres, sin 

embargo, dicho documento adquirió fecha cierta el siete de 

junio de dos mil siete. 

(…) las actuaciones desplegadas por los demandados 

no se han ceñido a la buena fe, por lo que, queda plenamente 

demostrado que los demandados procedieron a adquirir los 

bienes sub litis a sabiendas de la existencia de una primera 

compraventa, lo cual indudablemente quiebra la buena fe con 

que debieron actuar los demandados, y en efecto podemos 

lanzar como premisa central en este caso que: no hay buena 

fe si el comprador tiene conocimiento previo de que el bien 

que adquiere fue vendido con anterioridad a tercera persona. 

DÉCIMO SEGUNDO: 

Dicho lo anterior, y si bien el artículo 1135 del Código 

Civil no resulta aplicable para resolver el caso, corresponde -

en primer orden indicar que el conflicto se soluciona aplicando 

un principio rector del ordenamiento jurídico como es la buena 

fe, es así, que el análisis de fondo y la argumentación lógica 

jurídica efectuada por la Sala Superior es correcta al revocar 

la sentencia de primera instancia y declarar fundada la 

demanda, por cuanto el sustento de la misma está basado en 

que los demandados tenían pleno conocimiento que los 

bienes materia de litis adquiridos ya habían sido objeto de 

venta. 
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(…) en el presente caso, se pone en evidencia que el 

demandante Carlos Gregorio Rosemberg de la Torres, se 

convirtió en propietario de primer orden con la minuta de 

compra venta de fecha cierta que data del diecinueve de julio 

de dos mil seis, tal como ha quedado plenamente establecido 

en el considerando décimo primero de la presente resolución, 

norma que encuentra correlato en el artículo 949 del Código 

Civil, según la cual el consentimiento tiene la facultad de 

transmitir la propiedad al adquirente y no requiere la 

inscripción registral, por cuanto esta es potestativa, criterio 

asumido por la Corte Suprema, véase así la Casación Nº 

1617-99-Lima, que señala: ”El Artículo 949º del Código Civil 

recoge la teoría francesa según la cual el mero 

consentimiento tiene la facultad de transmitir la propiedad al 

adquirente, con arreglo a la norma invocada, el solo 

intercambio de voluntades, o “solo consensus”, perfecciona la 

transferencia de la propiedad inmobiliaria; en tal sentido, el 

referido acuerdo de voluntades basta para transmitir el 

dominio de los bienes inmuebles. El sistema de transferencia 

de la propiedad en nuestro ordenamiento jurídico descarta 

como elemento constitutivo la inscripción de un inmueble en 

el Registro Público”. 

Siguiendo la línea de análisis antedicho, se aprecia que 

los demandados Edwin Walter Baumann Samanez-Ocampo 

y María Irene Echevarría Domínguez, se convierten en 

propietarios cuando ya existía un propietario anterior y el 

registro de su compra venta no sanea o convalida la 

transferencia efectuada, siendo además, un comprador de 

mala fe porque tuvo pleno conocimiento de que ya existía un 

propietario; y finalmente, la información registral del inmueble 

a partir del artículo 2014 del Código Civil (buena fe registral), 

no era suficiente para considerarlo como mejor propietario, ya 

que obtuvo ese derecho de mala fe, porque la información 
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extra-registral señala que Edwin Walter Baumann Samanez-

Ocampo y su esposa María Irene Echevarría Domínguez, 

estaban informados que la empresa FERPO Lima S.A. (pese 

a aparecer en los Registros Públicos como propietarios) ya no 

lo eran, en razón a la primera venta de fecha cierta a favor de 

los demandantes. 

DÉCIMO TERCERO: 

(…) en relación a la denuncia contenida en el punto C), 

referente a que se habría infringido el artículo 949 del Código 

Civil, este Supremo Tribunal, considera necesario mencionar 

una vez más que, una de las formas para adquirir la propiedad 

en nuestro sistema jurídico es el intercambio de voluntades o 

solus consensus perfeccionándose la propiedad inmueble con 

su transferencia, de suerte que el contrato de compraventa de 

un inmueble -su forma más caracterizada- es al mismo tiempo 

el título de adquisición (que crea la obligación de dar) y el 

modo de adquisición (que perfecciona la adquisición del 

comprador) coincidiendo título y modo en términos generales, 

precepto legal que concuerda con la contenida en el artículo 

1352, del acotado Código el cual prescribe que los contratos 

se perfeccionan por el consentimiento de las partes excepto 

aquellos que además deben observar la forma señalada por 

la ley bajo sanción de nulidad, coligiéndose que el comprador 

pasa a ser propietario del bien al mismo tiempo que el 

acreedor del mismo y sin tradición alguna, además, que es un 

acto jurídico caracterizado como la manifestación más 

importante del fenómeno jurídico denominado “autonomía 

privada”, entendida como el poder que tienen los particulares, 

para autorregular sus intereses privados vinculándose con los 

demás con el fin de satisfacer sus más variadas y múltiples 

necesidades. 
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Sin embargo, no se debe perder de vista –una vez más- 

que este Colegiado Supremo efectúa el análisis pertinente 

tomando como pauta, la buena fe, siendo así, en el caso sub 

examine, no resulta suficiente para resolver el conflicto la 

aislada aplicación del artículo 949º del Código Civil, por 

cuanto en el caso en concreto, se analizan los hechos 

partiendo de la buena fe, advirtiéndose de la sentencia de 

vista que dicho principio ha sido merituado de manera debida 

por el Ad quem, donde motivadamente han dado un alto peso 

valorativo a la buena fe. 

DECISIÓN DE LA CORTE SUPREMA 

INFUNDADO el Recurso de Casación, interpuesto por Erwin 

Walter Baumann Samanez Ocampo, en consecuencia, NO 

CASARON la Sentencia de Vista. 

ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE LA TABLA 2 Y FIGURA 2 

En esta Sentencia de Casación, la Corte Suprema hizo bien en 

establecer que, ante el caso de la transferencia de bienes inmuebles se 

debe aplicar lo regulado en el Libro de Derechos Reales, regulados en 

el Código Civil, mas no, lo previsto en el Libro de Obligaciones, referido 

a la concurrencia de acreedores, previsto en el artículo 1135, del CC. 

Esto porque el artículo 949, del acotado Código, dispone que, el 

comprador será propietario por el solo intercambio de voluntad con el 

vendedor, de modo que, no es exigible la inscripción en el registro. 

De modo tal, la transferencia de bienes raíces tiene efectos Reales 

y no Obligacionales, dado que, no es el Contrato que crea la obligación 

de transferir, sino es la voluntad de las partes contratantes. Esta es la 

clara diferencia que ha dejado establecido el legislador de nuestro actual 

Código Civil. 

Nos referimos a los modos de transferencia de la propiedad, pues, 

en nuestro país, existe el título y el modo, que opera para los bienes 
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muebles; y, el consentimiento que opera para los bienes inmuebles; por 

lo que podemos afirmar que ostentamos con un sistema de transferencia 

mixto. 

En atención a ello, la Corte Suprema se equivoca al establecer en 

primer momento que, la transferencia de bienes inmuebles opera 

mediante el intercambio de voluntades y luego establece que opera 

mediante el título y el modo; cuando ambos sistemas de transferencia 

operan de forma distinta, como expusimos en este trabajo de 

investigación. 

Ahora, la Sala Suprema hace énfasis en la buena fe del 

demandado, pues, afirma que, éste al formar parte del proceso de 

Otorgamiento de Escritura Pública conocía de la Doble Compraventa 

realizada por la empresa vendedora; sin embargo, también debe tenerse 

en cuenta que, la Minuta de Compraventa del demandado, es de fecha 

anterior a la Minuta de Compraventa del demandante, entonces, 

independientemente de la fecha cierta de éstas, tomando en cuenta la 

transferencia de inmobiliaria por el solo consentimiento, el demandado 

es el primer comprador y propietario. 

En razón que, al celebrarse la Minuta de Compraventa, ha existido 

un intercambio de voluntades, ha existido un pago de precio por el bien, 

entonces, se ha transferido efectivamente el Derecho de Propiedad; 

empero, que haya adquirido en fecha cierta en un periodo posterior 

consideramos que, no le quita ni resta valor a este documento. Más aún, 

cuando judicialmente ha existido un Proceso Judicial de Otorgamiento 

de Escritura Pública, que en base a la referida Minuta se ha ordenado a 

elevar a Escritura Pública. 

Por tanto, no puede imputarse al demandado de mala fe, cuando 

su adquisición ha sido anterior al demandante. 

Al ser así, entonces, también debió valorarse la buena fe del 

demandante, al apreciar que, su transferente había vendido el mismo 

bien a un anterior comprador del cual también tenía conocimiento. 
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Por ello, la Sentencia de Casación debió declararse FUNDADA. 

Por otra parte, debemos enfatizar que, la Corte Suprema, se inclina 

por los efectos obligacionales de este contrato, dado que, resuelve 

mediante la aplicación de los artículos 2014 y 2022, del Código Civil, en 

adición a estos artículos debe tenerse en cuenta que, para llegar a estos, 

el artículo 1135, del Código Civil, regula que, quien inscribe primero su 

Derecho en los Registros Públicos, será quien ostentará la titularidad del 

inmueble. 

Sin embargo, como vimos en el desarrollo de nuestra Categoría 1, 

los efectos del contrato de compraventa de bien inmueble son Reales, 

por tanto, le son aplicables los artículos del Libro V, mas no los artículos 

del Libro VI. 

Siendo así, de considerar que, los efectos jurídicos de la 

compraventa de bien inmueble son reales, entonces los primeros 

compradores no habrían sido despojados de su inmueble, dado que, 

mediante la primera enajenación el vendedor ya no tiene la facultad de 

volver a transferir ese mismo bien. 

La Corte Suprema comete un grave error al señalar que los 

demandados tienen mala fe en su adquisición cuando realmente estaban 

protegiendo su propiedad, mientras que, los accionantes están 

reclamando la titularidad del bien. 

El resumen del proceso es, el vendedor de los inmuebles es la 

empresa Ferpo, quién en el año 2003, celebra una primera compraventa 

con los demandados, posteriormente, en el año 2005, celebra una 

segunda compraventa con los demandantes, quienes luego demandan 

la formalidad de la escritura pública. 

Iniciado este proceso, los demandados ingresan a la causa 

alegando que ellos tienen una minuta de compraventa que acredita su 

Derechos, razón por la cual, el Juzgado Civil declara Infundada la 

demanda. 
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Ante ello, los demandados demandan a la empresa Ferpo, el 

Otorgamiento de la Escritura Pública, sin embargo, esta persona jurídica 

no se apersona al proceso, por tanto, en el año 2009, se emite la 

Escritura Pública, en consecuencia, los demandados inscriben su 

Derecho en los Registros Públicos. 

Como vemos, se trata de una acción de Defensa de su Derecho de 

Propiedad. 

Ante estos hechos la Corte Suprema señala que, los demandados 

en el anterior proceso de Otorgamiento de Escritura Pública, en que 

participaron como Terceros Coadyuvantes, tuvieron conocimiento de la 

doble compraventa, razón por la cual, tuvieron mala fe. 

Nos atrevemos a afirmar que, en este caso, en el proceso se vio 

afectado la imparcialidad del juzgado y la confusión al momento de 

resolver, pues, debe tenerse en cuenta que, el demandante pretende 

que se le declare propietario del bien bajo Litis, mientras que, el 

demandado defiende su Derecho. 

Esta defensa la podemos deducir, desde el momento en que los 

demandados vieron que su Derecho podría perjudicarse, entonces 

procedieron a demandar la el Otorgamiento d Escritura Pública, que 

posteriormente fue inscrita en los Registros Públicos. 

A esto la Corte Suprema la denomina mala fe en su adquisición, 

porque conocieron de la doble compraventa celebrada entre la empresa 

y los demandantes, sin embargo, lo que realmente refleja este actuar de 

los demandados es la preocupación por su Derecho de Propiedad. 

Ahora, respecto a la Usucapión, de esta ejecutoria, podemos 

deducir que, los demandados estuvieron en posesión del inmueble, dado 

que, una persona no sería capaz de invertir tiempo y dinero en un 

Proceso de Otorgamiento de Escritura Pública, de un inmueble del cual 

no tendría las de ganar, sino por el contrario, acude a este porque sabe 

y tiene seguridad de su accionar. 
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Además, no se advierte que, los demandantes hayan estado en 

posesión del inmueble, dado que, no existe ninguna referencia a proceso 

alguno que éstos hayan reclamado la recuperación de la posesión a 

estos emplazados. 

Por ello, afirmamos que, los demandados estuvieron en posesión 

del inmueble. Siendo así, si tomamos en cuenta la fecha de celebración 

de la minuta de los demandados, esto es, el año 2003, y el año de la 

interposición de la demanda en el año 2009. 

Tuvo la posibilidad de acumular la Pretensión de Usucapión Corta, 

que solamente dispone que, el plazo de adquisición es de 5 años, 

además, de contar con justo título y buena fe. 

Si efectivamente comenzó a poseer el año 2003, entonces la 

Usucapión corta se habría consumado el año 2008, esto es, un año 

antes de la interposición de la demanda. 

El justo título lo constituye la minuta de Contrato de Compraventa, 

su buena fe podría llegar a discutirse, dado que, antes de su fecha de 

adquisición no existía un potencial comprador, sino por el contrario, esto 

surgió en el año 2005, cuando los demandantes adquirieron el bien, 

razón por la cual, esta parte procesal al momento de contestar la 

demanda pudo Reconvenir a través de la Usucapión corta, acreditando 

su posesión con los medios probatorios que acrediten su pretensión. 

RESUMEN DE LA TABLA 3 Y FIGURA 3 

MATERIA DEL RECURSO 

Reivindicación. 

PARTE PROCESAL QUE INTERPUSO EL RECURSO 

Teodoro Filomeno Granados Loli (demandado). 
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HECHOS 

El demandante, Jorge Alberto Sarmiento Serafín, interpuso 

Demanda de Reivindicación, dirigida contra Teodoro Filomeno 

Granados Loli, a efecto que, se le restituya el inmueble denominado 

“Mashrapampa” de 90.888 m2, ubicado en el Valle – Callejón 

Sector Miraflores, Distrito de Independencia, Provincia de Huaraz y 

Departamento de Ancash, con una extensión de 800 hectáreas; 

que viene siendo ocupado por el demandado. 

Ello en virtud a que, el accionante, manifiesta que, ostenta el 

Derecho de Propiedad del referido bien, en mérito a la Escritura 

Pública de Contrato de Compraventa, del 28 de noviembre de 

2013, transferido por los anteriores propietarios, Yuliana Lupe Trejo 

Flores, adquirió el descrito bien. 

Inicialmente, el predio en controversia, tuvo como primeros 

propietarios a Consuelito Manuel Trejo Barneto y Carmela Santa 

Flores Santos, quienes con fecha 13 de febrero de 1999, los 

transfirieron a María Isabel Acuña Bello, y estos los transfirieron a 

Gisella Teófila Ramírez Maguiña, y esta le transfirió a Yuliana Lupe 

Trejo Flores, y, finalmente, ésta le transfirió al demandante Jorge 

Alberto Sarmiento Serafín. 

La doble compraventa lo realizó Consuelito Manuel Trejo 

Barneto y Carmela Santa Flores Santos al transferir el bien en favor 

de Teodoro Filomeno Granados Loli (demandado), empero, no se 

llegó a firmar la Escritura Pública. 

Por ello, el emplazado Teodoro Filomeno Granados Loli, 

alegó que, su Título de Propiedad sobre el bien de la controversia, 

sustenta la Escritura Pública de Contrato de Compraventa, del 12 

de noviembre de 2008, otorgado por el Primer Juzgado Mixto, de 

la Corte Superior de Justicia de Ancash, de modo tal, viene 

ejerciendo la posesión del bien. 
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SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El Juzgado Civil Transitorio de Huaraz, de la Corte Superior 

de Justicia de Ancash, expidió Sentencia declarando FUNDADA la 

Demanda de Reivindicación, bajo los siguientes argumentos: 

El demandante tiene su Derecho inscrito y los Registros 

Públicos, por tanto, su titularidad es oponible al del demandado, 

dado que, éste último solo ostenta una Escritura Pública. 

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 

La Sala Civil Transitoria, de la Corte Superior de Justicia de 

Ancash, expidió Sentencia de Vista, que por similar argumento 

CONFIRMÓ la Sentencia de Primera Instancia. 

FONDO DE LA CUESTIÓN CONTROVERTIDA 

Procesal: Constitución Política del Perú, artículos 139, 

numeral 3 y 5; y, Código Procesal Civil, artículos I de su Título 

Preliminar. 

Material: No se indica. 

CONSIDERANDOS MEDIANTE LOS CUALES SE RESUELVE 

EL CASO PARTICULAR 

SÉTIMO: 

(…) se aprecia que las instancias de mérito han basado 

su decisión estimatoria esencialmente en los artículos 2014 y 

2016 del Código Civil, esto es, en los principios de buena fe 

pública registral y el principio de prioridad registral; sin 

embargo, no han tenido en cuenta que la sociedad conyugal 

conformada por consuelito Manuel Trejo Barreto y Carmela 

Santa Flores Santos transfirió la propiedad del predio sub Litis 

en dos oportunidades, lo cual genera una patología en la 

celebración de los actos jurídicos, cuyas transferencias se 
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realizaron en favor de María Isabel Acuña Bello, luego en 

favor de Gisella Teófila Ramírez Maguiña, después en favor 

de Yuliana Lupe Trejo Flores, y finalmente, en favor de Jorge 

Alberto Sarmiento Serafín (demandante); siendo que los 

defectos que generan la nulidad del acto jurídico no se 

convalida con la inscripción registral, salvo que opere la 

buena fe del adquirente. 

OCTAVO: 

(…) si bien el demandante ostenta un título de propiedad 

inscrito en Registros Públicos, se tiene que el emplazado 

ostenta un título de propiedad que fue elevado a Escritura 

Pública, de fecha doce de noviembre de dos mil ocho, es 

decir, que goza de fecha cierta, en el que aparece éste último 

tiene la posesión física del inmueble, tal como se aprecia de 

folios treinta y seis y treinta y siete vuelta; además, en la 

diligencia de inspección judicial de fecha veintiuno de mayo 

de dos mil quince se dejó constancia que el emplazado se 

encuentra en posesión del predio. 

NOVENO: 

Por lo tanto, se verifica que las instancias de mérito no 

han cumplido con analizar si el título del accionante se 

encontraba o no afectado por algún vicio de carácter 

estructural o funcional, es razón a la doble venta realizada por 

la sociedad conyugal que le transfirió el predio sub Litis al 

actor a efectos de determinar qué parte procesal tiene un 

mejor título de propiedad; asimismo, se deberá verificar si el 

demandate al momento de la adquisición actuó o no como un 

comprador diligente, pues, quien adquiere un inmueble debe 

indagar a título de qué ocupa el inmueble una tercera persona 

(en este caso el demandado), ello en razón a que la 

inscripción registral del título tiene carácter declarativo y no 



 

170 
 

constitutivo, precisándose que en nuestro ordenamiento 

jurídico, la transferencia de la propiedad se realiza con el título 

(contrato de compra venta) y el modo (la posesión). 

DECISIÓN DE LA CORTE SUPREMA 

FUNDADO el Recurso de Casación, interpuesto por Teodoro 

Filomeno Granados Loli, en consecuencia, NULA la Sentencia de 

Vista. 

ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE LA TABLA 3 Y FIGURA 3 

En este Sentencia de Casación, la Corte Suprema, hace bien en 

precisar que, en nuestro país, el sistema de transferencia de bienes 

inmuebles opera de forma consensual, tal como lo prevé el artículo 949, 

del Código Civil. 

El primer comprador (demandado) hizo bien en tomar posesión del 

inmueble, caso contrario estuvo en la potencial posibilidad de perder su 

Derecho, dado que, la posesión constituye una mejor forma de hacer 

dudar a un tercero que quien posee pueda ser un posible titular. 

Respecto al órgano jurisdiccional de primera y segunda instancia 

tuvieron como razonamiento principal la aplicación de los principios 

registrales, pues, siguieron la secuencia del artículo 1135, del Código 

Civil, que otorga preferencia a la inscripción. 

Sin embargo, la Corte Suprema dispuso que la transferencia de 

bienes inmuebles en nuestro país opera fuera del registro, por cuanto, 

éste tiene el carácter de declarativo y no constitutivo. 

Sobre esta ejecutoria no encontramos argumentos en contra 

conforme a nuestra investigación, dado que, se hizo bien en resolver en 

favor del primer comprador, más aún cuando éste ostentaba la posesión 

del bien. 
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No obstante, lo anterior, en la parte final del considerando noveno 

la Corte Suprema se equivoca al indicar que la transferencia de bienes 

inmuebles opera mediante el título y el modo. Este argumento es errado, 

debido a que, como expusimos en nuestra categoría 1, y en nuestro 

Marco Teórico de este trabajo de investigación, en nuestro país, la 

transferencia de bienes inmuebles opera mediante el consentimiento, 

mientras que, para los bienes muebles opera efectivamente mediante el 

título y el modo. 

SOBRE LOS EFECTOS JURÍDICOS DEL CONTRATO DE 

COMPRAVENTA 

Sobre el particular, la Corte Suprema ha resuelto conforme a 

lo previsto en el artículo 949 y 1529, del Código Civil, esto es, la 

transferencia consensual de la propiedad inmueble, pues se han 

cumplido con todos los requisitos de este contrato. 

Lo más resaltante fue el ejercicio de la posesión del primer 

comprador (demandado) sobre el bien de la Litis, si esto no se 

habría dado tuvo el potencial riesgo de perder su bien. 

Indicamos que, cuando se sigue la línea interpretativa del 

artículo 1135, del Código Civil, que es la doctrina que define que 

los efectos jurídicos de la compraventa de bien inmueble son 

obligacionales, lleva inevitablemente a la aplicación de los 

principios registrales. Empero, cuando se sigue la línea 

interpretativa del artículo 949 y 1529, del acotado Código, que es 

la doctrina que define que los efectos jurídicos de la compraventa 

de bien inmueble son reales, lleva inevitablemente a resolver la 

controversia solamente por estos artículos en adición a la posesión, 

por cuanto, éste hecho refleja o causa duda en un adquirente. 

Siendo así, vemos que, los órganos de primera instancia 

tienen siguen la doctrina de los efectos obligacionales de la 

compraventa de bien inmueble. En este punto a la Corte Suprema 

se equivocó al señalar que en nuestro país la transferencia de 
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bienes inmuebles opera a través del título y el modo, cuando 

realmente opera mediante el consentimiento conforme lo prevé el 

artículo 949, del Código Civil. 

SOBRE LA USUCAPIÓN COMO DEFENSA DEL DERECHO DE 

PROPIEDAD 

En este caso, ante diversos criterios de la Corte Suprema 

sobre los efectos jurídicos de la compraventa de bien inmueble, el 

demandado comprador tuvo estuvo en potencial riesgo de perder 

su propiedad, empero, el Supremo Tribunal falló en favor de esta 

parte procesal. 

Ahora, en este caso, se ha acreditado en autos que, el 

demandado comprador se encontraba ejerciendo la posesión del 

bien inmueble. 

Esto es importante, por cuanto, si se habría determinado que 

el Título de Propiedad del demandado habría sido declarado con 

alguna patología contractual, entonces, habría visto caer su 

Derecho. 

Ante aquella situación, el demandado pudo haber recurrido a 

la Pretensión de Usucapión, puesto que, éste modo de adquisición 

originario constituye una Tutela de la Propiedad cuando el Título 

derivativo decae. 

Así, si tenemos en cuenta la fecha de adquisición del 

demandado, es del 2008, y la fecha de interposición de la demanda 

es del 2014, entonces, pudo prosperar una Usucapión Corta, 

cumpliendo los requisitos de posesión cualificada de 5 años, el 

justo título y la buena fe. 

Por lo tanto, para nosotros resulta totalmente coherente 

seguir esta interpretación. 
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RESUMEN DE LA TABLA 4 Y FIGURA 4 

MATERIA DEL RECURSO 

Mejor Derecho de Propiedad. 

PARTE PROCESAL QUE INTERPUSO EL RECURSO DE 

CASACIÓN 

Boris Hernán Chavez Verona (demandante). 

HECHOS 

El demandante, Boris Hernán Chevez Verona, interpuso 

Demanda de Mejor Derecho de Propiedad, dirigida contra Ever 

Misael Pacheco Nateros, a efecto que, se le declare su Derecho de 

Propiedad, respecto del bien inmueble ubicado en el jirón Paruro 

Nº 1025-1029-1033-1039-1043, Distrito de Cercado de Lima, 

Provincia y Departamento de Lima, inscrito en la Partida 

Electrónica N° 49027179, del Registro de la Propiedad Inmueble, 

de la Oficina Registral de Lima. 

Ello en virtud a que, el accionante, manifiesta que, ostenta el 

Derecho de Propiedad del referido bien, en mérito a la Minuta de 

Compraventa, del 18 de julio del 2005, en la que Walter José 

Salinas Reyes, le transfirió el inmueble en controversia. El 

demandante-comprador, se encontraba en posesión del bien 

desde el año 2007. 

El demandado, alega que, su Derecho de Propiedad sobre el 

bien bajo Litis, está contenido en la Escritura Pública, del 15 de 

mayo del 2009, inscrito en SUNARP el 01 de febrero del 2012. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El 21° Juzgado Especializado Civil, de la Corte Superior de 

Justicia de Lima, expide sentencia que declaró INFUNDADA la 
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Demanda de Mejor Derecho de Propiedad, bajo los siguientes 

argumentos: 

De los medios probatorios no se acredita que el demandante 

se encuentre en posesión del inmueble, dado que, existían 

cuestiones legales que se encontraban pendientes de resolver en 

torno al bien, además, terceras personas se encontraban en 

posesión del bien. 

No se ha acreditado que, el demandante haya desvirtuado la 

mala fe del demandado.  

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 

La 4° Sala Civil, de la Corte Superior de Justicia de Lima, 

expidió la Sentencia de Vista, que por los mismos argumentos 

CONFIRMÓ la Sentencia de Primera Instancia. 

FONDO DE LA CUESTIÓN CONTROVERTIDA 

Procesal: Constitución Política del Perú: artículo 139, 

numerales 3, 5 y 6; Código Procesal Civil: artículos VII, del Título 

Preliminar, y 197. 

Material: No se menciona. 

CONSIDERANDO MEDIANTE EL CUAL SE RESUELVE EL 

CASO PARTICULAR 

OCTAVO: 

(…) la titularidad del demandante sobre el inmueble sub 

litis sustentada en la minuta de compraventa de fecha 

dieciocho de julio de dos mil cinco, no puede ser preferente 

respecto de un derecho de propiedad que fue elevado a 

Escritura Pública y posteriormente inscrito en los Registros 

Públicos. Es decir, en este último caso, se trata de un título 

que tiene prioridad registral al encontrarse protegida por la 
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buena fe de su adquirente, la misma que no ha sido enervada 

en el proceso que nos atañe. 

DECISIÓN DE LA CORTE SUPREMA 

INFUNDADO el Recurso de Casación interpuesto por el 

demandante Boris Hernán Chavez Verona, en consecuencia, NO 

CASARON la Sentencia de Vista. 

ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE SENTENCIA 1 

En este caso, la Corte Suprema, otorga preferencia a un Derecho 

de Propiedad no inscrito, frente a uno que no tiene tal condición. 

Sin embargo, debe tenerse en cuenta que, la Minuta de 

Compraventa tiene fecha anterior, a la inscripción registral, además, un 

dato extra a la primera es que, en el inmueble en controversia, se 

encontraban terceras personas en posesión, lo cual el comprador con 

inscripción registral estuvo en potencial conocimiento, de acercarse y 

revisar el bien, lo cual es obvio de un comprador diligente. 

En este caso particular, el accionante tuvo la posibilidad de acudir 

al bien y revisar quienes se encontraban en posesión, entonces, al ser 

así, le habría surgido la duda si su transferente es o no el titular, o cuál 

es la razón de la posesión de estos poseedores. 

Además, debe tenerse en cuenta que, el demandado se 

encontraba en posesión del bien inmueble, a partir del año 2007, y, la 

adquisición del segundo comprador es del año 2009, entonces, como 

reiteramos, éste tuvo la posibilidad de conocer quien se encontraba en 

posesión del bien. 

Por este motivo, consideramos que, la Sentencia de Casación 

debió declararse FUNDADA en favor del demandado, por cuanto, su 

Derecho de Propiedad resulta anterior al del demandante y, que, la 

Buena Fe del accionante no puede limitarse a la información formal de 

los registros públicos, sino que, debe ampliarse a la información material 

o fáctica del bien. 
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La importancia de esta Sentencia de Casación radica en que, si 

comparamos sus argumentos con la Sentencia de Casación anterior, la 

presente resulta de una contradicción argumentativa, pues, ante el 

mismo supuesto y adquisición, resuelve de manera diferente. 

RESUMEN DE LA TABLA 5 Y FIGURA 5 

MATERIA DEL RECURSO 

Mejor Derecho de Propiedad. 

PARTE PROCESAL QUE INTERPUSO EL RECURSO DE 

CASACIÓN 

Raida Carbajal Reginaldo (codemandada) 

HECHOS 

Las demandantes, René Blas Arteaga García y María Victoria 

Romero Porles, interpusieron Demanda de Mejor Derecho de 

Propiedad, dirigida contra Raida Carbajal Reginaldo y Ángela 

Graciela Salinas Baca, a efecto que, judicialmente se les Declare 

su Derecho de Propiedad, respecto del bien inmueble identificado 

como lote 20, manzana H2, Urbanización Santa María, Primera 

etapa, Carabayllo, Provincia y Departamento de Lima. 

Ello en virtud a que, se consideran titulares del Derecho de 

Propiedad del referido bien, en mérito a la Escritura Pública, del 

Contrato de Compraventa, del 28 de septiembre del 2010, inscrito 

en la Partida Electrónica N° 12474095 (partida del bien), quienes lo 

adquirieron de sus anteriores propietarios, Edubiges Florentino 

Jaimes Hinostroza y Blanca Estrella Carbajal Reginaldo. 

Las demandadas, alegan que, mediante Contrato de 

Compraventa, del 02 de julio del 2009, adquirieron el inmueble en 

controversia de sus anteriores propietarios -Edubiges Florentino 

Jaimes Honostroza y Blanca Estrella Carbajal Reginaldo, mismos 

vendedores que transfirieron el bien a los accionantes-, con firmas 
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legalizadas ante Notario el 02 de julio del 2009, fecha en que las 

demandadas tomaron posesión del bien. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El 1° Juzgado Especializado Civil, del Módulo Básico de 

Justicia, de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte, expidió 

Sentencia declarando IMPROCEDENTE la Demanda de Mejor 

Derecho de Propiedad, bajo el siguiente argumento: 

La inscripción registral realizada por los accionantes no le 

confiere el Mejor Derecho sobre el bien inmueble en controversia, 

dado que, esta adquisición no fue de Buena Fe, por tanto, no se 

configura el presupuesto normativo del artículo 2022, del Código 

Civil. 

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 

La 2° Sala Civil, de la Corte Superior de Justicia de Lima 

Norte, expidió Sentencia de Vista mediante los similares 

argumentos REVOCÓ la Sentencia de Primera Instancia, en tanto 

que, REFORMÁNDOLA declararon FUNDADA la Demanda de 

autos, bajo los siguientes argumentos: 

El Derecho de Propiedad de las accionantes se encuentra 

inscrito en la SUNARP, no obstante, el título de las demandadas es 

de fecha anterior y sin inscripción registral. 

FONDO DE LA CUESTIÓN CONTROVERTIDA 

Procesal: Constitución Política del Perú: artículo 139, numeral 

3; Código Procesal Civil: artículo I, de su Título Preliminar. 

Material: Código Civil: artículo 2022. 
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CONSIDERANDOS MEDIANTE LOS CUALES SE RESUELVE 

EL CASO PARTICULAR 

OCTAVO: 

(…) el artículo 2022 del Código Civil, establece la 

preeminencia del derecho de propiedad inscrito en Registros 

Públicos sobre aquel que no se encuentra inscrito y respecto 

del cual se opone, siendo que dicha regla tiene su razón de 

ser en los principios registrales de Publicidad Registral, 

Legitimación y Prioridad en el rango previstos en los artículos 

2012, 2013 y 2016 del mismo cuerpo legal, debiendo 

recordarse que dichos principios tienen como uno de sus 

pilares la buena fe con que actúa el usuario de los Registros 

Públicos. 

NOVENO: 

Que, en dicho contexto tenemos que el artículo 1135 del 

Código Civil, establece que tratándose de concurrencia de 

acreedores, se prefiere al que inscribe su derecho con buena 

fe, cuya información registral confiere derechos erga omnes. 

DÉCIMO: 

Que, el título de propiedad que ostentan los 

demandantes está constituido por la Escritura Pública de 

compraventa de fecha veintiocho de setiembre de dos mil 

diez, inscrito en la Partida Registral número 12474095 de 

fojas seis a nueve; de otro lado tenemos que el título de 

propiedad que ostenta la demandada Raída Carbajal 

Reginaldo consiste en un contrato privado de compraventa de 

derechos y acciones de fecha doce de junio de dos mil nueve, 

de fojas ochenta y uno a ochenta y tres, título no inscrito. 
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DÉCIMO PRIMERO: 

(…) el derecho inscrito por los demandantes mantiene 

su eficacia, al no haber sido objeto de cuestionamiento 

respecto de su validez o anulación de dicha inscripción a nivel 

judicial; de otro lado tenemos que la mala fe alegada por los 

demandados en relación a la compra realizada por los 

demandantes no ha sido acreditada, por lo que el recurso de 

casación así propuesto deviene en infundado. 

DECISIÓN DE LA CORTE SUPREMA 

INFUNDADO el Recurso de Casación, interpuesto por la 

demandada Raida Carbajal Reginaldo, en consecuencia, NO 

CASARON la Sentencia de Vista. 

ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE SENTENCIA 2 

En esta Sentencia de Casación, Corte Suprema, da preferencia a 

la inscripción registral y deja de lado al título que no tiene esta condición. 

En efecto, esta preferencia se sustenta en que ante la concurrencia 

de acreedores del Derecho de Propiedad sobre un mismo bien inmueble 

se dan aplicar los principios registrales referidos a este punto, tales como 

los artículos 2012, 2013, 2016 y 2022, del CC. Pues, debe tenerse en 

cuenta que, el Derecho de Propiedad se origina fuera del registro, y, 

como tal, no pueden ser de aplicación estos principios. 

No es lógico aplicar estos principios a un Derecho que no nace en 

los registros, pues, si consideramos ello, estamos dejando de lado a 

aquellos títulos que por diversos motivos no llegan a elevarse a Escritura 

Pública, y, mucho menos a inscribirse. 

Ante ello, podemos evaluar la Buena Fe del comprador, y su 

posesión sobre el bien, tal como lo hemos visto en las anteriores 

Sentencias de Casación. 
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Ello, porque la posesión es la mejor prueba del Derecho de 

Propiedad; y, además, una posesión cualificada durante un periodo 

convierte al poseedor en propietario. 

En el caso particular, en el último considerando que hemos 

descrito, podemos observar un descuido y dejadez por parte del 

abogado de la demandada, dado que, no ha pretendido que 

judicialmente se declare la nulidad del asiento registral donde se 

encuentra inscrito el Derecho de Propiedad del accionante, al no ser 

cuestionado, entonces este mantiene su eficacia, de modo que, 

perjudica a la demandada casacionista. 

Además, en las instancias inferiores y en consecuencia en la Corte 

Suprema no se alega nada sobre la posesión, ni por parte de los 

demandantes ni demandados, pues esto habría sido un elemento 

determinante al momento de emitirse el fallo. 

En efecto, la posesión constituye la mejor prueba de causar duda 

a un posible adquirente, pues surgirá en este si la propiedad pertenece 

a su vendedor o al poseedor, por tanto, si es diligente se tomará la 

molestia de averiguar. 

Como esto no ha sucedido en el caso de esta ejecutoria, no 

podemos brindar mayores argumentos. 

EFECTOS JURÍDICOS DEL CONTRATO DE COMPRAVENTA DEL 

MISMO BIEN INMUEBLE A MÁS DE UN COMPRADOR 

Sobre el particular, advertimos un error en la ejecutoria. 

En efecto, este es cometido por el abogado de la demandada, 

quien no ha pretendido en la causa que se determine la nulidad del acto 

jurídico del título de los demandantes. 

De hecho, si no se ha acreditado la posesión que ejerció el 

demandado sobre el bien, entonces, la otra salida habría sido cuestionar 
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la validez de la segunda compraventa, pues se habría acreditado la mala 

fe del demandante. 

Por otra parte, la segunda compraventa adolece de nulidad, por 

adolecer de un objeto jurídicamente imposible, y en este caso si el 

abogado del demandado lo habría solicitado, entonces, la Corte 

Suprema habría procedido a analizar tal aspecto. 

Ahora, en esta ejecutoria debió plantearse la nulidad de la segunda 

compraventa, dado que, como nosotros expusimos, este acto jurídico 

adolece de objeto jurídicamente imposible, pues un mismo vendedor no 

puede transferir dos veces el mismo bien. 

En efecto, su Derecho se agota con la primera transferencia, el cual 

pasa al dominio del primer adquirente. 

Como esto no ha sido planteado, al respecto no se menciona nada. 

USUCAPIÓN COMO DEFENSA DEL DERECHO DE PROPIEDAD 

En este caso, la fecha de adquisición de la demandada es del año 

2009, y la demanda se interpuso en el año 2011, por tanto, si la 

demandada habría estado en posesión no puede invocar la posesión, 

dado que, el lapso es muy corto. 

En consecuencia, en este caso una Usucapión no puede prosperar. 
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4.2. CONTRASTACIÓN Y PRUEBA DE HIPÓTESIS 

Conforme a lo expuesto en los puntos anteriores, de este trabajo de 

investigación, sobre el tema que venimos abordando, nos ha permitido 

identificar, conocer establecer diferentes argumentos, razón por la cual, 

pasamos a exponer nuestras pruebas de hipótesis. 

PRUEBA DE LA HIPÓTESIS GENERAL 

Los efectos jurídicos del Contrato de Compraventa de bien 

inmueble a más de un comprador son Reales, dado que, a través del 

consentimiento se produce el efecto traslativo, conforme lo dispone el 

artículo 949, del CC, pues, el contrato por sí mismo no tiene la fuerza de 

transferir el Derecho de Propiedad, sino que, éste surge en la voluntad 

de los contratantes. 

PRUEBA 

Nuestra propuesta de doctrina jurídica referida a los efectos 

jurídicos del contrato de compraventa de bien inmueble es el 

siguiente: 

El artículo 949, del CC, este dispone que, para transferir y 

adquirir el Derecho de Propiedad de un bien inmueble, solo basta 

el consentimiento de los contratantes, por tanto, no requiere de 

algún otro supuesto para ser propietario de un bien inmueble. 

Ahora, el Contrato de Compraventa, para el caso de los 

bienes inmuebles solamente regula el supuesto de ejecutar la 

prestación del vendedor y del comprador. 

En efecto, por parte del vendedor será entregar físicamente el 

bien al comprador porque éste mediante el artículo 949, del CC, ya 

es propietario, entonces, lo único que queda es entregar la 

propiedad al nuevo titular, que, precisamente, es el comprador; 

pues como este adquirente es el nuevo propietario, entonces, tiene 

que pagar el precio del inmueble en dinero. 
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Es decir, el artículo 949 y 1529, del CC, se encuentran de 

forma simultánea, empero, es de verse que, por mérito del primero 

tenemos la consecuencia del segundo, o, lo que es igual decir, 

primero se produce la transferencia y luego la entrega. 

La segunda compraventa del mismo bien inmueble a un 

diferente comprador es nula por la causal de objeto físico y 

jurídicamente imposible, dado que, no tiene la facultad para 

transferir nuevamente el Derecho de Propiedad, pues esta facultad 

ahora lo tiene el primer comprador. 

Finalmente, también puede ser nula por la causal de fin ilícito 

en el supuesto que el vendedor y un diferente comprador habrían 

convenido en perjudicar al primer comprador. 

En atención a ello, hemos logrado explicar, fundamentar y 

comprobar nuestra Hipótesis General. 

PRUEBA DE LA PRIMERA HIPÓTESIS ESPECÍFICA 

El comprador que alegue tener Derecho de Propiedad sobre un 

bien inmueble, y que cuenta con Documento de Fecha Cierta o refiera 

ser un Tercero de Buena Fe, amparado en el artículo 2014, del CC, 

demanda y reclama judicialmente la propiedad al primer comprador, 

entonces, éste primer adquirente puede defender su Propiedad, 

Reconviniendo bajo la pretensión de la Usucapión. 

PRUEBA 

El comprador que reclame el bien inmueble al primer 

comprador, aduciendo que su adquisición se basa en la Buena Fe 

del artículo 2014, del CC, el comprador-demandado, al momento 

de contestar la demanda tiene la posibilidad de Reconvenir bajo la 

pretensión de Usucapión, según el periodo de su posesión sobre el 

inmueble que se encuentre en controversia. 
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De tal manera, el proceso instaurado por el accionante por la 

naturaleza y complejidad de la pretensión se tramitará en la vía del 

proceso de conocimiento, pues, la Usucapión que se tramita en la 

vía del proceso abreviado, será posible la acumulación a la vía más 

larga, que es la primera mencionada. 

Entonces, lo anterior cumple el requisito del artículo 85, literal 

a, del Código Procesal Civil, que dispone que, si dos pretensiones 

se tramitan en distintas vías la que se tramita en la vía más corta 

será acumulada en la más larga. 

Que, en este caso, la Usucapión se acumulará a la pretensión 

de Declaración Judicial del Derecho de Propiedad. 

Además, que, entre éstas pretensiones se cumple el requisito 

de conexidad establecido en el artículo 84, del Código Procesal 

Civil, por cuanto, en ambas se encuentra en controversia el 

Derecho de Propiedad de un mismo bien inmueble. 

En atención a ello, hemos logrado explicar, fundamentar y 

comprobar nuestra Primera Hipótesis Específica. 

PRUEBA DE LA SEGUNDA HIPÓTESIS ESPECÍFICA 

Identificamos que la Corte Suprema de la República, sobre los 

efectos jurídicos del contrato de compraventa de bien inmueble, 

desconoce los efectos jurídicos del contrato de compraventa del mismo 

bien inmueble a más de un comprador. 

De tal manera, en la problemática en que se enfrenta un Título no 

inscrito, frente a un Título inscrito, respecto de un mismo bien inmueble, 

reclamado por diferentes compradores, para declarar judicialmente 

como propietario a uno de ellos debe tenerse en cuenta lo siguiente: 

i) Quien o quienes se encuentran en posesión del bien en 

controversia y bajo qué título lo vienen haciendo, pudiendo darse el caso 

que terceras personas se encuentren ocupando el inmueble. 
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ii) El segundo comprador, debe revisar quien es la persona que 

paga los arbitrios y demás servicios que brindan diversas entidades, de 

modo que, le permita conocer si existe algún trámite pendiente de 

calificación, a efecto de comprobar si en estos documentos se consigna 

el nombre de su vendedor, pues de no ser así, se genera la duda sobre 

la titularidad del bien. 

iii) Si el primer comprador cuenta con Título no inscrito y, se 

encuentra en posesión del bien y, a pesar de ello, una segunda persona 

lo adquiere y lo inscribe, entonces, no puede alegar su Buena Fe, dado 

que, estuvo en la potencial situación de identificar la condición del 

inmueble y conocer a quien lo ocupaba. 

PRUEBA 

Esta hipótesis representa una línea de interpretación que 

obligatoriamente debe seguirse cuando nos encontremos frente a 

un caso de un Doble Compraventa, por cuanto, debe exigirse al 

adquirente que se acerque al bien y revise quien lo viene 

poseyendo y bajo qué título, dado que, la posesión -como bien 

señala Gonzales Barrón- éste representa la mejor forma de probar 

la Propiedad. 

Ello, en el sentido del artículo 912, del CC, que prevé que, 

quien ostenta la posesión se le presume propietario, entonces, si el 

comprador que acude al inmueble a revisarlo y advierte a un 

poseedor y a pesar de ello compra el bien, entonces, acepta el 

riesgo de su adquisición. 

Ahora, también es importante verificar la información 

municipal del inmueble, dado que, como hemos visto en la primera 

Sentencia de Casación, el último comprador en el Contrato de 

Compraventa, manifestó que, había revisado ésta información, 

pues, si fue así, entonces, tuvo conocimiento que el nombre de su 

vendedor no se consignaba ahí. Por ello, la información que 

ostentan las entidades son sumamente importantes. 
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En atención a ello, hemos logrado explicar, fundamentar y 

comprobar nuestra Primera Hipótesis Específica. 

Por tanto, a la fecha, a nivel de la Corte Suprema 2016-2020, 

no tienen un criterio unificado respecto a los efectos jurídicos del 

Contrato de Compraventa del mismo bien inmueble a más de un 

comprador, y, en consecuencia, es necesario un Pleno Casatorio 

que establezca Jurisprudencia. 
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CAPÍTULO V 

DISCUSIÓN DE RESULTADOS 

         CONTRASTACIÓN DE RESULTADOS DEL TRABAJO 

DE INVESTIGACIÓN

       PRIMERA HIPÓTESIS GENERAL

Los efectos jurídicos del Contrato de Compraventa de bien inmueble son

Reales, dado que, a través del consentimiento se produce el efecto traslativo,

conforme lo dispone el artículo 949, del CC, pues, el contrato por sí mismo no

tiene la fuerza de transferir el Derecho de Propiedad.

PRUEBA 

El artículo 949, del CC, este dispone que, para transferir y adquirir 

el Derecho de Propiedad de un bien inmueble, solo basta el 

consentimiento de los contratantes, por tanto, no requiere de algún otro 

supuesto para ser propietario de un bien inmueble. 

Ahora, el Contrato de Compraventa, para el caso de los bienes 

inmuebles solamente regula el supuesto de ejecutar la prestación del 

vendedor y del comprador. 

En efecto, por parte del vendedor será entregar físicamente el bien 

al comprador porque éste mediante el artículo 949, del CC, ya es 

propietario, entonces, lo único que queda es entregar la propiedad al 

ahora propietario, que, precisamente, es el comprador; pues como este 

adquirente es el nuevo titular, entonces, tiene que pagar el precio del 

inmueble en dinero. 

Vemos así que, los efectos jurídicos del Contrato de Compraventa 

sobre bienes inmuebles son reales, por cuanto, su transferencia se 

produce en la voluntad de las partes y no con la obligación que genera 

este acto jurídico. 
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Es decir, el artículo 949 y 1529, del CC, se encuentran de forma 

simultánea, empero, es de verse que, por mérito del primero tenemos la 

consecuencia del segundo, o, lo que es igual decir, primero se produce 

la transferencia y luego la entrega. 

Además, la segunda compraventa del mismo bien inmueble a un 

segundo comprador es nulo por tener una finalidad ilícita, en tanto que, 

el ánimo del vendedor y un segundo comprador, es sacar provecho de 

la transferencia, sin importarle el perjuicio que pueda causarle al 

comprador primigenio. 

Y, que, la segunda compraventa del mismo bien inmueble a un 

segundo comprador es nulo porque su objeto es jurídicamente 

imposible, en tanto que, en la primera transferencia al vendedor ha 

agotado su Derecho de Propiedad; sin embargo, a pesar que un 

comprador posterior haya inscrito su Derecho en el registro respectivo, 

igual será nulo, debido a que, si el primer comprador se encuentra en 

posesión del bien, desvirtuará la Buena Fe de un adquirente que no haya 

verificado la posesión del bien que está adquiriendo.  

En atención a ello, hemos logrado explicar, fundamentar y 

comprobar nuestra Hipótesis General. 

PRIMERA HIPÓTESIS ESPECÍFICA 

El comprador que alegue tener Derecho de Propiedad sobre un bien 

inmueble, y que cuenta con Documento de Fecha Cierta o refiera ser un 

Tercero de Buena Fe, amparado en el artículo 2014, del CC, demanda y 

reclama judicialmente la propiedad al primer comprador, entonces, éste primer 

adquirente puede defender su Propiedad, Reconviniendo bajo la pretensión 

de la Usucapión. 

PRUEBA 

El comprador que reclame el bien inmueble al primer comprador, 

aduciendo que su adquisición se basa en la Buena Fe del artículo 2014, 

del CC, el comprador-demandado, al momento de contestar la demanda 

tiene la posibilidad de Reconvenir bajo la pretensión de Usucapión, 
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según el periodo de su posesión sobre el inmueble que se encuentre en 

controversia. 

De tal manera, el proceso instaurado por el accionante por la 

naturaleza y complejidad de la pretensión se tramitará en la vía del 

proceso de conocimiento, pues, la Usucapión que se tramita en la vía 

del proceso abreviado, será posible la acumulación a la vía más larga, 

que es la primera mencionada. 

Entonces, lo anterior cumple el requisito del artículo 85, literal a, del 

Código Procesal Civil, que dispone que, si dos pretensiones se tramitan 

en distintas vías la que se tramita en la vía más corta será acumulada en 

la más larga. 

Que, en este caso, la Usucapión se acumulará a la pretensión de 

Declaración Judicial del Derecho de Propiedad. 

Además, que, entre éstas pretensiones se cumple el requisito de 

conexidad establecido en el artículo 84, del Código Procesal Civil, por 

cuanto, en ambas se encuentra en controversia el Derecho de Propiedad 

de un mismo bien inmueble, asimismo, tenemos la identidad entre los 

sujetos y la pretensión. 

En atención a ello, hemos logrado explicar, fundamentar y 

comprobar nuestra Primera Hipótesis Específica. 

SEGUNDA HIPÓTESIS ESPECÍFICA 

Identificamos que la Corte Suprema de la República, desconoce los 

efectos jurídicos del contrato de compraventa de bien inmueble, señala en 

algunos casos que, los efectos son reales y en otros son obligacionales. 

De tal manera, en la problemática en que se enfrenta un Título no 

inscrito, frente a un Título inscrito, respecto de un mismo bien inmueble, 

reclamado por diferentes compradores, para declarar judicialmente como 

propietario a uno de ellos debe tenerse en cuenta lo siguiente: 
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i) Quien o quienes se encuentran en posesión del bien en 

controversia y bajo qué título lo vienen haciendo, pudiendo darse el caso 

que terceras personas se encuentren ocupando el inmueble. 

ii) El segundo comprador, debe revisar quien es la persona que 

paga los arbitrios y demás servicios que brindan diversas entidades, de 

modo que, le permita conocer si existe algún trámite pendiente de 

calificación, a efecto de comprobar si en estos documentos se consigna 

el nombre de su vendedor, pues de no ser así, se genera la duda sobre 

la titularidad del bien. 

iii) Si el primer comprador cuenta con Título no inscrito y, se 

encuentra en posesión del bien y, a pesar de ello, una segunda persona 

lo adquiere y lo inscribe, entonces, no puede alegar su Buena Fe, dado 

que, estuvo en la potencial situación de identificar la condición del 

inmueble y conocer a quien lo ocupaba. 

PRUEBA 

Esta hipótesis representa una línea de interpretación que debe 

seguirse cuando nos encontremos frente a un caso de un Doble 

Compraventa, por cuanto, debe exigirse al adquirente que se acerque al 

bien y revise quien lo viene poseyendo y bajo qué título, dado que, la 

posesión -como bien señala Gonzales Barrón- representa la mejor forma 

de probar la Propiedad. 

Ello, en el sentido del artículo 912, del CC, que prevé que, quien 

ostenta la posesión se le presume propietario, entonces, si el comprador 

que acude al inmueble a revisarlo y advierte a un poseedor y a pesar de 

ello compra el bien, entonces, acepta el riesgo de su adquisición. 

Ahora, también es importante verificar la información municipal del 

inmueble, dado que, como hemos visto en la primera Sentencia de 

Casación, el último comprador en el Contrato de Compraventa, 

manifestó que, había revisado ésta información, pues, si fue así, 

entonces, tuvo conocimiento que el nombre de su vendedor no se 
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consignaba ahí. Por ello, la información que ostentan las entidades son 

sumamente importantes. 

En atención a ello, hemos logrado explicar, fundamentar y 

comprobar nuestra Primera Hipótesis Específica. 

Por tanto, a la fecha, a nivel de la Corte Suprema 2016-2020, no 

tienen un criterio unificado respecto a los efectos jurídicos del Contrato 

de Compraventa del mismo bien inmueble a más de un comprador, y, en 

consecuencia, es necesario un Pleno Casatorio que establezca 

Jurisprudencia. 
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CONCLUSIONES 

1. PRIMERA CONCLUSIÓN 

Los efectos jurídicos del Contrato de Compraventa de bien inmueble son 

Reales, dado que, a través del consentimiento se produce el efecto traslativo, 

conforme lo dispone el artículo 949, del CC, pues, el contrato por sí mismo no 

tiene la fuerza de transferir el Derecho de Propiedad, sino que, éste surge en 

la voluntad de los contratantes. 

Dado que, el artículo 949, del CC, este dispone que, para transferir y 

adquirir el Derecho de Propiedad de un bien inmueble, solo basta el 

consentimiento de los contratantes, por tanto, no requiere de algún otro 

supuesto para ser propietario de un bien inmueble. 

Ahora, el Contrato de Compraventa, para el caso de los bienes 

inmuebles solamente regula el supuesto de ejecutar la prestación del 

vendedor y del comprador. 

Vemos así que, los efectos jurídicos del Contrato de Compraventa sobre 

bienes inmuebles son reales, por cuanto, su transferencia se produce en la 

voluntad de las partes y no con la obligación que genera este acto jurídico. 

Es decir, el artículo 949 y 1529, del CC, se encuentran de forma 

simultánea, empero, es de verse que, por mérito del primero tenemos la 

consecuencia del segundo, o, lo que es igual decir, primero se produce la 

transferencia y luego la entrega. 

2. SEGUNDA CONCLUSIÓN 

El comprador que reclame el bien inmueble al primer comprador, 

aduciendo que su adquisición se basa en la Buena Fe del artículo 2014, del 

CC, el comprador-demandado, al momento de contestar la demanda tiene la 

posibilidad de Reconvenir bajo la pretensión de Usucapión, según el periodo 

de su posesión sobre el inmueble que se encuentre en controversia. 

De tal manera, el proceso instaurado por el accionante por la naturaleza 

y complejidad de la pretensión se tramitará en la vía del proceso de 
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conocimiento, pues, la Usucapión que se tramita en la vía del proceso 

abreviado, será posible la acumulación a la vía más larga, que es la primera 

mencionada. 

Entonces, lo anterior cumple el requisito del artículo 85, literal a, del 

Código Procesal Civil, que dispone que, si dos pretensiones se tramitan en 

distintas vías la que se tramita en la vía más corta será acumulada en la más 

larga. 

Que, en este caso, la Usucapión se acumulará a la pretensión de 

Declaración Judicial del Derecho de Propiedad. 

Además, que, entre éstas pretensiones se cumple el requisito de 

conexidad establecido en el artículo 84, del Código Procesal Civil, por cuanto, 

en ambas se encuentra en controversia el Derecho de Propiedad de un mismo 

bien inmueble. 

3. TERCERA CONCLUSIÓN 

Identificamos que la Corte Suprema de la República, desconoce los 

efectos jurídicos del contrato de compraventa de bien inmueble, señala en 

algunos casos que, los efectos son reales y en otros son obligacionales. 

De tal manera, en la problemática en que se enfrenta un Título no 

inscrito, frente a un Título inscrito, respecto de un mismo bien inmueble, 

reclamado por diferentes compradores, para declarar judicialmente como 

propietario a uno de ellos debe tenerse en cuenta lo siguiente: 

i) Quien o quienes se encuentran en posesión del bien en controversia y 

bajo qué título lo vienen haciendo, pudiendo darse el caso que terceras 

personas se encuentren ocupando el inmueble. 

ii) El segundo comprador, debe revisar quien es la persona que paga los 

arbitrios y demás servicios que brindan diversas entidades, de modo que, le 

permita conocer si existe algún trámite pendiente de calificación, a efecto de 

comprobar si en estos documentos se consigna el nombre de su vendedor, 

pues de no ser así, se genera la duda sobre la titularidad del bien. 
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iii) Si el primer comprador cuenta con Título no inscrito y, se encuentra 

en posesión del bien y, a pesar de ello, una segunda persona lo adquiere y lo 

inscribe, entonces, no puede alegar su Buena Fe, dado que, estuvo en la 

potencial situación de identificar la condición del inmueble y conocer a quien 

lo ocupaba. 

Dado que, debe exigirse al adquirente que se acerque al bien y revise 

quien lo viene poseyendo y bajo qué título, puesto que, la posesión -como 

bien señala Gonzales Barrón- éste representa la mejor forma de probar la 

Propiedad. 

Ello, en el sentido del artículo 912, del CC, que prevé que, quien ostenta 

la posesión se le presume propietario, entonces, si el comprador que acude 

al inmueble a revisarlo y advierte a un poseedor y a pesar de ello compra el 

bien, entonces, acepta el riesgo de su adquisición. 

Finalmente, resulta importante verificar la información municipal del 

inmueble, dado que, como hemos visto en la primera Sentencia de Casación, 

el último comprador en el Contrato de Compraventa, manifestó que, había 

revisado ésta información, pues, si fue así, entonces, tuvo conocimiento que 

el nombre de su vendedor no se consignaba ahí. Por ello, la información que 

ostentan las entidades es fundamental. 
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RECOMENDACIONES 

Luego de haber elaborado y desarrollado el presente trabajo de 

investigación, en necesario realizas algunas recomendaciones a efecto que, 

en posteriores investigaciones o trabajos jurídicos, sirva como un gran aporte 

al conocimiento científico-jurídico. 

1. PRIMERA RECOMENDACIÓN 

Debe tenerse en consideración que, la transferencia de bienes muebles 

e inmuebles en nuestro país, se producen de diferente manera. En efecto, 

para los bienes muebles se produce mediante el título y el modo; mientras 

que, para los bienes inmuebles se produce mediante el consentimiento de los 

particulares, siendo ésta última su acogida en el artículo 949 del CC, ubicada 

dentro del Libro de los Derechos Reales, razón por la cual, la aplicación del 

artículo 1135, no resulta aplicable, por cuanto, éste último versa sobre 

obligaciones de dar. 

De modo que, si aplicamos el referido artículo de obligaciones 

estaríamos cayendo en error al considerar que, los efectos jurídicos, del 

Contrato de Compraventa tiene efectos obligaciones, cuando nuestro Código 

Civil dispone lo contrario. 

Finalmente, debe tenerse en cuenta que, el artículo 949, del CC, debe 

interpretarse de forma inmediata con el artículo 1529, del CC, dado que, 

primer surge la obligación de enajenar, que convierte al acreedor en 

propietario, y, luego, de esto surge la obligación del vendedor de entregar 

físicamente el bien al ahora nuevo propietario, entendiéndose así, como una 

consecuencia lógica de éstos dos artículos. 

2. SEGUNDA RECOMENDACIÓN 

Cuando el comprador primigenio sea emplazado por un Tercero 

Registral, puede y debe utilizar la Usucapión vía Reconvención, como 

mecanismo de Tutela de la Propiedad, por cuanto, ésta se encuentra en 

potencial riesgo de ser perdida y, por tanto, podría verse perjudicado. Pues, 
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el artículo 2014, del CC, no protege al Tercero de modos de adquisición 

originario, como lo es la Usucapión, sino solamente de modos de adquisición 

derivados. 

Un artículo en favor del comprador-poseedor, lo constituye el artículo 

952, del CC, que prevé que, la sentencia que accede a la Usucapión es título 

suficiente para cancelar el título del anterior propietario, creándose un nuevo 

asiento en favor de usucapiente-propietario. 

De tal manera, la Usucapión es la mejor forma de defender el Derecho 

de Propiedad. 

3. TERCERA RECOMENDACIÓN 

En toda interpretación judicial respecto al tema que nos aborda en este 

trabajo de investigación, debe considerarse que, quien adquiere un bien 

inmueble está en el deber de cumplir con verificar la situación material del 

bien, a efecto de comprobar su verdadera situación, porque la realidad 

expresa mucho más que los documentos. 
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ANEXO 1 

MATRIZ DE CONSISTENCIA 

TÍTULO: EFECTOS JURÍDICOS DEL CONTRATO DE COMPRAVENTA DEL MISMO BIEN INMUEBLE A MÁS DE UN 
COMPRADOR, CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA, 2016-2020 

FORMULACIÓN DEL 
PROBLEMA 

OBJETIVOS HIPÓTESIS 
CATEGORÍAS DE 

ANÁLISIS 
METODOLOGÍA 

General 
¿Cómo delimitar los efectos 
jurídicos que produce el contrato 
de compraventa de bien inmueble 
a más de un comprador? 
 
 
Específicos 
 
1. ¿Mediante qué mecanismo 

legal el primer comprador puede 
defender su Derecho de 
Propiedad? 

 
2. ¿Qué argumentos se utilizan en 

las Sentencias de Casación, 
emitidas por la Corte Suprema 
de Justicia de la República, 
2016-2020 sobre los efectos 
jurídicos del contrato de 
compraventa del bien 
inmueble? 

 

General 
Delimitar los efectos jurídicos que 
produce el contrato de 
compraventa de bien inmueble y 
proponer una doctrina jurídica que 
permita su comprensión. 
 
Específicos 
 

1. Establecer el mecanismo 
legal a través del cual el 
primer comprador puede 
defender su Derecho de 
Propiedad. 
 

2. Identificar y analizar los 
argumentos de las Sentencias 
de Casación, emitidas por la 
Corte Suprema de Justicia de 
la República, 2016-2020, 
sobre los efectos jurídicos del 
contrato de compraventa de 
bien inmueble  

Primera Hipótesis General 
Los efectos jurídicos del Contrato 
de Compraventa de bien inmueble 
son Reales, dado que, a través del 
consentimiento se produce el 
efecto traslativo, conforme lo 
dispone el artículo 949, del CC, 
pues, el contrato por sí mismo no 
tiene la fuerza de transferir el 
Derecho de Propiedad. 
 
Primera Hipótesis Específica 
El comprador que alegue tener 
Derecho de Propiedad sobre un 
bien inmueble, y que cuenta con 
Documento de Fecha Cierta o 
refiera ser un Tercero de Buena Fe, 
amparado en el artículo 2014, del 
CC, demanda y reclama 
judicialmente la propiedad al primer 
comprador, entonces, éste primer 
adquirente puede defender su 
Propiedad, Reconviniendo bajo la 
pretensión de la Usucapión. 
 
Segunda Hipótesis Específica 
 
Identificamos que la Corte 
Suprema, sobre los efectos 
jurídicos del contrato de 
compraventa de bien inmueble, 
señala en algunos casos que, los 
efectos son reales y en otros 
obligacionales 
 

Categoría de análisis 1 

 
Efectos jurídicos del 
Contrato de Compraventa 
del mismo bien inmueble a 
más de un comprador 
 
Subcategoría 1.1 

 
Usucapión como defensa 
del Derecho de Propiedad 
 
Subcategoría 1.2 

 
Reconvención del primer 
comprador 
 
Categoría de análisis 2 

 
Sentencias de Casación 
de diversos 
pronunciamientos, 
emitidos por la Corte 
Suprema de Justicia de la 
República 2016-2020 
 

Tipo de investigación: 

Jurídico-propositiva. 
 
Enfoque: Cualitativo. 
 
Nivel: Analítico 

 
Población 

Sentencias de Casación 
emitidas por la Corte Suprema 
de Justicia de la República, 
2016 2020. 
 
Muestreo teórico 

06 Sentencias de Casación 
 
Recolección de datos 

Guía de ficha resumen – Ficha 
resumen 
Guía de análisis documentario – 
Análisis documentario 
 
Procesamiento de datos 

Teoría Fundamentada 
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De tal manera, en la problemática 
en que se enfrenta un Título no 
inscrito, frente a un Título inscrito, 
respecto de un mismo bien 
inmueble, reclamado por diferentes 
compradores, para declarar 
judicialmente como propietario a 
uno de ellos debe tenerse en 
cuenta lo siguiente: 
 
i) Quien o quienes se encuentran 
en posesión del bien en 
controversia y bajo qué título lo 
vienen haciendo, pudiendo darse el 
caso que terceras personas se 
encuentren ocupando el inmueble. 
 
ii) El segundo comprador, debe 
revisar quien es la persona que 
paga los arbitrios y demás servicios 
que brindan diversas entidades, de 
modo que, le permita conocer si 
existe algún trámite pendiente de 
calificación, a efecto de comprobar 
si en estos documentos se 
consigna el nombre de su 
vendedor, pues de no ser así, se 
genera la duda sobre la titularidad 
del bien. 
 
iii) Si el primer comprador cuenta 
con Título no inscrito y, se 
encuentra en posesión del bien y, a 
pesar de ello, una segunda persona 
lo adquiere y lo inscribe, entonces, 
no puede alegar su Buena Fe, dado 
que, estuvo en la potencial 
situación de identificar la condición 
del inmueble y conocer a quien lo 
ocupaba. 
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ANEXO 2 

GUÍA DE FICHA RESUMEN 
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ANEXO 3 

GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTARIO 
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ANEXO 4 

SENTENCIAS DE CASACIÓN DE LA CORTE 
SUPREMA, 2016-2020 
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